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  Post scriptum


  Esta nota fue redactada 10 meses después de que los trabajos que conforman el libro, incluida su presentación, fueran entregados para su dictamen y posterior edición. Entre julio de 2019 y mayo de 2020 las perspectivas económicas de México han empeorado considerablemente.


  Esto se debe fundamentalmente a cuatro factores: a] una parálisis económica temporal debida al confinamiento social y a la suspensión de actividades económicas consideradas “no esenciales” para evitar la propagación masiva del coronavirus, b] la desaceleración de la economía mundial debido originalmente a las guerras comerciales emprendidas principalmente por EU en contra de China y otros países y después, de forma mucho más grave, a causa de la pandemia, c] un descenso a niveles nunca vistos de los precios del petróleo, provocado inicialmente por el enfrentamiento entre dos grandes productores, Arabia Saudita y Rusia, y posteriormente por la vertiginosa disminución de la demanda mundial que está entrando en recesión. En el caso de nuestro país, los precios del crudo mexicano han caído a niveles que se encuentran en el límite, y por momentos por debajo, de su costo de producción, d] una disminución pronunciada de las inversiones pública y privada, esta última evidenciándose con meses de antelación: desde noviembre de 2018 hasta la fecha.


  En estas circunstancias, la disección sobre el presente de la economía mexicana, que se encuentra en los diversos capítulos de este libro, cobra mayor relevancia porque devela las fragilidades económicas y sociales con las que México enfrentará la inminente recesión económica que nos espera en el futuro inmediato, de duración todavía impredecible.


  Debido a lo anterior, debo destacar que la mayoría de las consideraciones económicas que se expusieron en el apartado final de la presentación: El futuro y las transformaciones indispensables, confirman su validez y actualidad. Por esta razón las enumero nuevamente de forma resumida:


  1. Restablecer la función de las políticas públicas para recuperar un crecimiento sostenido con bienestar social, es decir, un desarrollo económico.


  2. Instrumentar políticas industriales selectivas con base en prioridades.


  3. Incrementar la inversión pública y alentar la inversión privada.


  4. Evitar convertir la producción de crudo en un sector prioritario al cual se destine el grueso de los recursos públicos.


  5. Procurar un empleo digno y un salario real creciente para combatir la pobreza, la desigualdad e indirectamente la inseguridad.


  6. Realizar una reforma fiscal progresiva. Esta se volverá más compleja a medida que el país no crezca.


  Hasta el momento ninguna de estas propuestas se está instrumentando o solo parcialmente y, en consecuencia, de forma insuficiente.


  Pero, dada la emergencia, debemos ir más allá. A las anteriores consideraciones tenemos hoy que añadir la urgente necesidad de que el gobierno federal y los gobiernos estatales implementen medidas de política económica contra cíclica, tal como debe procederse ante el peligro de recesiones profundas como la que amenaza a la economía mexicana y tal como están procediendo prácticamente la totalidad de las economías en el mundo. En México, solo el Banco de México, ejerciendo su autonomía, ha dispuesto medidas monetarias de consideración: la reducción de la tasa de interés y la inyección de liquidez al sistema financiero para incentivar la actividad económica (750 000 millones de pesos equivalentes a 3.3% del PIB en recursos, parte de ellos para incrementar la oferta de crédito de la banca privada y de desarrollo).


  En cambio, el gobierno federal, con la excepción de los 25 000 millones de pesos (0.1% del PIB) destinados a otorgar créditos de 25 000 pesos a Pymes, insiste en la austeridad y los recortes del gasto público a corto plazo (10 puntos del programa presidencial del 22 de abril). Es decir, medidas recesivas aun cuando arrastramos el crecimiento económico bajo cero de 2019, cuando en febrero la producción industrial tuvo una caída de 3.5% (con relación al mismo mes de 2019) y el consumo durante los primeros 20 días de abril se derrumbó -26.5% en términos reales.


  Adicionalmente, el gobierno federal proyecta inyectar los recursos de que dispone a una nueva refinería y a la producción de petróleo, a contrapelo de la industria en el resto del mundo, y que sin duda resultarán improductivos a mediano plazo considerando el desolador panorama energético.


  También debe agregarse que a falta de fondos internos suficientes debe considerarse la posibilidad de incrementar de forma responsable el endeudamiento del país porque tenemos margen para ello, como también se advertía en la presentación del libro. Recursos no para el rescate de grandes empresas sino para la protección del trabajo. Inyectar dinero para reanimar la economía significa proteger millones de empleos, hasta dos millones como varios estudios especializados estiman que se podrán perder entre 2020 y 2021. Esto, como consecuencia de que para 2020 se pronostica un crecimiento negativo, de entre -7 a -20% y para 2021 un crecimiento menor a 2%. Ya entre marzo y abril se perdieron 347 000 empleos en el sector formal.


  Hay que advertir finalmente que, aun cuando estamos valorando una coyuntura, se trata de una de tal importancia y magnitud económica que tendrá repercusiones sociales a muy largo plazo. También por eso mismo, los cambios que pudieran a tiempo presentarse en la política gubernamental podrían incidir favorablemente mitigando el efecto de la inminente recesión.


  Al igual que en la presentación, las consideraciones aquí expresadas son responsabilidad exclusiva del coordinador.


  Presentación


  Los diversos capítulos que conforman este libro, en dos tomos, cubren un conjunto de temas relacionados con la economía mexicana, su estado actual, sus potencialidades y sus carencias, así como los principales problemas que se tienen que superar para transitar hacia un crecimiento sostenido y hacia una sociedad más incluyente, justa y sustentable.


  Todos los textos se desprenden de ponencias que fueron presentadas en el XXV Seminario de Economía Mexicana del Instituto de Investigaciones Económicas (IIEc) de la UNAM celebrado los días 28 y 29 de mayo de 2019. Se trata del seminario institucional más antiguo del IIEc, con 36 años de presencia. En él se exponen resultados de investigaciones colectivas e individuales teniendo como objeto de estudio la economía mexicana y su lugar en el mundo, y se discuten propuestas de política económica para alcanzar su pleno desarrollo.


  Esta es una obra que por su amplitud es necesariamente diversa (temática y metodológicamente) y, aunque no pretende abordar toda la problemática nacional, toca temas que son relevantes para nuestra economía.


  El mismo año en que se realizó el Seminario, en México inició un nuevo gobierno que plantea transformaciones alternativas en política económica y social para avanzar hacia el desarrollo económico, combatir la desigualdad y la pobreza y acabar con la corrupción y la inseguridad que son actualmente indicadores lapidarios de la realidad mexicana. Varios de los capítulos en el libro retoman estas propuestas como punto de partida para un análisis crítico y propositivo.


  Para contextualizar nuestro presente, cuya compleja realidad aborda esta obra, es indispensable iniciar la presentación realizando un breve recuento de las transformaciones económicas llevadas a cabo durante los años ochenta e inicio de los noventa del siglo pasado para después realizar un balance de sus resultados. Aquellas tuvieron una gran repercusión estructural al abandonar un modelo de acumulación de capital cerrado y protegido e instrumentar uno abierto y desregulado. Este giro, que pretendía modernizar al país, ha definido el rumbo que éste ha seguido durante los últimos 35 años con resultados sumamente contrastantes: por una parte, la integración al mundo global y a las nuevas formas de producción internacional y por la otra, una exacerbación de los índices de pobreza y desigualdad económica que reclaman una profunda corrección.


  DE LA PROTECCIÓN A LA APERTURA


  Aquellos cambios fueron llevados a cabo en distintas etapas teniendo como actor central al gobierno federal, que implementó transformaciones radicales en la política económica del país a las que rápidamente se ajustó el gran capital privado, extranjero y nacional. Este último, en un primer momento de manera defensiva para resistir la apertura económica y posteriormente con una agresiva estrategia de internacionalización.


  El giro se realizó sin mediaciones, sin contrapesos, sin equilibrios para sectores y regiones enteras del país, sin medidas de protección al grueso de los mexicanos, adoptando las recetas de shock recomendadas por organismos multilaterales y a las que en 1989 se les denominó el Consenso de Washington, destinadas al conjunto de países en desarrollo y “en transición” (de Europa del Este) con el objetivo de abrir sus mercados e impulsar su integración a la economía internacional. Políticas evidentemente favorables al capital financiero e industrial multinacional y que solo algunos países asiáticos de nueva industrialización prudentemente dosificaron, aplicando una política económica de integración nacional, conservando el comando del proceso con un Estado activo y regulador que les mantuvo en la senda del crecimiento con distribución del ingreso, es decir en la senda del desarrollo económico.


  En México los principales agentes económicos sobre los cuales se diseñó el cambio de modelo para sustentar el crecimiento fueron dos: la inversión extranjera directa (IED) que se esperaba entraría al país al abrir su economía y la actividad e inversión potencial de los mayores consorcios empresariales en México (nacionales y extranjeros). El dinamismo de ambos factores debería arrastrar al conjunto económico. A partir de ahí, el país se convertiría en una economía esencialmente exportadora, volcada a competir en el ámbito internacional, y por eso las expectativas eran que necesariamente todos los actores económicos se verían impulsados a incrementar sus capacidades tecnológicas y competitivas.


  A partir de entonces la producción industrial de las mayores empresas en México se redirigió al exterior siendo las primeras en hacerlo las extranjeras, que de aprovechar un mercado protegido pasaron a convertirse en plataformas de exportación. Les siguieron los mayores grupos empresariales de capital nacional que a partir de 1989 iniciaron su conversión en empresas multinacionales. Hacia mediados de los años noventa confluyeron el incremento sostenido de la IED hacia México, el auge exportador y el despliegue de la IED mexicana.


  Lo anterior dio varios resultados positivos para la economía en su conjunto, desde la última década del siglo pasado nos integramos a la economía internacional por medio del comercio y la inversión. La IED hacia el país se incrementó sustancialmente: en 1991 se recibieron flujos por 4 742 millones de dólares y para 2000 se aproximaban a los 30 000 millones. Por su parte, en un periodo de 20 años, desde finales de los años ochenta, la manufactura pasó de representar cerca de 20% de las exportaciones totales a 80 por ciento.


  Actualmente, varias empresas mexicanas se cuentan entre las mayores multinacionales latinoamericanas y el comercio exterior se ha convertido en la mayor palanca de crecimiento económico presentando balances positivos crecientes con nuestro principal socio norteamericano al que se dirigen 95% de nuestras exportaciones no petroleras.


  Sin embargo, los beneficios reales se han distribuido inequitativamente


  La apertura indiscriminada clausuró en varios sectores industriales las posibilidades de participación de pequeñas y medianas empresas en cadenas de producción, incapaces de competir con insumos importados. Los grupos financieros, que habían sido estatizados en 1981 fueron vendidos (devueltos) a capitales nacionales 10 años después, a precios sobreestimados favorables al vendedor pero con criterios preferenciales a inversionistas cercanos al poder gubernamental, los cuales en pocos años fueron revendidos a la banca internacional con ganancias extraordinarias. Se evidenciaron todos los rasgos del llamado con justeza “capitalismo de cuates” y la mayor parte de la banca comercial pasó a manos extranjeras.


  La forma en que se instrumentó la transformación tuvo un alto precio de largo alcance, el más grave fue la contención salarial resultante con deplorables repercusiones sociales y económicas: el salario que en 1976 contribuía con 40.2% en el ingreso nacional, en 2019 lo hacía solo con 30% determinando el grave deterioro en el nivel de vida del grueso de la población y contribuyendo escasamente a la demanda interna.


  La cantidad de población en economía informal, el estancamiento de la economía interna, la migración como solución para intentar mejorar el nivel de vida de millones de mexicanos, la desigualdad económica regional, la rampante corrupción como forma de enriquecimiento personal o como forma de supervivencia social, y principalmente el aumento de la pobreza y la creciente violencia delictiva son muestra de que ese camino no debe seguirse recorriendo.


  En suma, aun cuando algunos logros económicos generales son un sustento importante en la evolución del país, resultan insuficientes para un crecimiento sostenido y sus consecuencias sociales han resultado profundamente inequitativas y preocupantes. Parecen incuestionables algunos alcances económicos, pero de nueva cuenta, al igual que en los años ochenta cuando se había agotado la viabilidad de un modelo de acumulación cerrado, resultan ahora ineludibles nuevas transformaciones que consideren metas de crecimiento pero también de desarrollo y de equidad social.


  UN SOMERO BALANCE DEL DESEMPEÑO RECIENTE


  El crecimiento anual promedio del PIB mexicano durante los últimos 36 años, es decir, a partir de que se iniciaron las transformaciones en 1982, ha recorrido diferentes etapas:


  Durante los años de instrumentación de la nueva política económica y la privatización de empresas estatales entre 1982 y 1992, fue de 1.4 por ciento.


  Entre 1993 y 2008, antes del estallido pleno de la crisis financiera global y tratándose de una etapa con las transformaciones en marcha que incluye el auge de las exportaciones mexicanas desde 1994, el crecimiento anual promedio fue de 2.7 por ciento.


  La tercera etapa, periodizada para los fines de esta presentación, va de 2009 a 2018. Durante este periodo el crecimiento promedio del PIB fue de 2.1% teniendo como factores de incidencia a la baja la repercusión de la crisis financiera en el conjunto de las economías desarrolladas, especialmente en Estados Unidos (EU) desde 2008 y el desplome de los precios internacionales de la energía que entre 2011 y 2016 cayeron 71% afectando los ingresos petroleros del país y, por ende, los recursos del gobierno, por lo que redujo drásticamente la inversión pública. Solo entre 2013-2018 se observó un ligero incremento a 2.6% promedio.


  Si nos concentramos exclusivamente en los últimos seis años observamos que las actividades del sector servicios, que representa 64.3% del PIB son las que más crecieron, a una tasa promedio anual de 2.86%, igual que las del sector primario, mientras la industria lo hizo solamente a 0.68%. La razón de este bajo crecimiento se encuentra en la insuficiente inversión medida como porcentaje del PIB que durante el mismo periodo promedió 22.3% mostrando una tendencia a la baja durante 2017 (22.1%) y 2018 (21.9%). Respecto a su composición, mientras la inversión privada pasó de 16.2% del PIB en 2013 a 19.0% en 2018 la pública se redujo de 5.2 a solo 2.9% (un promedio de -8.52% durante los últimos cinco años).


  Las cifras develan una urgente necesidad de impulsar la inversión en el sector secundario que tiene un peso de 32% del PIB. Otro indicador al que debe prestársele atención es el del crecimiento promedio de la productividad en el sector manufacturero que durante los últimos seis años (2013-2018) ha sido negativo: de -0.15%, afectando nuestra competitividad en los mercados internacionales. Se trata además de un sector clave en la generación de empleos formales: entre 2009 y 2018, las industrias de transformación, transporte y comunicaciones y construcción generaron 41% de los mismos, mientras que por su parte el sector servicios contribuyó con 26%, el comercio con 20%, el sector primario con 5% y las industrias extractivas (incluido el petróleo) y eléctrica con 1 por ciento.


  El insuficiente crecimiento en estos 36 años tiene su origen fundamentalmente en factores internos (salvo las crisis de 2001 y 2008) debido a la estructura de producción del país, a la modalidad de inserción en la economía internacional y a la política económica instrumentada. Los resultados más alarmantes son el fracaso para incrementar la oferta de empleo y abatir la pobreza.


  La cifra de 3.4% en desempleo, que no resultaría excesivo, oculta un problema creciente: el empleo informal, surgido como una alternativa a la falta de oferta laboral por el bajo crecimiento económico y que representa más de 50% de la población económicamente activa nacional, alcanzando cifras alarmantes en 15 estados de la República donde representa entre 52% y 74% de la población ocupada.


  Ahora bien, en 2018 las cifras más drasticas se refieren al nivel de vida de los mexicanos: 39.8% de la población se encontraba en pobreza laboral (cuando los ingresos por trabajo no alcanzan para cubrir la canasta básica alimentaria) y de esta 7.6%, es decir, más de siete millones estaban en pobreza extrema (con tres o más carencias sociales e ingresos inferiores a la línea de bienestar mínimo). En términos reales el salario mínimo cayó cerca de 70% en las últimas tres décadas.


  De nueva cuenta en algunos estados, especialmente en cuatro del sureste, la situación es crítica. El porcentaje de pobreza en Chiapas, Oaxaca, Guerrero y Veracruz es de 77.1, 70.0, 64.4, y 62.2% y de pobreza extrema es de 28.1, 26.9, 23.0 y 16.4%, respectivamente. Se trata a su vez de los mismos estados con mayor rezago educativo. Un capítulo del tomo I de este libro aborda detenidamente la problemática regional del país.


  La cuestión social hace muchos años que es una prioridad no atendida suficientemente en una nación en la que la generación de riqueza que se ha logrado se ha distribuido inequitativamente. El coeficiente de Gini (medida de la desigualdad donde el 0 corresponde a la perfecta igualdad y el valor 1 a la perfecta desigualdad) en México, es cercano al 0.54.


  Habiendo concluido las primeras dos décadas del siglo XXI, ¿qué opciones de desarrollo tiene la economía mexicana?


  La historia de América Latina, incluyendo experiencias recientes en varios países al sur del continente, muestra que el crecimiento sustentado en la exportación de materias primas es discontinuo y efímero al estar sujeto a vaivenes en sus precios que dependen de circunstancias externas durante los cambios de fase de los ciclos económicos.


  En la región, contamos con experiencias recientes sobre la insensatez que representa depender en el largo plazo de la exportación de materias primas. Una en México, fue la apuesta por las exportaciones de crudo durante los años setenta que para 1981 llegó a representar más de 74% de la estructura exportadora con cerca de dos millones de barriles diarios (producto de la sobreexplotación del complejo Cantarell en el sureste de México) y que concluyó abruptamente con el estallido de la crisis ese mismo año cuando se desplomaron los precios internacionales del petróleo desde 50 dólares barril a menos de 10 dólares (-80%).


  Otra, todavía en marcha, ha sido la dependencia de los ingresos públicos de las ventas de Pemex, vía extracción de impuestos durante casi todo lo que va del siglo XXI. Entre las consecuencias posteriores a la caída de los precios del crudo sumada al agotamiento de la producción de la paraestatal se encuentra la retracción de la inversión pública a la que hemos hecho referencia, afectando considerablemente el crecimiento económico y el gasto en programas sociales.


  Quizá la experiencia reciente más desastrosa es la de Venezuela que desperdició la oportunidad de diversificar su industria aprovechando los recursos extraordinarios que generó durante varios lustros su sector petrolero. En cambio, con la caída de los precios internacionales en el sector de energía ha entrado en una severa crisis económica con decrecimientos anuales, inflación galopante, desabasto y una polarización social de consecuencias impredecibles.


  Por su parte la industrialización sustentada en bajos salarios con miras a convertirlos en ventajas competitivas en los mercados internacionales deriva en una creciente desigualdad en la distribución del ingreso e inhibe la demanda en el mercado interno. Debe agregarse que además queda expuesta, en la era de la globalización, a una feroz competencia de países en desarrollo con similares modelos de crecimiento, provocando que los flujos de mercancías y de capital propio y externo cambien abruptamente de dirección con las consecuencias disruptivas sobre el nivel de exportaciones y de inversión que esto conlleva.


  En términos generales, logros incluidos, este camino es el que ha seguido México desde hace más de tres décadas y es sobre las premisas que lo sustentan que se puede y se debe incidir para transformarlo.


  EL FUTURO Y LAS TRANSFORMACIONES INDISPENSABLES


  Como se afirma de forma constante en los diversos capítulos de este libro, resulta imprescindible retomar la función de las políticas públicas para recuperar un crecimiento sostenido con bienestar social, es decir, un desarrollo económico, un mayor acompañamiento del Estado con una política económica selectiva en aquellos sectores con mayor potencial de desarrollo y repercusión en el crecimiento económico nacional.


  La forma en que nos hemos insertado en la economía mundial debe reconsiderarse, especialmente en cuanto al escaso valor agregado nacional en la industria maquiladora y en las principales exportaciones manufactureras así como respecto a la excesiva dependencia comercial con EU. Las especializaciones en aquellos rubros que nos han permitido tener superávits comerciales importantes y crecientes como, entre otras, la industria de autopartes, la electrónica, un conjunto de productos del sector primario y potencialmente la aeronáutica, deben consolidarse. Construir sobre lo alcanzado con esfuerzos de varias décadas.


  Esto requiere políticas industriales selectivas, con criterios de prioridades que tomen en consideración sectores en los que tenemos ventajas comparativas y sectores industriales que representan el futuro dinamismo de la economía mundial con proyecciones de crecimiento en el largo plazo. El fomento a la innovación tecnológica lo encontramos en todas aquellas economías que han logrado superar su condición subdesarrollada como un factor detonante del crecimiento sostenido y la vinculación a largo plazo entre diversos sectores industriales de todos tamaños.


  Un reto de igual dimensión se encuentra en el impulso a la economía interna y a los encadenamientos productivos para insertar a medianas y pequeñas empresas en las cadenas de valor más dinámicas sustituyendo importaciones


  Para esto es necesario incrementar la inversión pública y alentar y garantizar con medidas concretas la inversión privada. El objetivo debe ser una inversión redituable, que supere 25% del PIB y que cumpla funciones de arrastre de otros sectores de la economía impulsando la productividad, de tal forma la selectividad de la inversión es un tema fundamental y debe llevarse a cabo una seria evaluación de las opciones de inversión que cumplan con la proyección y el arrastre a largo plazo y de manera sostenible.


  Por las consideraciones anteriores en el primer tomo de este libro ocupan un espacio prioritario los trabajos dedicados al análisis de políticas públicas para detonar el crecimiento económico, especialmente la política industrial.


  Buscar el crecimiento de la productividad debe ir de la mano de la procuración del incremento de los salarios reales. Desde 2014 la productividad en el sector secundario mexicano no ha crecido más de 0.5% durante los últimos cuatro años y en 2018 decreció 0.7%. El decremento de la productividad en el sector energético, dentro de las actividades secundarias ha sido el que ha determinado esta caída.


  No es posible ni deseable aislarse y la política industrial tiene que intentar integrar sectores y regiones rezagadas a los avances tecnológicos para elevar la productividad y competir evitando la dependencia. Inversión en tecnología y en educación a todos los niveles como la base del desarrollo económico, acompañadas de protección al medio ambiente. Una vez identificados aquellos sectores industriales que hay que impulsar, el apoyo a especializaciones técnicas en el nivel de educación superior tiene que acompañarlos.


  Sustentar a futuro un crecimiento en el cual la producción y exportación de crudo se convierta de nuevo en un sector prioritario, al cual se destina el grueso de los recursos públicos, sería mantener la fragilidad económica dependiente de la exportación de materias primas a la que nos hemos referido antes. El respaldo financiero con recursos propios a este sector no debe ser restándolos para una diversificación industrial.


  La participación de un Estado activo en lo económico vinculado al bienestar social significa que las políticas para el crecimiento estén acopladas estrechamente a la recuperación del empleo digno y del salario real creciente. Revertir la tendencia al empleo informal y al deterioro del salario real son prioridades nacionales para combatir la pobreza, la desigualdad e indirectamente la inseguridad. Está de más afirmar que se trata de un asunto de justicia social pero además repercute en lo económico: mayores ingresos de las clases trabajadoras traen consigo un crecimiento de la demanda y el consumo que incide en un incremento de la producción, los servicios y el comercio interno.


  El segundo tomo de este libro presenta una amplia sección destinada al análisis de la desigualdad, la pobreza y las prioridades de gasto social para enfrentarlas.


  Entre las metas sociales, obligación del Estado, están la educación, la salud y las oportunidades para todos los ciudadanos. Para lograr esto no cabe duda que una reforma hacendaria es urgente en México. Una reforma fiscal progresiva a los ingresos personales y a ingresos producto de actividades especulativas que lleve aparejada una mejor aplicación del gasto público. Combatir la evasión fiscal es otra prioridad así como tomar medidas para presionar a los responsables de los estados de la República para que incrementen la captación de impuestos y se hagan responsables de la generación de recursos propios. Y debe tomarse en cuenta que la aplicación de una reforma fiscal se vuelve más compleja en la medida en que el país no crezca.


  Sin un incremento sustancial de los ingresos del Estado será imposible incrementar la inversión pública en infraestructura y en gasto social para aliviar las desigualdades prevalecientes. México es el país de la OCDE con una de las menores recaudaciones fiscales en relación con su PIB, situada en 17%. Si a esta proporción le restamos los impuestos a Pemex y otras empresas del Estado el porcentaje baja a 13%. En los países de similar tamaño en América Latina como Brasil y Argentina el porcentaje es mayor a 30% y en Chile y Uruguay supera 20 por ciento.


  Nos encontramos ante una voluntad política de cambio, especialmente en cuanto a uno de los mayores flagelos nacionales: la corrupción. La recuperación de la confianza de la sociedad y de los inversionistas dependerá de la eficacia con la que se le combata, a todos niveles, no solo de arriba hacia abajo. Acometerla exclusivamente con el ejemplo presidencial es al menos ingenuo, y lo mismo puede afirmarse con respecto a la propuesta de combatir al crimen organizado por medio del convencimiento, siendo esto además altamente irresponsable.


  Se deben abrir, en consecuencia, espacios de discusión y debate sobre el rumbo a seguir y las medidas a tomar por lo que en la academia es obligado generar análisis y propuestas responsables que superen las imposturas ideológicas y las improvisaciones. Por si no fuera suficiente la extensa problemática nacional, se avecina un futuro económico internacional desfavorable a corto plazo por una probable desaceleración económica en escala mundial alimentada por guerras comerciales generadas por el proteccionismo comercial estadounidense y por la desaceleración de la economía china.


  El factor tradicional de arrastre de la economía estadounidense sobre México también ha perdido fuerza debido a que aun cuando el PIB de EU pueda mantenerse al alza, se encuentra desde hace tiempo alimentado principalmente por el sector de servicios, mientras que el PIB manufacturero presenta una tendencia declinante y es este factor el que arrastra a la producción exportadora mexicana. Además, los pronósticos para México en el corto plazo se complican debido a la agresividad desproporcionada por motivos electorales de la actual administración del presidente Trump.


  En el extraordinario reto que tenemos enfrente debemos decidir qué conservar, qué transformar y dónde innovar. Precisamente en esta coyuntura se celebró en mayo de 2019 el XXV Seminario de Economía Mexicana del IIEc. Uno de los objetivos del evento fue contribuir al debate con análisis y propuestas concretas.


  Contenido del tomo I: en el primer capítulo, Armando Sánchez Vargas, aplicando un modelo de simulación econométrico, demuestra cómo sería posible que la economía mexicana creciera a 4% en promedio si se aumenta la inversión total para que alcance 25% del PIB, incluyendo una inversión pública de 5% del PIB. Sin embargo, advierte que la política de gasto público no puede diseñarse de igual forma en una economía desarrollada que en una como la mexicana, que muestra una gran dependencia de importaciones de insumos para la producción y el consumo. En casos como este, un incremento del gasto público podría generar déficit comerciales y de ahorro externo. Por lo tanto, afirma, se debe impulsar la inversión total y el gasto público para generar crecimiento, pero manteniendo un nivel sostenible de déficit público e instrumentando una política industrial, agrícola y comercial que permitan mantener equilibrios macroeconómicos en el tiempo.


  A su vez, Moritz Alberto Cruz y Alberto Heredia, en el capítulo 2, nos muestran el comportamiento del multiplicador keynesiano para la economía mexicana durante 1980-2016. Les interesa verificar si el multiplicador aumenta en periodos de crisis debido a la severa reducción de las importaciones, como se postula en el argumento clásico. Encuentran que efectivamente los ciclos económicos influyen en el comportamiento del multiplicador y que éste se incrementa, pero solo marginalmente. La razón de esto es que su movimiento al alza se ve contrarrestado por una paralela contracción del consumo interno. En vista de sus hallazgos recomiendan el uso de una política fiscal expansionista, la aplicación de medidas para suavizar la contracción del consumo cuando la crisis esté asociada a una devaluación y la reducción del contenido importado en las exportaciones.


  En el capítulo 3, Rafael Bouchain Galicia aborda la necesidad de una política industrial selectiva en la que se fomente la especialización de ramas económicas con lo que se logren mayores intercambios, interrelaciones e interdependencias industriales. Su fomento, afirma, debe estar a cargo del papel rector del Estado en colaboración con las empresas, para ubicar a estas industrias estratégicas combina de manera conjunta componentes de oferta y demanda agregadas basándose en el enfoque de insumo-producto de Leontieff. Clasifica a las industrias clave por medio de análisis de eslabonamientos industriales y en indicadores cualitativos de grafos. Destaca en sus resultados la necesidad de crear núcleos endógenos en la industria manufacturera nacional, así como alejarse de la política de industrialización sustentada en maquila de exportación.


  En el capítulo 4, Sergio Ordóñez, Jorge Basave, Alejandro Dabat, Ismael Núñez, Erika Martínez y Jessica Tolentino proponen la instrumentación de una política industrial con un núcleo endógeno productivo centrado en las actividades que con más dinamismo lideran lo que denominan como el nuevo ciclo económico en México. El impulso a estas actividades debe complementarse con el fomento a la creación de cadenas productivas alrededor de aquellas empresas con mayor grado de capacidad tecnológica ubicadas en las ramas tradicionales y con capacidades de arrastre de empresas de menor tamaño. Identifican los sectores del nuevo ciclo, a saber: el electrónico-informático y el de telecomunicaciones, así como empresas de ramas tradicionales en autopartes e industria química que cumplen las características antes señaladas. De tal forma, afirman, se aprovecha la nueva base tecnológica productiva que dinamiza el nuevo ciclo, así como las capacidades tecnológicas acumuladas del anterior ciclo tradicional declinante.


  En el capítulo 5 María Luisa González Marín, Bernardo Olmedo, Ana Luisa González Arévalo y María Elena Vargas estudian cómo la estrategia de industrialización en México, durante las últimas dos y medio décadas, ha quedado supeditada a las estrategias trasnacionales de segmentación de la producción en donde el papel nacional se limita a exportaciones con mano de obra barata y altos contenidos importados. Apoyados en cifras oficiales de las Cuentas Nacionales (Inegi) para 2000-2018, afirman que lo anterior ha llevado a un proceso de desindustrialización en México y a una dependencia tecnológica. Proponen una estrategia de inserción de nuestro país en la economía mundial replanteando una política eficaz de ciencia y tecnología que permita alcanzar una proporción mayor de valor agregado a las exportaciones nacionales. Finalmente dejan planteadas las tres corrientes de pensamiento actuales que proponen formas de industrialización para las economías de países en desarrollo.


  En el capítulo 6, Adolfo Sánchez Almanza, Agustín Rojas, Alejandro Méndez, Carlos Bustamante, Felipe Torres, Javier Delgadillo, Jorge Zaragoza, José Gasca, Rafael Antonio Olmos, David Bonilla, Roberto Ramírez y Araceli Ruiz realizan una presentación sintetizada del contenido de la Estrategia Nacional de Ordenamiento Territorial (ENOT) para México en cuya formulación participó la UNAM, incluyendo a miembros de la Unidad de Economía Urbana y Regional del IIEc (a la que ellos pertenecen), en colaboración con el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y con la supervisión de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (Sedatu). El documento definitivo será un insumo de planeación del desarrollo territorial de México con un horizonte al año 2040. Se trata de un instrumento para la armonización de los programas sectoriales de las regiones del país y una herramienta de coordinación intergubernamental e intersectorial de la inversión pública federal en materia de infraestructura y equipamiento para el desarrollo territorial sustentable.


  Rosario Pérez Espejo, Citlalin Martínez, Alfonso Aguilar y Sophie Ávila en el capítulo 7, destacan teórica y empíricamente el papel insustituible del capital natural (definido como el complejo de recursos naturales, así como los bienes y servicios que prestan a la sociedad) para el desarrollo económico. Destacan el valor que aportan a la economía y la urgente necesidad de destinar recursos económicos para restaurar lo que hasta hoy es su continua degradación. Realizan también una descripción sucinta del estado que guarda el capital natural en México y analizan los costos ambientales, tanto del agotamiento como de la degradación de diversos recursos en sectores particulares de la economía mexicana.


  Delia Margarita Vergara inicia el capítulo 8 destacando la importancia del papel del Estado en el fomento a la innovación tecnológica para después mostrar algunos de los efectos de la implementación de la política tecnológica del Estado mexicano. Posteriormente, sustentada en datos de la Encuesta Nacional de Productividad y Competencia de las Mipymes de 2015, aborda la participación empresarial en el proceso de cambio tecnológico y los problemas que enfrentan, señalando como los principales los de escasa inversión, financiamiento y la formación de recursos humanos. La incidencia en estos rubros, nos dice la autora, son también el reto que enfrentará el nuevo gobierno para respaldar el incremento de la productividad manufacturera en México.


  Finalmente, en el capítulo 9, Argelia Salinas da cuenta del atraso tecnológico y económico en la agricultura campesina en México lo que impide a este sector competir con las escalas de producción y los precios de los grandes empresarios agrícolas nacionales y extranjeros, profundizando la pobreza en que viven seis millones de campesinos. Afirma que, sin embargo, en México se cuenta con un acervo de conocimientos tradicionales y con una serie de instituciones nacionales tanto académicas, como oficiales que deberían aprovecharse para impulsar la producción agrícola campesina y elevar su productividad sacándola del atraso y la dependencia en que actualmente se encuentra.


  Contenido del tomo II: en el capítulo 1, Verónica Villarespe, José Nabor Cruz, César Armando Salazar y Bernardo Ramírez estudian las políticas de desarrollo social instrumentadas durante décadas recientes en América Latina y las razones por las cuales los avances efectivos mostrados inicialmente en algunos países de la región en cuanto a la reducción de la pobreza y la desigualdad no han resultado sustentables ni permanentes. La cobertura estadística del trabajo abarca las economías de Brasil, Chile, Colombia, Ecuador y México, considerando variables de crecimiento e indicadores de distribución del ingreso, pobreza y empleo. Sus propuestas de políticas públicas para resolver esta falta de continuidad y sustentabilidad están dirigidas a la creación de empleos formales y salarios dignos.


  En el capítulo 2, Hilda Caballero, Susana Merino, Georgina Naufal, Bernardo Ramírez, Ana Patricia Sosa y Verónica Villarespe parten de la premisa que después de más de cuatro décadas de puesta en marcha de programas de combate a la pobreza en México, ésta no disminuye. Así que, en este trabajo ponen a discusión un análisis crítico de las estrategias seguidas, incluyendo las concepciones mismas de pobreza que están implícitas en dichos programas, sus coberturas y los lineamientos generales de medición utilizados. Finalmente, realizan una serie de propuestas de reorientación de la política social para combatir la pobreza y destacan varios retos que enfrentará el gobierno actual para reducirla de manera efectiva.


  Berenice Ramírez, Isalia Nava, Abraham Granados y Gabriel Badillo, en el capítulo 3, abordan el tema del cambio en la estructura por edades de la población mexicana, el denominado bono demográfico que representa un reto inmediato a la economía del país por el esfuerzo que tendrá que realizarse a medida que la población en edad productiva tiende al envejecimiento. Se analizan las implicaciones de estos cambios inminentes en la construcción de la seguridad social contributiva y se discuten críticamente las propuestas que aparecen en el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2024 afirmando que, de mantenerse la característica de vincular la seguridad social exclusivamente al empleo formal dejando fuera otras formas de organización y prácticas de trabajo (independientes, campesinos, domésticas, etc.), la cobertura no ofrece mejores perspectivas que los desalentadores resultados actuales.


  En el capítulo 4, Irma Manrique, Ernesto Bravo, Raúl Porras, Marcela Astudillo, Violeta Rodríguez e Irma Delgado plantean teórica y empíricamente cuál debe ser el objetivo de unas finanzas públicas funcionales y cuáles son los principales condicionantes de la política fiscal en el proyecto del nuevo gobierno 2019-2024 con miras a incentivar el crecimiento económico y dinamizar la demanda final de la población. Ubican el contexto en el que se desenvuelve la política fiscal limitada por el control de precios para proceder a utilizar la metodología Box-Jenkins a fin de pronosticar las posibilidades reales de crecimiento del PIB y diagnosticar su desempeño hacia finales del sexenio. Finalmente, abordan las premisas del nuevo gobierno para combatir la corrupción y, con ello, sanear las finanzas públicas concluyendo que aquellas no son suficientes si no se consideran medidas efectivas para propiciar el crecimiento y distribuir el ingreso resultante.


  El capítulo 5 de Ana María Aragonés y Uberto Salgado es un análisis, sustentado en datos duros para la última década sobre las políticas, los tratados, los flujos migratorios y los de deportaciones, cubriendo a México y Centroamérica en el contexto económico y político de los países del llamado Triángulo del Norte. A partir de ahí el centro de su argumentación aborda la propuesta migratoria original planteada por el nuevo gobierno de México y su estrecha relación con las resoluciones de convenciones internacionales sobre derechos humanos para posteriormente, introducir la presión que ha ejercido el gobierno de EU con el fin de convertir la frontera en una zona de exclusión en donde campea la impunidad en el trato a migrantes. Con ello, se afirma, se frustra una política migratoria que respete los derechos de los migrantes, misma que requeriría la colaboración transfronteriza entre estados vecinos.


  En el capítulo, 6 Oscar Ugarteche, Armando Negrete, Alfredo Ocampo y Larry Vargas analizan las políticas proteccionistas de Estados Unidos argumentando que su razón de ser está en una serie de industrias locales declinantes con bajo crecimiento e insuficiente creación de empleo a las que se pretende reanimar. Sin embargo, las consecuencias de estas políticas serán alzas en los costos de producción y una mayor pérdida de competitividad que a mediano plazo tendrá efectos en la inversión a la baja. La principal competencia para la industria estadounidense viene de China, país que la está superando en la carrera tecnológica. Considerando estos fenómenos analizan sus repercusiones sobre la economía mexicana.


  En el capítulo 7, Alicia Girón, Monika Meireles, Iris Guevara y Patricia Rodríguez realizan una comparación entre el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) y el recientemente negociado T-MEC, el contexto económico internacional prevaleciente durante las negociaciones de ambos tratados y sus diferentes objetivos. Las autoras parten de una interpretación teórica heterodoxa para entender las transformaciones referentes a servicios financieros, tipo de cambio y salarios y destacan el examen de estadísticas sobre flujos financieros sosteniendo que éstos desempeñan un papel fundamental en la determinación del tipo de cambio. Finalmente analizan cuáles serán las posibles repercusiones para la economía de nuestro país de aceptarse las propuestas específicas sobre la regulación del tipo de cambio, el desempeño exportador y el mejoramiento de los salarios en México.


  Finalmente, en el capítulo 8, José Manuel Márquez, Erik Hernández y Abraham Granados analizan la estructura del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) con la finalidad de describir los intercambios comerciales entre los países del Tratado, en especial los de México. Utilizaron para este propósito la matriz de insumo-producto en flujos de la WIOT y construyeron la de valor agregado para los años 2000 y 2016. Sus resultados identifican circuitos y tendencias de sectores de producción entre los países miembros y muestran que la integración se ha dado de manera desigual, adaptándose las estructuras económicas de México y Canadá a las de Estados Unidos.


  Agradezco los comentarios y observaciones de los dictaminadores de este libro advirtiendo que los juicios vertidos en la presentación son responsabilidad exclusiva del coordinador. Mi reconocimiento especialmente a Armando Sánchez Vargas, Director del Instituto de Investigaciones Económicas, así como el Departamento de Ediciones por su apoyo para la publicación del mismo. A Erika Martínez que desempeñó un papel destacado en la organización y realización del Seminario en el cual se presentaron los trabajos que conforman este libro, así como en la revisión técnica de los textos.


  PRIMERA PARTE

  

  DESIGUALDAD, POBREZA Y PRIORIDADES DEL GASTO SOCIAL


  1. Bajo el modelo de crecimiento económico en México y América Latina ¿es posible la reducción sostenida de la desigualdad y la pobreza?


  Verónica Villarespe, José Nabor Cruz,

  César Armando Salazar y Bernardo Ramírez *


  INTRODUCCIÓN


  En años recientes algunos países latinoamericanos mantuvieron periodos de expansión económica, acompañada de una redistribución del ingreso hacia los primeros deciles; sin embargo, en esta región hay una amplia desigualdad en comparación con otras del mundo. Mientras que los hechos básicos sobre la alta concentración de la renta son conocidos, las explicaciones del por qué la distribución del ingreso en América Latina es tan inequitativa y cuáles son los efectos de la distribución del ingreso sobre el crecimiento económico, son más controversiales.


  Por lo anterior, el objetivo de este capítulo es analizar una serie de variables económicas (crecimiento del producto interno bruto [PIB] per cápita, así como indicadores de desigualdad, pobreza y empleo informal) con el propósito de inferir sobre los alcances y limitaciones de las políticas públicas llevadas a cabo en contra de la pobreza y la desigualdad en países como Brasil, Chile, Colombia, Ecuador y México.


  Nuestra hipótesis es que los objetivos finales de las políticas públicas para una exitosa lucha contra la pobreza y la desigualdad, deben ser una mayor generación de empleo formal y el fortalecimiento del poder adquisitivo del salario. Consideramos que, si bien, los programas sociales de transferencias monetarias condicionadas aplicados en la región se deben mantener y fortalecer, éstos no serán suficientes para disminuir la desigual distribución del ingreso y la pobreza.


  El documento se estructura de la siguiente forma, posterior a esta introducción, estudiamos la literatura sobre la distribución del ingreso y la pobreza en América Latina; en el siguiente apartado, se exhiben los principales hechos estilizados de las variables anteriormente mencionadas para la generalidad de países de América Latina, ya que a partir de ahí, se pueden proponer algunas estrategias de políticas públicas que tomen en cuenta la caracterización de la región latinoamericana; finalmente, se exponen las conclusiones que se plantean a partir de los datos revisados.


  MARCO CONCEPTUAL


  A partir de la publicación de “El capital en el siglo XXI” del economista francés Thomas Piketty, se ha relanzado de forma mediática la discusión sobre el efecto de la distribución del ingreso y el crecimiento económico visto de forma global.1 Sin embargo, a partir de la coyuntura de la crisis económica global varios organismos internacionales incluyeron y avanzaron en su agenda el tema de desigualdad, algunos ejemplos son: la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) Growing Unequal?: Income Distribution and Poverty in OECD Countries (OCDE, 2008), el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) con el documento Informe regional sobre desarrollo humano para América Latina y el Caribe: actuar sobre el futuro 2010: romper la transmisión intergeneracional de la desigualdad (PNUD, 2010) y Combatir la pobreza y la desigualdad: cambio estructural, política social y condiciones políticas (UNRISD, 2011), finalmente, de suma importancia, la publicación por parte de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), La hora de la igualdad: brechas por cerrar, caminos por abrir (CEPAL, 2010), donde se plantea que el debate internacional debe centrarse en la inminente necesidad de establecer el tema de la desigualdad en la distribución de los ingresos como punto central de la agenda económica del grueso de los países latinoamericanos.


  Ahora bien, entre las investigaciones sobre América Latina encontramos que Barba (2009), expone que en la región la pobreza se ha convertido en un tema de discusión, tanto para las instituciones financieras internacionales, como para las estatales, por medio del estudio en escala regional, el autor concluye que dicha problemática se debe centrar en los siguientes factores: a] la falta de creación de empleos de calidad; b] la construcción de derechos sociales igualitarios para eliminar la pobreza; c] la presencia de enfoques multidimensionales que aborden la pobreza y las políticas sociales desde la articulación de las esferas económicas, políticas y sociales; d] el uso de perspectivas que incorporen diversas dimensiones como los procesos de acumulación y legitimidad que sean capaces de dar cuenta de la heterogeneidad regional; e] llevar a cabo estudios históricos que permitan reconstruir la génesis de la cuestión social y su relación con las diversas ideas dominantes en torno a la pobreza en las diferentes sociedades latinoamericanas; f] los enfoques cualitativos que estudien las transformaciones de los hogares en América Latina, su relación con las actividades productivas y sus prácticas de sobrevivencia, g] los estudios institucionales para analizar la construcción de las instituciones de bienestar, desde los procesos de creación, incorporación o cobertura y, finalmente, establecer normas y mecanismos de inclusión.


  Por su parte, Vakis et al. (2015), estudian la problemática de la pobreza crónica en América Latina, mediante el análisis de los factores que inciden e impulsan dicha situación. Asimismo, con el fin de medir la pobreza crónica utilizan información contenida en datos de corte transversal para construir “paneles sintéticos”. De ahí, concluyen que: a] uno de cada cinco latinoamericanos ha sido crónicamente pobre desde 2004; b] la geografía caracteriza en gran medida la pobreza crónica; c] la persistencia de la pobreza está asociada a residir en zonas rurales; d] el crecimiento económico de la década del 2000 no fue suficiente para sacar a los pobres crónicos de la pobreza; e] hay barreras para que los pobres crónicos accedan al mercado laboral, lo que les lleva a depender de sectores de baja productividad o subsistencia.


  A su vez, Kliksberg (2000) analiza la magnitud y profundidad de los problemas de pobreza e inequidad que enfrenta América Latina ante las carencias que afectan las condiciones básicas de subsistencia de la población, así, mediante los siguientes puntos, el autor reseña los problemas que han sido claves para la situación social que viven los latinoamericanos: a] incremento de la pobreza en las últimas dos décadas; b] el desempleo y la informalidad constituyen factores que están fuertemente ligados a los niveles de pobreza de la región¸ c] déficit en la salud; d] falta de acceso a la educación; e] tendencia al aumento de la criminalidad.


  Los trabajos recién expuestos son, reiteramos, en el contexto poscrisis económica global, sin embargo, consideramos que el análisis de Behrman et al. (2001) puede contextualizarse de manera fehaciente 15 años después, ya que su análisis plantea responder la pregunta: ¿cuál ha sido el efecto de la liberalización comercial y financiera sobre la desigualdad y la pobreza en América Latina? Para ello, los autores proponen una metodología para estimar el efecto de la liberalización económica sobre la desigualdad y la pobreza, la cual es aplicada a una base de datos desarrollada a partir de 93 encuestas de hogares para 17 países latinoamericanos, con información entre los años 1977 y 2000. Los autores encuentran que, primero, la liberalización comercial parece no tener efectos distinguibles sobre los cambios en la desigualdad y la pobreza en la región durante los años ochenta y noventa. Si algún efecto tiene, éste es negativo (es decir progresivo), pero no es significativo desde el punto de vista estadístico. El segundo, es que la liberalización financiera ha tenido un efecto significativo en el aumento de la desigualdad y la pobreza.


  A su vez, Cecchini y Uthoff (2008), investigan los principales factores que han influido en ese descenso de la pobreza en la región, entre los cuales destacan, en particular, el empleo y las remuneraciones del trabajo. Con datos extraídos de encuestas de hogares se analiza de qué manera los cambios en la población en edad de trabajar, en su participación en la actividad económica, en las tasas de ocupación y en los ingresos laborales y de otras fuentes, afectan el ingreso per cápita de las familias que se hallan en los distintos deciles de la distribución del ingreso y, en consecuencia, los índices de pobreza.


  En un aspecto más social y multidimensional, Lizcano (2002) investiga la pobreza por medio de dos objetivos principales. El primero, consiste en relacionar los niveles de pobreza y de desarrollo socioeconómico que detentaban los países americanos al finalizar el siglo XX. Para ello, elabora una serie de clasificaciones en las que, a partir de indicadores relacionados con la pobreza, la economía, la educación y la salud, se divide a tales países en cinco grupos. El segundo, estriba en indicar cuáles han sido, a lo largo del último milenio, los principales periodos en la evolución de los mencionados niveles de desarrollo socioeconómico. Así, concluye que hay una estrecha relación entre los niveles nacionales de pobreza y de desarrollo socioeconómico, por lo que, indica los 28 países en los que hay plena coincidencia entre ambas variables. En el nivel muy alto: Estados Unidos y Canadá. En el alto: Argentina, Uruguay, Chile, Costa Rica, Bahamas, Barbados y San Cristóbal y Nevis. En el nivel intermedio: Brasil, Paraguay, Perú, Ecuador, Colombia, Venezuela, Surinam, Guyana, Cuba, República Dominicana, Jamaica, Belice, Panamá y México. En el nivel desfavorable: Bolivia, Guatemala, Honduras y Nicaragua y, por último, en el muy desfavorable, Haití.


  En un análisis comparativo, Mota (2002) aborda algunos indicadores socioeconómicos de América Latina y México para mostrar las contradicciones que ha generado el actual modelo de desarrollo, cuyas consecuencias se reflejan en la gravedad que han adquirido las situaciones de pobreza y desigualdad en estas naciones. Sus análisis, concluyen que el paradigma neoliberal genera tremendas inequidades, tanto en los países ricos, como en aquellos en desarrollo.


  HECHOS ESTILIZADOS


  América Latina


  De acuerdo con lo expuesto en la gráfica 1, se exhibe de forma nítida la presencia de al menos tres fases de crecimiento para el conjunto de los países de América Latina de 1990 a 2015. Durante la década de los noventa esta región creció a una tasa promedio anual de 2.8%, lo cual le permitió expandir al menos de forma sostenible el ritmo de crecimiento de su aparato productivo. Sin embargo, en el bienio de 2001-2002, se produjo una contracción en el PIB latinoamericano, esto como consecuencia de crisis económicas de países como Argentina, o la recesión en algunos otros como el caso mexicano.
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  Ciertamente este fase de contracción fue de relativa corta duración, puesto que en los siguientes dos años (2003-2004) en varios de los países de América Latina, se produjeron cambios en las políticas públicas que apoyaron desde un mayor gasto expansionista de los gobiernos, una mayor atracción de inversión extranjera directa2 (Brasil y México de acuerdo con datos de la CEPAL han sido las dos economías que más recursos han captado a partir del año 2000), además de una mayor demanda de bienes agrícolas de exportación y, en general, de los bienes denominados como commodities, puesto que China se constituyó como el mayor demandante de materias primas de un amplio conjunto de economías sudamericanas. Durante el quinquenio 2003 a 2008, en términos constantes la tasa de crecimiento promedio anual fue de 4.6%, lo cual es indicativo de la rápida y constante expansión económica para esta región.


  Pero los efectos de la crisis económica mundial de 2008-2009 sí tuvieron un efecto bastante negativo para el conjunto de los países, ya que para 2008, se reportó una tendencia decreciente del PIB y para 2009 la tasa resultó negativa en 1.2%, donde algunas economías como México, al reportar una caída del PIB cercana a 6%, encabezaron la tendencia decreciente del PIB latinoamericano.


  La última fase de crecimiento, aunque no de mayor dinamismo, es durante la poscrisis económica; entre 2010 y 2011 se presenta una cierta recuperación (como efecto de rebote); no obstante, el PIB comienza a estancarse en el siguiente bienio y reporta nuevamente una contracción negativa en la muestra revisada, hacia el último año.


  Por lo anterior, y sobre todo atendiendo la expansión económica de la primera década del presente siglo, es importante examinar que ha ocurrido en algunas de las variables que exponen la distribución del ingreso y la pobreza. En primer lugar, de forma generalizada, el índice de concentración de Gini, para América Latina se contrajo casi 10% de 1995 a 2017 y, a pesar de esa tercera fase de tendencia negativa de crecimiento, entre 2010 y 2017, la reducción de la desigualdad vista por medio de los ingresos, se ha mantenido.


  El caso de Brasil es bastante significativo ya que si bien para el año 2017, aun manifiesta una desigualdad mucho mayor al promedio de América Latina, es claro que desde finales de la década de los noventa ha reportado una tendencia de fuerte reducción de la desigualdad de los ingresos, ya que el coeficiente de Gini se contrajo 14 puntos porcentuales, una de las mayores disminuciones de los países latinoamericanos; con este marco, Lavinas (2012) examina el caso del empleo en la economía brasileña y menciona que el desempleo disminuye para los no pobres y los no vulnerables (de 6.8 en 2003 a 5.7% en 2009).


  Por su parte, Barros et al. (2010) señalan que las transferencias públicas y privadas, en conjunto, representan 90% del total de los ingresos no laborales para la población denominada como pobre en Brasil. El ingreso no laboral restante está constituido por rentas (6%), junto con los intereses y dividendos (3%). En el análisis de las transferencias con más detalle encontramos que 90% de ellos son públicos. Las pensiones y jubilaciones representan 95% del total de las transferencias públicas, Bolsa Familia y BPC beneficia a cada uno y representa menos de 0.5% del ingreso total de la familia y alrededor de 3% del total de las transferencias públicas. Juntos, BPC y Bolsa Familia, los beneficios representan solo 1% de los ingresos totales de la familia y 5% de las transferencias públicas
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  Por otra parte, Medina (2008) analiza el coeficiente de Gini para América Latina de 1999 a 2005 y concluye que, en algunos países, y años, es más conveniente explicar los movimientos del coeficiente mediante los ingresos de los deciles, concluyendo que para que sea más eficiente el combate a la desigualdad, se debe de buscar la expansión de los aumentos de los ingresos (ya sea por salarios o transferencias monetarias) de la población de menores ingresos.


  Ahora bien, al examinar el porcentaje de la población total que se puede considerar como pobre, se aprecian avances significativos en el grueso de los países latinoamericanos, ya que, al analizar bajo el promedio simple, en la década de los noventa no hubo un cambio importante de esta variable, sin embargo, del año 2000 a 2017 la pobreza se contrajo un poco más de 10 puntos porcentuales.


  En lo individual, Ecuador, en el 2000, redujo este indicador a la mitad en los últimos 15 años, ya que 61.6% de su población era pobre y para 2017 este porcentaje disminuyó a 22.8%. Colombia, en 1999, también reportó avances importantes, ya que 54.9% del total de su población era pobre y para 2017, el porcentaje reportado fue de 29.8. El único país que, por el tamaño de su economía, no siguió con la tendencia de reducción de la pobreza fue México, en 2005 alcanzó la menor cifra de pobres, al exhibir que solo 35.5% de su población fue pobre, dato que posteriormente se expandió para colocarse en 43.7% en 2017.


  Por lo anterior, un primer punto de análisis, es indagar por qué algunos países latinoamericanos, a pesar de los efectos negativos de la crisis económica 2008-2009, han mantenido una tendencia positiva para reducir la pobreza y la desigualdad y por qué otros, reportaron un retroceso en esta materia.


  Nuestra hipótesis es que la reducción del empleo informal en algunos de los países de la región ha contribuido en los resultados positivos en el combate a la pobreza y la desigualdad. Si bien para el promedio total de América Latina, en 2000, el empleo informal representaba 47.5% del total de los trabajadores, esta cifra se redujo a 43.2% en 2014.
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  El caso más significativo es el de Brasil ya que el total de los trabajadores urbanos de baja productividad3 pasó de 46.7% en 1999, a 37.9%, en 2014. Sin embargo, el último dato para el país amazónico refleja un repunte de este indicador ya que en 2017 del total de los trabajadores brasileños el 41.1%, se ocuparon en actividades del ámbito del sector informal.


  En la gráfica anterior, se puede analizar la reducción en términos de concentración del ingreso en los países seleccionados, de forma reiterada Brasil es el país que en los últimos 15 años ha disminuido la diferencia entre las percepciones que reciben los deciles de más altos ingresos que son el noveno y el décimo, en relación a los de menores ingresos que son el primero y segundo, deciles. En la segunda mitad de la década de los noventas, prácticamente la concentración aumentó, de ahí que se establecieron políticas públicas para combatir dicha concentración, como los que se establecieron en los Objetivos del Milenio, cuyo primer objetivo central es erradicar la pobreza extrema y el hambre, es decir, reducir a la mitad, entre 1990 y 2015, la proporción de personas que sufren hambre, a la par, también es reducir a la mitad, entre 1990 y 2015, la proporción de personas cuyos ingresos son inferiores a un dólar diario. Y, finalmente, conseguir una fuerte expansión en el rubro del empleo productivo y trabajo digno para toda la población, incluyendo mujeres y jóvenes, además rechazando rotundamente el trabajo infantil.


  En general, durante prácticamente los últimos 20 años, el promedio de las estadísticas oficiales de 18 países latinoamericanos ofrece un estancamiento en la caracterización general del empleo informal (véase la gráfica 4). A pesar de la apertura comercial y la liberalización financiera, que hipotéticamente desarrollaría el crecimiento económico en su conjunto, se establece de forma concisa, cómo los empleos de baja productividad (informales) aún representan un fuerte porcentaje en el empleo de la región, es decir, entre 35 y 50% del total de los trabajadores.


  Por lo tanto, consideramos en primer lugar que es precisamente ese círculo virtuoso el que debería activarse en los países de la región; es decir, una reducción de la informalidad, con una consecuente alza del empleo formal, lo que expandiría el pago de impuestos y el ingreso del gobierno. Lo anterior parece que se estableció en algunas economías que reportaron tasas de crecimiento de su PIB por arriba del promedio regional de 2000 a 2009, de ahí que la tendencia (de la región) de la población económicamente activa que se dedica a actividades informales, comenzó a disminuir entre 2004 a 2008 —Brasil, Paraguay y Uruguay destacan como ejemplos de dicho fenómeno— sin embargo, esta tendencia se ve frenada (pero no modificada) en los años posteriores a la crisis financiera y económica mundial.


  En segundo lugar, una política pública que vaya acompañada, no sólo en la creación de empleos formales, sino que éstos tengan una adecuada remuneración, debiera ser el objetivo central de las políticas económicas aplicadas en la actualidad en América Latina. Tal y como se analiza en la gráfica cinco, al revisar el salario mínimo real —con un índice anualizado al año 2000—, se observa que sólo Brasil y Ecuador se constituyen como los países latinoamericanos donde más se expandieron los ingresos de los trabajadores que reciben el salario mínimo.


  Sin embargo, es claro que, para otras economías, el paradigma económico actual, donde los objetivos de metas de inflación constituyen una de las atenciones centrales de la política económica, como es el caso de México, mecanismos de expansión de los ingresos por medio del salario mínimo, no se aplican, puesto que se considera que dicha política provocará presiones inflacionarias, lo cual tendría mayores efectos negativos.
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  Lo anterior no es del todo cierto, ya que, en Brasil, a partir de la gestión del presidente Luiz Inácio Lula da Silva, si bien la inflación se expandió a la par de los salarios mínimos en los primeros tres años del inicio de la política de expansión de los ingresos de los trabajadores (2004-2006), posteriormente la inflación se ajustó a este escenario, a la par de la creación de empleo formal (como ya se ha revisado). Lo anterior se visualiza en la gráfica siete, donde se exhibe las tasas de crecimiento promedio anual de salario mínimo real de algunas economías latinoamericanas, donde Brasil y Ecuador destacan en la política de incremento salarial en términos reales, lo cual, constituyó parte de los pilares del combate a la pobreza y la reducción de la desigualdad de ingresos en la economía brasileña.


  Es importante destacar que acompañando el déficit de formalización del trabajo, el cual ha sido un proceso sumamente lento, tenemos que no necesariamente el proceso de reducción de la desigualdad ha sido homogéneo al interior de la sociedad latinoamericana, para ello, la CEPAL estima y hace público el índice de feminidad de la pobreza e indigencia, el cual muestra las disparidades en la incidencia de la pobreza (indigencia) entre mujeres y hombres. Un valor superior a 100 indica que la pobreza (indigencia) afecta en mayor grado a las mujeres que a los hombres; un valor inferior a 100, la situación contraria.


  El índice de feminidad en hogares pobres compara el porcentaje de mujeres pobres de 20 a 59 años respecto de los hombres pobres en esa misma franja.


  Como se exhibe en la gráfica ocho, a pesar del fuerte proceso en algunas economías latinoamericanas, en cuanto a políticas públicas que propusieron aumentar el gasto social, incrementar el salario mínimo real y expandir el empleo formal, desafortunadamente, los hogares con jefatura de familia femenina, siguen muy rezagadas en cuanto a la reducción de los niveles de pobreza, sin lugar a dudas, se requiere, una política pública mucho más focalizada, que permita, no solo canalizar mayores transferencias monetarias a dicho grupo, sino que, también, se expandan las oportunidades laborales, que permitan cerrar la brecha salarial entre hombres y mujeres.
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  La gráfica 9 refleja que el problema de la feminización de la pobreza se agrava en condiciones de pobreza extrema o indigencia como lo denomina la CEPAL, por lo tanto, aun cuando en estas primeras dos décadas en términos generales se exhiben avances en la reducción de las desigualdades en América Latina, es relevante que para que esta tendencia continúe, se focalice lo mejor posible a la población más vulnerable, como lo son, los hogares con jefatura femenina que reciben percepciones tan bajas que viven en niveles de pobreza extrema.
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  CONCLUSIONES


  En este capítulo se revisó la evolución de la pobreza y la desigualdad en América Latina, y en algunos países seleccionados: Brasil, Chile, Colombia, Ecuador y México. Como parte de los resultados destacamos la expansión de crecimiento económico en los años 2010-2011, denominados “fase de poscrisis”, y el posterior estancamiento del PIB. Asimismo, la relación que hay entre la evolución de esta variable y la distribución del ingreso y la pobreza en la región. Aquí resalta el caso de Brasil y Ecuador; en el primero, en los últimos 15 años el coeficiente de Gini se redujo 14 puntos porcentuales y, en Ecuador, la pobreza disminuyó aproximadamente la mitad en este mismo periodo. Por su parte, México no ha mostrado comportamientos alentadores en la reducción de la desigualdad y la pobreza, entre 2012 y 2014 el índice de concentración de Gini aumentó y en 2014 la población pobre representó 41.2 por ciento.


  Estos resultados llevan a plantear la necesidad de implementar medidas y acciones de política pública encaminadas a disminuir la pobreza y reducir la desigualdad en los países de la región, como es el caso de México. La propuesta que planteamos se centra en la creación de empleos formales y con salarios dignos. Hay evidencia empírica que apunta al éxito de este tipo de acciones, Brasil y Ecuador fueron los dos países de América Latina donde los indicadores sobre desigualdad y pobreza describen mejores resultados, asimismo, en ambos países se expandieron los ingresos de los trabajadores que reciben el salario mínimo.


  En términos de futuras líneas de investigación consideramos que el análisis de la pobreza debe realizarse desde un enfoque dinámico que permita entender los determinantes del aumento de la pobreza. Así como el efecto de la informalidad y los bajos salarios como variables explicativas. Por otro lado, es importante considerar en el análisis otros indicadores, además del coeficiente de Gini. También, resulta indispensable agregar en el análisis de la desigualdad, los ingresos de la población en los estratos más altos, información que no aparece en las encuestas de ingresos y gastos y que obliga a incluir en el análisis otras fuentes de información.
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      1 Sin embargo la naturaleza del documento firmado por Thomas Piketty, no debiera considerarse como génesis de los propios planteamientos del economista francés, ya que en coautoría con Facundo Alvarado, publicaron en 2010 “La dinámica de la concentración del ingreso en países desarrollados y en desarrollo: una perspectiva desde los altos ingresos”, en López-Calva y Lusting (2010) (comps.) La disminución de la desigualdad en la América Latina.

    


    
      2 En Brasil, de 2003 a 2011 la IED creció 498% como se reporta en el informe, “La inversión extranjera directa en América Latina y el Caribe” (CEPAL, 2011: 50).

    


    
      3 Es un indicador aproximado de economía informal.
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  PRESENTACIÓN


  Los cambios ocurridos en el Estado, la economía y la sociedad a finales del siglo pasado, producto de las crisis de los años ochenta y noventa y de las políticas de estabilización y ajuste para salir de ellas, trajeron como consecuencia la inserción de México en el proceso de globalización y con ello la reorientación de los modelos económico y social. En primer lugar, con el nuevo papel que se le asigna al Estado, las políticas económica y social se subordinan al mantenimiento de los equilibrios macroeconómicos y al control de la inflación y del gasto público.


  En segundo, con el incremento de la pobreza y la desigualdad —acentuadas por las exclusiones sociales del pasado—, producto de las políticas de ajuste y estabilización para salir de las crisis y las reformas económicas y sociales; la política social adquiere particular importancia, pero también experimenta grandes cambios de concepción, institucionales, de sus objetivos, sus prioridades, del diseño de los programas sociales, sus alcances, aplicación y evaluación, de acuerdo con los dictados del mercado.


  En tercer lugar, con el acotamiento de la participación del Estado en la economía y la sociedad y la apuesta del bienestar social al mercado, el eje de la nueva política social se centra en el diseño, aplicación y evaluación de los programas de combate a la pobreza, y en su medición, con resultados que no han contribuido a resolver el problema, y en cambio han acentuado el carácter fragmentario, focalizado y excluyente del sistema de bienestar mexicano (Barba, 2004: 3-45)


  Después de más de cuatro décadas de la puesta en marcha de las reformas sociales y de la política de combate a la pobreza, consideramos necesario hacer un balance de las acciones emprendidas con el fin de abrir la discusión sobre los retos futuros. Para ello, dividimos este trabajo en cinco apartados. En el primero, se busca dar cuenta de la discusión sobre los cambios de la política social con la globalización. En el segundo, se analiza la situación del mercado laboral y su incidencia en la pobreza. En el tercero, se estudian los alcances y límites de los programas de combate a la pobreza, las distintas concepciones de la pobreza implícitas en estos programas, la población objetivo y su cobertura. En el cuarto apartado, se revisan los lineamientos de medición de la pobreza en función de las llamadas líneas de bienestar y del poder adquisitivo de los salarios. Finalmente, en el último apartado, a modo de conclusión, se ponen a consideración algunos de los retos que enfrenta el gobierno actual en el combate a la pobreza.


  LA POLÍTICA SOCIAL: SU COMPLEJIDAD


  La transformación de la política social a partir de los años ochenta puso en el terreno de la discusión, entre otros temas, la conceptualización de la política social. Para Adelantado (2000:1), la política social tiene que ver con el bienestar social y es tanto “un objeto de estudio de las ciencias sociales como un conjunto de prácticas”, la dificultad para definirla se debe a que no cuenta con un marco teórico metodológico propio, sino que se apoya en los métodos y teorías de las ciencias sociales. En ese sentido, la política social “más que una disciplina independiente” es “un campo de estudio multidisciplinar”, cuyo objeto de análisis lo constituye el bienestar social, “sobre el que hay diversidad de aproximaciones y métodos”, y del que se desprenden tres líneas principales de interés.


  El interés por el bienestar, “concepto controvertido y cambiante históricamente”; el interés por “la filosofía o teoría del bienestar” y por los efectos de las políticas sociales con sus diferentes concepciones y criterios de bienestar social, necesidades y problemas sociales, igualdad, derechos, justicia social, etc., y el interés por la institucionalización, organización e implementación de las políticas sociales que brindan, tanto el Estado como el mercado, la familia y el llamado tercer sector (organizaciones no gubernamentales, religiosas, mutualistas), en la medida que todos ellos contribuyen a aumentar o disminuir el bienestar social, con sus diversos actores e intereses y recursos de poder.


  Otra línea de aproximación a la política social consiste en partir de los estudios que hay sobre la misma tales como: la cuestión social, los problemas sociales, el estudio de las necesidades de grupos sociales específicos, la cobertura de los servicios públicos, la dimensión territorial, los programas sociales, los estudios comparativos. Otra línea, no menos importante, para abordar la política social son los debates sobre las políticas sociales y que tienen que ver con el suministro, la organización y distribución del bienestar. Es decir, con el cuestionamiento sobre la provisión del bienestar entre el mercado, el Estado y la sociedad y su regulación; con la organización burocrática administrativa del bienestar y su descentralización; con la distribución de los recursos, el recorte del gasto público y el incremento de las necesidades sociales, entre otros varios puntos.


  Al respecto Bustelo (2007: 194) sostiene que los programas sociales implementados en las últimas décadas en América Latina, no constituyen propiamente una política social por cuanto “una política social es tal, cuando su objetivo medular pasa por cambiar la distribución del ingreso y la riqueza, que es el problema crucial que deben afrontar los países de la Región.” Por su parte, Barba (2004: 8) sostiene que “no basta con mirar hacia la política social, es indispensable también prestar atención a su articulación con la economía y la esfera doméstica, porque el bienestar depende fundamentalmente del engarce de todas estas esferas.”


  En relación con los estudios comparativos, destaca la tipología elaborada por Esping-Andersen, para quien el objetivo fundamental de la política social es


  asegurar a la población contra los riesgos sociales, por lo que el debate sobre los modelos de política social se halla en última instancia, intrínsecamente unido a la gestión de los riesgos sociales. El Estado del bienestar es una de las tres fuentes de gestión de los riesgos sociales. Las otras dos son la familia y el mercado. El modo en que comparten los riesgos constituye un Régimen de Bienestar.


  De la forma como se produce, organiza y distribuye el bienestar entre el mercado, el Estado y la sociedad dependerá el tipo de Estado de Bienestar. Con base en esto, Esping-Andersen construye tres tipos de Estados de Bienestar: el socialdemócrata (países escandinavos), el corporativo-conservador (países europeos continentales) y el liberal (países anglosajones) (De la Rosa, 2014: 255).


  En relación con los estudios comparativos de regímenes de bienestar, Valencia (2010: 65-103) apunta que surgen tardíamente en América Latina, hacia finales de la década de los noventa y principios de la siguiente. Y agrega que “en especial en América Latina, han dominado más los estudios sobre políticas sociales y la creación de instituciones sociales, y desde los años noventa y siguientes, ha sobresalido el estudio de las políticas públicas frente a la pobreza”. Y concluye que, en México, al contrario de Corea del Sur, se “ha afianzado el carácter dualizado de su régimen de bienestar, paradójicamente con la construcción de nuevas instituciones que incrustan aún más la estratificación en el sistema de seguridad y protección: sistema de seguridad social estratificado, sistema de protección a los pobres también estratificado.”


  Ya antes, Barba (2004: 3-45) llama la atención sobre el carácter hibrido “fragmentario”, “excluyente” y “regresivo” del régimen de bienestar mexicano resultado de la globalización, y mucho antes que él, Rodríguez Cabrero (1991: 14,) apunta que el Estado neoliberal no desmanteló el Estado de bienestar previo, sino que éste “ha sido y es aún un conjunto de instituciones estratégicas necesarias para la regulación del mercado, para la reproducción de la fuerza de trabajo, para la gestión de una parte importante de los conflictos sociales y como garantía de acumulación económica en su conjunto”, por lo que más bien “ha sido sometido a un doble proceso de reestructuración institucional y de reorientación ideológica a cuya luz se ha desarrollado un debate teórico ideológico sobre el papel y funciones del Estado”.


  En este breve recuento intentamos dar cuenta de la complejidad de la política social y de algunos de sus desafíos con el fin avanzar en el desarrollo de una política social que atienda las causas estructurales de la pobreza y la desigualdad y siente las bases de un sistema de bienestar social con pleno reconocimiento de los derechos económicos, sociales y políticos.


  No obstante, dicha complejidad, consideramos que un proceso que incide de manera importante en el incremento de la pobreza y que debe ser un tema central en cualquier política social es el relacionado al mercado laboral como eje articulador de la vida social.


  MERCADO LABORAL


  De acuerdo con los resultados de los programas de transferencias monetarias condicionadas, que han dominado las acciones gubernamentales en el combate a la pobreza, se desprende que las transferencias no contributivas no inciden en las causas estructurales de la pobreza. Se considera necesario articular la política económica y la política social y orientarlas a generar una mejor distribución funcional del ingreso, que incida en crear condiciones de equidad e integración social.


  En la configuración del mercado laboral, en la fase de globalización económica, intervienen factores internos y externos que delinean sus características. Respecto a los factores internos, en general, se puede señalar que se articulan dos amplios procesos: a] la reconcentración de la riqueza y el poder en las grandes corporaciones trasnacionales y en las élites nacionales, mediante la libre circulación del capital, no así de la fuerza de trabajo, lo que repercute en la relación laboral y b] el desempleo, subempleo, la emergencia de diversas formas no “típicas” o no “clásicas” de trabajo (Garza, 2011) que conlleva una “acentuada heterogeneidad laboral” (Oliveira, 2006: 39), y el consecuente deterioro de las condiciones de trabajo y de ingreso (precariedad). El tema de la precariedad de las relaciones laborales es mucho más complejo ya que da cuenta de distintas dimensiones del fenómeno como inseguridad laboral, falta de protección social y reducción de los salarios (Oliveira, 2006), aunque también refiere a una gradación de la precariedad, donde “la dualidad precario-no precario sólo representaría los extremos de una gama de situaciones” (Garza y Pacheco, 2011: 16), que aluden a trabajo sin acceso a servicios de salud o servicios deficientes, sin seguridad social, sin prestaciones, jornadas de empleo parcial o extenuantes con bajo salario, con contratos transitorios o sin contrato. En estos procesos intervienen, tanto factores económicos, como políticos, sociales y demográficos, en diferentes escalas, que demandan cambios institucionales y de políticas, en los que el Estado tiene un papel preponderante ya que, como señala Ibarra:


  los gobiernos lejos de responsabilizarse exclusivamente por los mandatos de sus congresos y ciudadanos, deben acomodarlos lo mejor que pueden a demandas imperativas de actores externos —potencias líderes, corporaciones y autoridades transnacionales, convenios de igual índole— así como las de las élites privadas nacionales, frecuentemente aliadas a los actores foráneos (Ibarra, 2014: 43).


  En el ámbito internacional, en los últimos 35 años “el surgimiento de mercados globales, el acelerado desarrollo tecnológico y las nuevas formas de organización de la producción están convulsionando el mundo del trabajo” (Samaniego, 2019: 224). La globalización de los procesos productivos conlleva “procesos de reestructuración de la actividad productiva y de desregulación de los mercados de trabajo” (Oliveira, 2006: 39). Así, “la alta movilidad internacional del capital junto con la globalización oligopolística de las cadenas productivas, el offshoring y el outsourcing y el desplazamiento de la inversión a los países de costos bajos de insumos y mano de obra” (Ibarra, 2014: 29), inciden en el debilitamiento de las agrupaciones obreras nacionales, en su capacidad de negociación colectiva, de defensa de la ocupación y de los salarios, transitando de la prioridad por alcanzar el pleno empleo y el crecimiento económico, a la búsqueda de la competitividad internacional. Esto genera una “crisis del empleo formal” y un proceso de “empleabilidad” que refiere a “la capacidad de los propios trabajadores para generar posibilidades de empleo o adecuar su entorno laboral” (Pérez, 2003: 68), que en gran parte de los casos se asocia a actividades de baja productividad o a condiciones de precariedad. Así, el proceso de precariedad del trabajo asalariado “constituye un rasgo estructural del modelo económico que recurre a la desregulación de los mercados laborales para reducir los costos de producción, mediante el abaratamiento de la fuerza de trabajo y aumento de su productividad” (Oliveira, 2006: 40). Esto propicia “la concentración casi universal del ingreso y de la distribución de las ganancias de la productividad” (Ibarra, 2014: 29-30), lo que permite que haya procesos de recuperación económica sin generación de empleos. Esto genera tendencias de exclusión laboral que predominan en las dinámicas laborales, lo que ocasiona incertidumbre y “hace del riesgo un elemento central en el mundo del trabajo” (Pérez, 2003). En este contexto, el empleo asalariado formal con prestaciones, como factor determinante del crecimiento económico y la fuente más importante de ingreso de los hogares (de su nivel y calidad de vida), y como elemento de la estabilidad e integración social, pierde centralidad en términos cualitativos y cuantitativos.


  Frente al nuevo orden internacional de apertura comercial y financiera “la economía mexicana ubicó como motor de crecimiento al sector externo”, se orientó a “la exportación de bienes manufacturados; prioritariamente maquila y ensamblados, bienes del sector primario y servicios que atienden a la demanda externa, sobre todo estadounidense” (Ramírez, 2011: 135-136). El mercado interno experimenta una desestructuración que afecta la dinámica del crecimiento económico, la participación de las pequeñas y medianas empresas, y afecta las formas de organización y reproducción de la fuerza de trabajo, incidiendo en las condiciones laborales y profundizando la polarización en la distribución del ingreso. Lo anterior provocó, en el nivel nacional, una alta caída del empleo industrial y agrícola, acompañado del desplazamiento de ocupaciones hacia el sector servicios, en condiciones generalmente precarias. Esto se tradujo en el incremento del llamado “sector informal”, en actividades marginales de baja productividad, y de subempleo (Ibarra, 2014: 31).


  Paralela y simultáneamente, con la crisis de deuda de 1982 y el desplome de los precios del petróleo en 1986, se incrementó la inflación a tres dígitos, alcanzando 180% en 1988 (Samaniego, 2014: 61), esto conllevó la aplicación de una política de control de precios y salarios y el anclaje del tipo de cambio, lo que derivó en un abrupto deterioro de los salarios reales y la consecuente pérdida del poder adquisitivo del salario. Entre 1980 y 1988, los salarios medio y mínimo perdieron casi la mitad de su poder. En síntesis, “el salario mínimo en México ha caído en más de 70% en términos reales en las últimas tres décadas” (OIT, 2017: 18).


  Para 1994 la inflación se redujo a 7%, pero con la crisis de 1994-1995 y la caída del PIB, se perdieron 575 000 empleos formales. Posterior a la crisis hubo una expansión del empleo en la industria maquiladora de exportación. No obstante, de 2000 a 2001 el sector manufacturero expulsó mano de obra, incluso en maquiladoras, por el ingreso de China a la Organización Mundial de Comercio (OMC) y la recesión de 2001-2003 en Estados Unidos (Samaniego, 2014: 63).


  Con la crisis financiera de 2008 se registra un millón de empleos menos que en 2000. Por su parte, el empleo agropecuario, experimentó “una pérdida de 2.7 millones de empleos entre 1997 y 2010” con la entrada en vigor del TLCAN (Samaniego, 2014: 62), por la falta de programas de reconversión productiva que atendiera la nueva dinámica.


  En consecuencia, el llamado “sector informal” se incrementó en más de 4 millones de 2005 a 2012, que para ese último año representó 59.6 % de la población ocupada. En 2018 el número de trabajadores informales sigue siendo significativo: 30 millones de personas (56.6% de la población ocupada) (Samaniego, 2019: 221-222).


  En términos demográficos, la dinámica poblacional ha repercutido también en el comportamiento del mercado laboral. En los últimos 30 años, la población en edad y capacidad de trabajar se multiplicó dos veces y media, pasando de 22 millones de personas en 1980 a 56 millones en 2018 (Inegi, 1986; STPS, 2019). “En la década de los 80, se crearon 3.9 millones, de empleos formales, en la década del 2000, sólo 1.8 millones” (Samaniego, 2014: 58). Un aspecto a destacar es el proceso de precarización de las relaciones y condiciones laborales de la población joven asalariada, que se acentúa a inicios del siglo XXI, ya que “en el año 2000 la tasa de participación económica de la población de 12 a 29 años era de 46.8 por ciento” (Oliveira, 2006: 41). El proceso de precarización refiere a “diferentes grados de deterioro de las condiciones laborales y de los niveles de remuneración del trabajo asalariado” (Oliveira, 2006: 40). Además, el incremento de la desocupación de 2007-2009, registra tasas elevadas en los jóvenes, hasta 40.4% en la población de 20 a 29 años (Samaniego, 2014: 69), así como la reducción del empleo en jóvenes con mayor nivel educativo. En este sentido, la brecha laboral que estima la subutilización de la fuerza de trabajo se ubica en 18.4% (Samaniego, 2019: 223), cifra similar a la alcanzada en 2008 antes de la crisis.


  No obstante que en la última década (2008-2018) se registra un incremento importante de empleos formales (40% en los últimos seis años), la mayoría de éstos (70%) son empleos que perciben entre uno y dos salarios mínimos (Samaniego, 2019: 220), y se ubican en el sector dedicado a la manufactura de exportación y al turismo.


  En síntesis, en los últimos 35 años, se identifican tres tendencias vinculadas a la dinámica del mercado laboral:


  1. La disminución en la creación de empleo formal, el incremento del desempleo y la subocupación, además de la precarización de las condiciones de trabajo, por la subcontratación y el incremento del llamado “sector informal”, que hoy constituye la principal forma de ocupación en el país (casi 60%), como consecuencia de la debilidad de la inversión productiva, que no ha permitido dinamizar áreas de mayor valor agregado, y el efecto del desarrollo tecnológico que permite prescindir de fuerza de trabajo viva. Esto derivado de la adopción de un modelo de crecimiento que ha relegado la demanda interna y se volvió altamente dependiente de la demanda externa de petróleo, además de que priorizó el ensamble y elaboración de partes de productos manufacturados, cuya competitividad se centró básicamente en el precio bajo de la mano de obra. Todo esto en un contexto de crecimiento muy bajo, sujeto a fuertes caídas, originadas, tanto por desequilibrios macroeconómicos, como por el cambio estructural y la mayor volatilidad asociados a la globalización.


  2. La pérdida del poder adquisitivo del salario medio real, que después de la caída de los años ochenta no ha vuelto a recuperarse, por el efecto del agudo proceso inflacionario, en donde las políticas adoptadas ante las sucesivas crisis han recurrido primordialmente al salario como una variable clave del ajuste macroeconómico y de la contención inflacionaria.


  3. El crecimiento de la fuerza laboral a una tasa elevada y del número de jóvenes en edad productiva sin oportunidades de trabajar o estudiar, lo que conlleva que “un alto número de personas en edad y capacidad de trabajar no participan en la fuerza laboral”. Esto deriva en el incremento del empleo informal precario, la emigración de trabajadores, incluso calificados, y “el tránsito intermitente” entre trabajo formal, informal, desempleo y subocupación que caracteriza la trayectoria laboral de muchos trabajadores (Samaniego, 2019: 217).


  Derivado de lo anterior, es necesario reactivar la dinámica de crecimiento, sustentada en la atención a la demanda interna y la diversificación productiva industrial y agropecuaria, con creación de empleos formales de calidad, mejores salarios e ingresos asociados al trabajo. Esto demanda cambios institucionales y de política que permitan incidir en las causas estructurales de la pobreza, ya que, en la fase neoliberal de acumulación de capital, se planteó “el combate a la pobreza” como la gran prioridad de la política social, pero desvinculada de una mejor distribución funcional del ingreso. Así, “la política social se desprende de su discurso de justicia y garantías universales y, sometida por la emergencia fiscal, se ve avasallada por los nuevos criterios de asignación de recursos públicos” (Cordera, 2009). Es decir, los objetivos de pleno empleo y crecimiento económico estable, se sustituyen por los de equilibrio fiscal y estabilidad en los precios para controlar la inflación y crear las condiciones propicias para la inversión privada de capital, que permitiera la integración al mercado global.


  PROGRAMAS SOCIALES DE ATENCIÓN A LA POBREZA, DEL PIDER A PROSPERA


  Desde el siglo XVII hasta nuestros días, se han desarrollado diversas concepciones de la pobreza, de acuerdo a las diferentes escuelas de pensamiento económico y, en consecuencia, diversas propuestas de combate a la pobreza. En este apartado, se analizan las diferentes concepciones y propuestas de los programas de combate a la pobreza aplicados en México de 1970 a 2018, sus alcances y límites, con el fin de exponer los retos que enfrenta hoy la política social de combate a la pobreza.


  Hacia finales de la década de los años cincuenta y a lo largo de la década de los setenta, las contradicciones propias del modelo sustitutivo de importaciones se tradujeron en la concentración del ingreso, bajos salarios, el incremento del desempleo, el aumento de la deuda pública y el déficit en la balanza de pagos; en lo social dichas contradicciones se expresaron en diversos movimientos de sectores organizados, antes base importante del sistema político mexicano (maestros, médicos, ferrocarrileros, electricistas, petroleros, telegrafistas, estudiantes, campesinos, y grupos de la clase media) (Villarespe y Correa, 1973); en lo político, el creciente autoritarismo y control del partido en el poder (Partido Revolucionario Institucional) se evidenció la falta de credibilidad de los resultados electorales, lo que propició el inicio del proceso de deslegitimación del régimen político mexicano.


  Todo lo anterior trajo consigo dos consecuencias importantes para el tema que nos ocupa: a] el reconocimiento de la pobreza como un problema y b] la atención del Estado mexicano a dicho problema mediante la elaboración e instrumentación de políticas y programas específicos para combatir la pobreza.


  En primer término, en la década de los años setenta, el gobierno reconoció el problema que representaba la pobreza en el medio rural. Para atenderla, crea en 1973 el Programa de Inversiones Públicas para el Desarrollo Rural (Pider, 1973) y en 1977 la Coordinación General del Plan Nacional de Zonas Deprimidas y Grupos Marginados (Coplamar, 1977).


  El Pider tenía como prioridad elevar la capacidad productiva de alrededor de 12 millones de pobres rurales, focalizados en cinco mil comunidades rurales de 75 micro-regiones (Miller, 1976: 11-12). Se trató de un programa descentralizado, diseñado como una instancia de cooperación interinstitucional, coordinado desde la Dirección General de Inversiones Públicas de la Presidencia de la República. Promovió actividades productivas y servicios en beneficio de las comunidades rurales, con el propósito de detonar un proceso de desarrollo. En 1980 el gobierno de José López Portillo (1976-1982) lo renombró como Programa Integral para el Desarrollo Rural, replanteándose su estructura operativa, mediante la coordinación de los tres niveles de gobierno (federal, estatal y municipal) y se organizaron a las comunidades rurales para que las inversiones fueran autofinanciables y los recursos se utilizaran de manera productiva.


  El otro programa representativo en el combate a la pobreza fue Coplamar (1977-1983), cuyo propósito fue atender las necesidades de las zonas deprimidas y de los grupos marginados del campo y la ciudad. Resultó más ambicioso que el Pider, ya que se proponía que los grupos asentados en las zonas rurales marginadas, tuvieran acceso a capacitación, fuentes de empleo, salarios justos, garantías laborales, precios justos para sus productos, salud, educación y vivienda, con el propósito de detonar el desarrollo regional. Se definieron regiones prioritarias, en las que se identificó una población objetivo integrada por 18 millones de habitantes: indígenas, campesinos pobres del desierto, del semidesierto y de las zonas montañosas de México.


  En los documentos oficiales del Pider y de la Coplamar, se reconoció que la pobreza podía ser solucionada con el funcionamiento adecuado del sistema económico. Además de detectar las demandas de los sectores más pobres, se buscó su canalización política para controlar una posible inestabilidad social.


  La concepción de pobreza que subyace en el Pider, se inscribió en la teoría del desarrollo de la CEPAL, la cual consideraba que la pobreza era producto de un insuficiente desarrollo económico nacional. La Coplamar, por su parte, se insertó en las teorías de la marginación, al concebir a los pobres —rurales y urbanos— como sectores que no entraron al desarrollo ni fueron beneficiados por éste, en otras palabras, a los marginados del desarrollo, tanto agrícola como industrial.


  A partir de la década de los ochenta, el Estado se reconfiguró adquiriendo rasgos autoritarios y excluyentes, se pone al servicio de una élite que define la política económica, con lo que se traslada el “centro de mando” al capital privado nacional y trasnacional, refractario a la intervención económica y política del Estado (Arizmendi, 2010: 31-45).


  El gobierno mexicano, a partir de 1982, inicia una serie de reformas estructurales que se prolongarán hasta 2018, con el objetivo de iniciar un proceso de modernización. En lo político, dicha modernización pasó por apartarse de las prácticas populistas y ritualistas1 que, en su visión, habían caracterizado al sistema político mexicano hasta entonces y contribuido de manera significativa a la crisis económica por la que atravesaba el país. En lo económico, la modernización se tradujo en un conjunto de medidas que supuestamente lograrían la estabilización de precios y el control de los salarios, teniendo como base la “concertación” entre los diferentes sectores: obreros, campesinos, empresarios y gobierno. Se privilegió el retiro del Estado en áreas estratégicas de la economía pasando éstas a control de particulares, se privilegió la producción enfocada hacia el exterior y se inició la venta de las empresas paraestatales.


  En materia de política social únicamente se mantuvieron los programas relacionados con la protección de los servicios sociales más indispensables, los programas de Nutrición y Salud, el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia y los programas relativos al desarrollo rural, desarrollo regional y empleo. El costo social del primer periodo de ajuste fue elevado: tasa de crecimiento negativa; la planta productiva trabajando a 50% de su capacidad; una tasa de desempleo de 4.63%,2 una deuda externa que ascendía a 110 000 millones de dólares, y el peso devaluado tres veces con respecto al dólar (Saldívar, 1996: 107-134).


  Con este escenario era imprescindible la atención a la pobreza generada durante el periodo de ajuste, y para atenuar el descontento social que prevalecía en el país. Con ese propósito se diseñó el Programa Nacional de Solidaridad (Pronasol, 1988-1994). El cual centró su atención en los pueblos indígenas, los campesinos y grupos populares urbanos, que la política social había desatendido (Cordera, 2003).


  El Pronasol se orientó hacia el logro de tres grandes objetivos dirigidos al desarrollo de proyectos productivos, obras de infraestructura y proyectos de desarrollo social. Éstos incluían aspectos como alimentación, vivienda, regulación de la tenencia de la tierra, procuración de justicia, espacios educativos, salud, infraestructura agropecuaria y preservación de los recursos naturales. El Pronasol fue el último programa contra la pobreza que tenía como propósito coadyuvar al desarrollo. Después de éste, se empezaron a impulsar los programas de Transferencias Monetarias Condicionadas, como instrumento para distribuir el apoyo entre la población en situación de pobreza y pobreza extrema.


  El gobierno de Ernesto Zedillo Ponce de León (1994-2000) lanza en 1997 el Programa de Educación, Salud y Alimentación (Progresa), que satisfaría las necesidades básicas de familias en pobreza extrema. “Su propósito fue el desarrollo de capacidades para que las familias pobres se insertaran productivamente en la sociedad, de esta forma se articularía la asistencia con el desarrollo de ‘capital humano’ con énfasis en el ámbito rural” (Cordera, 2003). Al igual que el Pronasol, el Progresa involucraba también a los tres niveles de gobierno: federal, estatal y municipal, pero ahora incorporando los propósitos políticos de los programas asistenciales.


  Al proponerse la inversión en capital humano, el Progresa se inscribió en los nuevos tipos de programas en contra de la reproducción de los círculos viciosos de la pobreza;3 no fue per se un programa de combate a la pobreza como el Pronasol, sino un programa de superación de la pobreza intergeneracional por medio de la capacitación y educación. Otro de sus objetivos centrales fue “apoyar a las familias que vivían en condición de pobreza extrema”, en el ámbito rural. En el sur y sureste de México, atendió en 1997 a más de 300 000 familias (CNN, 2014). En el año 2000, en el nivel nacional, ya atendía a 2 476 000 hogares (Sedesol, 2018). El Progresa se fijó, además, cinco objetivos particulares:


  1. Mejorar de manera considerable las condiciones de educación, salud y alimentación de las familias en pobreza extrema; 2. Integrar las acciones de educación y salud para que las enfermedades y desnutrición no afectaran el aprovechamiento escolar; 3. Proporcionar a los padres de familia, los medios y recursos para que sus hijos terminaran la educación básica; 4. Promover entre los padres familias los beneficios de contar con una educación básica, gozar de buena salud y buena alimentación; 5. Promover la participación y apoyo de las comunidades a las acciones del Progresa en los rubros de educación y salud (Cordera, 2003).


  Al inicio del sexenio de Vicente Fox (2000-2006), el Progresa se transformó en el Programa de Desarrollo Humano Oportunidades (Oportunidades). Éste, se expandió a todas las localidades rurales del país, así como a las localidades semiurbanas y urbanas. Sus objetivos eran los mismos que los del Progresa: atender a familias en extrema pobreza, invirtiendo en ellas como capital humano, para atacar “las causas y no solamente las manifestaciones de la pobreza”. En el gobierno de Felipe Calderón (2006-2012) continuó el Programa Oportunidades e incluyó nuevos apoyos alimentarios. En 2012, al término de su mandato, ya apoyaba a casi 6 millones de familias.


  En el gobierno de Enrique Peña Nieto, Oportunidades cambia a Prospera en 2014. Además de aumentar la erogación de un programa a otro y recuperar las características de su antecesor, como el combate a la pobreza extrema, las transferencias monetarias condicionadas y la creación de capital humano, se incorporaron otras acciones relativas a la inclusión social: laboral, productiva, urbana y rural y financiera (Sedesol, 2018).


  De acuerdo con el documento Estrategia de seguimiento, monitoreo y evaluación de los componentes de inclusión productiva, laboral y financiera de Prospera Programa de Inclusión Social de la Coordinación Nacional de Prospera (CNP), anunciado por el gobierno federal en septiembre de 2014, se consideró “como una plataforma ideal para impulsar acciones de coordinación y vinculación institucionales entre los programas de la política social y las acciones para mejorar el acceso a las oportunidades productivas y de desarrollo de los sectores más desfavorecidos de la población” (CNP, 2016: 7).


  Además, se estableció que el Prospera buscaría “consolidar la inversión en capital humano4 desarrollado a través de sus tres componentes originales (alimentación, salud y educación)” e incluyó, a partir de 2016, un cuarto componente: “acciones de vinculación interinstitucional orientadas a la inclusión financiera, productiva, laboral y social” (CNP, 2016: 7).


  Para alcanzar la inclusión laboral, se propuso retomar la experiencia internacional en lo que se refiere a programas de capacitación laboral e intermediación para la búsqueda de empleo, para facilitar el acceso a empleos de calidad bien remunerados, incrementar la inserción de la población del Prospera en el mercado laboral, y mejorar la permanencia en el empleo (CNP, 2016: 14).


  En cuanto a la inclusión productiva, se promovió “el acceso de los beneficiarios del Prospera a la oferta institucional de programas federales de fomento productivo y generación de ingresos” (CNP, 2016: 28), estableciéndose que: “se dirigirá a los beneficiarios en los que se identifique un perfil productivo y/o emprendedor y que cuenten con proyectos productivos técnicamente viables”. Lo que significó que se apoyaran proyectos ajustados a programas previamente diseñados a partir de las reglas de operación establecidas por las diferentes instancias del gobierno federal, sin tomar en cuenta la experiencia o los emprendimientos populares productivos impulsados desde otra racionalidad que no fuera la mercantil con lo que de manera automática se estigmatizaron otras formas de financiamiento y ahorro considerándolas “informales”.


  En el rubro de inclusión productiva urbana, se enfatizó que los “programas de capacitación para el emprendimiento” buscaban “mejorar el ingreso futuro de los beneficiarios detectando tres tipos de restricciones: falta de capital humano y habilidades, falta de acceso al financiamiento y falta de acceso a mercados” (CNP, 2016: 10). De acuerdo con las recomendaciones derivadas de la experiencia internacional, se consideró necesario articular


  la demanda social y la oferta de políticas sociales con políticas productivas; lograr una estrategia de mediano plazo de focalización territorial, apoyar el desarrollo de proyectos productivos con componentes de inclusión financiera, asesoría técnica y desarrollo de habilidades no cognitivas; generar una nueva generación de asesores profesionistas, entre otras (CNP, 2016: 10).


  Por lo que se refiere a la inclusión productiva urbana y rural, se señaló como objetivo “incrementar la generación de ingresos autónomos y sostenibles” mediante “programas federales que incidan en el emprendimiento y el autoempleo” (CNP, 2016: 17), estableciendo como estrategia ofrecer acceso a financiamiento, capacitación, asesoramiento técnico y desarrollo de habilidades no cognitivas, para emprender proyectos productivos, articulando la oferta y la demanda, según las necesidades individuales, comunitarias y territoriales de la población.


  Por otra parte, al revisar la Matriz de indicadores para resultados 2015 Prospera Programa de inclusión social (Sedesol, 2015), a partir de la cual se verificarán los alcances del programa, se observa que, a diferencia de Oportunidades, cuyo objetivo fue potenciar las capacidades de alimentación, salud y educación; del Prospera, el propósito central es que las familias superen “su condición de pobreza a partir de la generación de ingresos por cuenta propia y su integración a la vida productiva del país”.


  Sin embargo, en dicha matriz, las actividades se ciñen a las determinadas para Oportunidades, que son básicamente tres: 1. Certificación de asistencia de becarios a la educación básica y a la educación media superior (becas y apoyos para útiles escolares), 2. Certificación de cumplimiento de corresponsabilidad de salud (apoyo para alimentación y para adultos mayores) y 3. Entrega de apoyos (suplementos alimenticios para niños y mujeres embarazadas, servicios de salud, control nutricional, transferencia de recursos a localidades en la Cruzada Nacional contra el Hambre); no hay señalamientos puntuales sobre capacitación u orientación para la inversión que se supone harán los beneficiarios que emprenderán un negocio.


  Como puede observarse, los programas de Transferencias Monetarias Condicionadas se diseñaron bajo el modelo económico denominado neoliberal, promotor de profundas reformas en diversos órdenes, en particular en la política social, estas características se observan en las reglas de operación de dichos programas, en los objetivos de cada uno, el tipo de población objetivo y en los resultados.


  De esta información se desprende que la pobreza se conceptualiza como un problema individual por la falta de capacidades humanas, por lo tanto, hay que invertir en capital humano para desarrollarlas por medio del sistema escolar y apoyos monetarios condicionados. Esta concepción de pobreza, se identifica con las propuestas de Amartya Sen5 (Arizmendi, 2010: 43). La concepción de la pobreza, como un problema individual y no como resultado de una relación social, no es reciente, data del siglo XVII (Villarespe y Quintanilla, 2014: 1715-1725).


  Los programas Progresa, Oportunidades y Prospera, responden a esta concepción, se han caracterizado por ser selectivos y focalizados, en cuanto a los destinatarios y en lo territorial; además residuales y compensatorios, es decir, que cubren necesidades mínimas. Estos programas han desempeñado un papel muy importante en la contención de la pobreza y de la inestabilidad social, su principal éxito.


  LA MEDICIÓN DE LA POBREZA


  El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) cambia la medición de la pobreza, en octubre de 2008 incorporando al ingreso las carencias sociales.6


  1. Rezago educativo.


  2. Acceso a los servicios de salud.


  3. Acceso a la seguridad social.


  4. Calidad y espacios de la vivienda.


  5. Acceso a los servicios básicos en la vivienda.


  6. Acceso a la alimentación.


  A partir de ese año, el Coneval calcula la pobreza utilizando dos líneas de ingreso, “la línea de bienestar mínimo, que equivale al valor de la canasta alimentaria por persona al mes y la línea de bienestar, que equivale al valor total de la canasta alimentaria y de la canasta no alimentaria por persona al mes” (Glosario, Coneval, 2018). En otras palabras, la línea de bienestar mínimo equivale a la pobreza alimentaria y la línea de bienestar, a la pobreza patrimonial. De acuerdo, con estas líneas, el Coneval divide la pobreza (pobreza extrema y moderada), pobreza multidimensional (carencias sociales) y población vulnerable por carencias sociales y por ingresos.


  Una persona se encuentra en situación de pobreza cuando tiene al menos dos carencias sociales (mencionadas arriba) y su ingreso es insuficiente para adquirir los bienes y servicios que requiere para satisfacer sus necesidades alimentarias y no alimentarias. La pobreza extrema, se presenta cuando una persona tiene tres o más carencias, de seis posibles y, además, se encuentra por debajo de la línea de bienestar mínimo. Por su parte, la pobreza moderada se refiere a la persona que siendo pobre, no es pobre extrema. Por último, la pobreza multidimensional es la misma que la descrita como pobreza, pero se mide en función de las carencias sociales, de ahí el término multidimensional.


  Por último, el Coneval define a la población vulnerable por carencias sociales, como aquella que presenta una o más carencias sociales, pero cuyo ingreso es superior a la línea de bienestar, y a la población vulnerable por ingresos, como aquella que no presenta carencias sociales pero cuyo ingreso es inferior o igual a la línea de bienestar (Glosario, Coneval, 2018). Consideramos que esta última clasificación es contradictoria porque la población con un ingreso inferior a la línea de bienestar, generalmente presenta carencias y su riesgo de caer en pobreza es mayor.


  De acuerdo con el Informe de Evaluación de la Política de Desarrollo Social 2018 del Coneval (institución que mide la pobreza cada dos años, por ello el último dato publicado corresponde a 2016), de 2008 a 2016 el número de pobres aumentó cerca de 4 millones al pasar de 49.5 a 53.4 millones de personas, lo que representa 43.6% de la población y, aunque en el mismo lapso, la pobreza extrema disminuyó, de 12.3 a 9.4 millones de personas, fue equivalente a 7.6% de la población total. Esto último revela que los programas focalizados, dirigidos a la pobreza extrema, no contribuyeron a superar la pobreza, pues cabe suponer que los pobres extremos pasaron a engrosar las filas de los, eufemísticamente, llamados pobres moderados, de ahí el incremento de la pobreza en general. Para 2010:


  En términos de volumen, el grueso de los habitantes con pobreza residía en localidades urbanas con 35.6 millones frente a 17.2 millones que habitaban en localidades rurales; una razón de 2.1 veces. Pero en términos de incidencia, la situación era contraria, puesto que en las áreas urbanas el porcentaje de población en situación de pobreza fue 40 por ciento frente a 65 por ciento de las localidades rurales (Coneval, 2016).


  La concentración de la pobreza en el campo se manifiesta sobre todo en los estados de Guerrero, Oaxaca y Chiapas. Todo lo cual pone de relieve la necesidad de implementar una política integral de combate a la pobreza.


  Por otro lado, no obstante que la población no vulnerable y no pobre aumentó en el periodo, al pasar de 20.9 millones en 2008 a 27.8 millones en 2016, y de que la población vulnerable por carencias sociales se redujo en esos ocho años, al pasar de 36.0 a 32.9 millones (véase el cuadro 1), debido sobre todo a las políticas a favor del acceso a los servicios de salud y seguridad social, y en menor medida a la calidad y espacios de la vivienda; sin embargo, los rezagos en salud y seguridad social siguen siendo muy altos, así como en educación, la calidad de vivienda y, particularmente, en el acceso a la alimentación. Esto, sumado a que, en el mismo periodo, tanto la población vulnerable por ingresos como la población con ingresos inferiores a la línea de bienestar mínimo y la población con ingresos inferiores a la línea de bienestar aumentaron, lo que da cuenta de la fragilidad en la que se encuentra buena parte de la población y la falta de una política de inversión productiva y de fomento a la creación de empleos bien remunerados.


  [image: c1_c2]


  Lo anterior se explica, en parte, por la reforma del Estado que delimitó su participación en la economía, después de la crisis la deuda de 1982, en aras de impedir los errores que llevaron a la crisis y elevar la eficiencia pública y privada, lo que se tradujo en las reformas económicas estructurales y en el control y cambio de orientación del gasto público. Esto permitió destinar mayores recursos al gasto social para contrarrestar las fallas del mercado. “Lo cual ha dejado ‘desarticulado’ al sector productivo nacional, especialmente al sector agropecuario, sostén de la economía, en favor de ramas productivas con orientación exportadora o financiera y que favorecen a una minoría, generando con ello mayor dependencia alimentaria y tecnológica, desempleo y pobreza.” (Hernández; Ruiz, y Pérez, 2014: 20).


  Por su parte, el crecimiento del gasto social, apenas ha logrado contener la pobreza extrema. En efecto, entre 2008 y 2018, el gasto de desarrollo social representó 61% en promedio del gasto programable total, equivalente a 13.6% en promedio del PIB, con un incremento real de 32% en el mismo periodo. En tanto que, el gasto en programas y acciones de desarrollo social para el periodo 2008-2018 representó 21% del gasto programable total, con una tasa de crecimiento en términos reales de 26%, equivalente a 4.9% del PIB en promedio para el periodo 2008-2016 (Coneval, 2018). Lo cual, es relativo si tomamos en cuenta que entre 2008 y 2016, el promedio anual de crecimiento de la economía fue de solo 2.4%, mientras que el PIB per cápita apenas creció 1.3%, y el empleo informal, a pesar de su disminución, de 60 a 57%, siguió siendo el tipo de empleo predominante en el país, en particular entre los jóvenes de 15 a 29 años.


  Otro de los problemas que enfrenta la política social de alivio a la pobreza tiene que ver con la fragmentación de los programas y acciones y el manejo de recursos. En 2016, Coneval identificó 6 489 programas y acciones de desarrollo social distribuidos en todo el país, a cargo de más de 15 secretarías (Coneval, 2016). Lo cual ha impedido que se cumpla con los objetivos propuestos pues, además de las duplicidades, hay programas que no son prioritarios o que favorecen a la población que no está en situación de pobreza y no a quien más lo necesita. A esto se suma, que no se ha podido construir un padrón único, transparente y auditable de beneficiarios de los programas sociales, que permita una mejor y más eficiente distribución de los recursos y evite prácticas clientelares.


  A MANERA DE CONCLUSIÓN: RETOS DEL NUEVO GOBIERNO MEXICANO PARA REDUCIR LA POBREZA


  La política social del actual gobierno tiene que enfrentar una situación compleja de rezagos heredados además de una profunda heterogeneidad en todos los niveles, que van desde la estructura socioeconómica y regional hasta la propia pobreza; heterogeneidad que afecta de forma desigual a determinados segmentos de personas en pobreza (grupos étnicos, edades, género, condiciones físicas y de salud, etc.). Esta desigualdad estructural es generadora de exclusión económica y social, que, a su vez, por diversas vías perpetua y profundiza la pobreza.


  El fenómeno complejo, amplio y profundo de la pobreza, requiere un Estado que esté dispuesto a asumir los desafíos y un papel activo en la elaboración e implementación de propuestas que articulen el desarrollo económico y el desarrollo social cambiando la dinámica de los múltiples factores (económicos, sociales, demográficos y políticos) que amplían y profundizan la pobreza.


  La complejidad del fenómeno requiere medidas a corto y mediano plazos, el momento histórico ofrece condiciones favorables para avanzar en ello con la definición de un nuevo modelo de desarrollo económico asociado a la generación de bienestar, condición fundamental para cambiar la dinámica generadora de pobreza, y subsanar las desigualdades. Es básico crear empleos formales y bien remunerados para fortalecer el mercado interno (Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024) y disminuir la pobreza.


  Las transformaciones y retos para cumplir esos objetivos son muchos; entre ellos, los relativos a las políticas macroeconómica y de desarrollo, así como a las políticas laboral, salarial, social y de atención a la pobreza, a continuación, presentamos algunos temas:


  Política macroeconómica


  Incluir el enfoque de desarrollo como un eje transversal en las políticas públicas.


  Cambiar la trayectoria para lograr un crecimiento económico superior al pronosticado para el sexenio 2018-2024: tasa media de crecimiento anual del PIB de 2.5% (Sánchez, 2018: 137).


  Consolidar una visión intersectorial de la política social, vinculando todas las intervenciones de política pública que tienen efectos en la pobreza y la desigualdad.


  Eliminar la subordinación de la política social a la política económica y priorizar el crecimiento económico local de forma que la disminución de la pobreza tenga un fuerte componente de generación de ingresos originados por el desarrollo económico local más que de transferencias monetarias.


  Establecer zonas prioritarias para detonar el desarrollo económico y social, y a partir de una participación amplia e incluyente de la población, dar atención integral a sus necesidades concretas aprovechando potencialidades productivas y recursos locales.


  Política fiscal


  Priorizar la política social frente al equilibrio fiscal.


  Es importante que la política fiscal garantice, en caso de recesión económica, la disposición de los recursos destinados a los programas sociales y que la redistribución del ingreso incluya de manera considerable la disminución de la pobreza, no sólo la contención.


  Política laboral y salarial


  Se requiere que la política salarial establezca incrementos progresivos hasta recuperar el poder adquisitivo de los salarios. Una política laboral generadora de empleo formal y estable y que, como han sugerido los especialistas, se refuerce la defensa de los derechos de sindicalización, se termine con los contratos de protección, se garantice y respete la libertad de los trabajadores en la negociación de los contratos colectivos de trabajo (Rodríguez, 2018).


  Política social


  La concepción, diseño e implementación de la política social debe darse desde un espacio de participación amplio e incluyente, que refleje la diversidad de la realidad sobre la que se va a actuar.


  Eliminar progresivamente las barreras y factores de segregación en el acceso a los servicios sociales (educación, salud, trabajo, vivienda, etcétera).


  Política de reducción de la pobreza


  Diseñar una estrategia integral de combate a la pobreza, articulando y mejorando el funcionamiento de las instituciones involucradas en el bienestar social, para que, de forma coordinada, se eliminen gradualmente los procesos económicos de exclusión, desigualdad y empobrecimiento.


  Trascender el enfoque que considera a la pobreza como problema individual de falta de capital humano y que se reconozca como un problema económico-social que debe ser atendido por el Estado para cumplir lo estipulado en la Ley de Desarrollo Social.


  Revisar las concepciones sobre la pobreza de tal manera que se adopte la que permita mejorar las mediciones y políticas respectivas, incorporando propuestas alternativas que se están construyendo desde los movimientos y organizaciones sociales.


  Cambiar el concepto de “beneficiarios” a “personas con derechos exigibles” e incorporar en la legislación sobre derechos sociales, la exigibilidad de dichos derechos (Rodríguez, 2018).


  Mejorar la administración de los programas involucrados en la reducción de la pobreza para garantizar que sean exitosos. Conciliar el número beneficiarios de los programas de combate a la pobreza con el número de personas en situación de pobreza para establecer metas anuales de cobertura. Lo que requiere la creación de un padrón único, transparente y auditable de beneficiarios de los programas de atención a la pobreza.
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      1 Nos referimos al cambio de prácticas basadas en reuniones multitudinarias a lo largo del territorio nacional, en las que las diferentes demandas eran captadas para elaborar el Plan Nacional de Desarrollo, por reuniones con la asistencia de representantes de diversos sectores y grupos que se consideraban importantes en la sociedad mexicana.

    


    
      2 <www.mexicomaxico.org/Voto/termo.htm;gt; recuperado el 30 de abril de 2019. Véase también <www3.eurosur.org/FLACSO/mujeres/mexico/trab-1.htm>. El PEA en 1980 ascendía 26 528 millones; 1990 ascendía a 31 363 millones.

    


    
      3 Al respecto véase el libro de Guillermo E. Perry y Omar S. Arias et. al. (2016), Poverty reduction and growth: virtuous and vicious circles, World Bank Latin American and Caribbean Studies, Washington. En particular el capítulo 1, “From vicious to virtuous circles”, y el capítulo 9, “Breaking the cycle of underinvestment in human capital in Latin America”.

    


    
      4 El concepto de capital humano es planteado por Gary Becker, en su trabajo homónimo, publicado en 1964 y en los últimos años retomado y difundido por la OCDE (Keeley, 2007: 5), que establece que: “El éxito económico depende de manera crucial del capital humano: el conocimiento, habilidades, competencias y atributos que le permiten a la gente contribuir a su bienestar personal y social, así como el de su país.” Asumiendo que: “La gente con mejor educación suele gozar de mejores ingresos: un beneficio que también se ve reflejado en un mayor crecimiento económico.” Ya que se considera que también incrementa las perspectivas de empleo. Asimismo, se establece que la falta de educación en diversas comunidades “conduce a su marginalización de las corrientes económicas y sociales dominantes”. Sin embargo, en México esta relación no se sustenta, pues de acuerdo con resultados de la Encuesta de Ocupación y Empleo en 2015, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi, 2015) reporta que, de las personas desocupadas, 40% corresponde a quienes cuentan con estudios de nivel medio superior o superior, mientras que las que tienen estudios de primaria incompleta, representan 7 por ciento.

    


    
      5 Al respecto véase Amartya Sen, “Human Rights and Capabilities”, Journal of Human Development, vol. 6, núm. 2, julio (2005: 154-155), Para Sen, las capacidades están relacionadas con la libertad: “Más bien, la capacidad se concentra en la oportunidad de poder tener combinaciones de funcionamientos […] y la persona es libre de hacer uso de esta oportunidad o no. Una capacidad refleja las combinaciones alternativas de funcionamientos de los cuales la persona puede elegir una combinación […] El término libertad, en la forma de capacidad, se utiliza aquí para referirnos en qué medida la persona es libre de elegir particulares niveles de funcionamiento”.

    


    
      6 véase <www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Paginas/Lineamientos_DOF.aspx>.

    

  


  3. Cambios en la estructura por edades y sus implicaciones en el empleo y la seguridad social
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  INTRODUCCIÓN


  Uno de los fenómenos demográficos más destacados en las últimas décadas es el cambio de la estructura por edades de la población mexicana porque implica un importante incremento absoluto y relativo de las personas en edad de trabajar. A este fenómeno se la ha denominado bono demográfico y ha sido objeto de discusión por el potencial productivo que representa para nuestro país, pero también por el esfuerzo económico que como sociedad tendremos que hacer cuando la ventana de oportunidad se cierre y la población en edad productiva transite hacia las edades mayores. El desplazamiento de la población en las primeras edades (0 a 14 años) hacia las edades intermedias (15 a 64 años) y la participación relativamente baja de personas mayores (65+) representa una oportunidad en dos sentidos: primero, la reducción de la población dependiente supone un ahorro para la sociedad y una oportunidad para la inversión y el consumo. Segundo, el incremento de la población en edad de trabajar, joven y escolarizada propicia las condiciones ideales para que la demanda de trabajo genere mayor productividad y se constituya ahorro previsional necesario para cuando la ventana de oportunidad se termina y la población adulta transite definitivamente a la cúspide de la pirámide de población.


  De manera paralela el país también enfrenta un proceso de envejecimiento demográfico que combina una serie de factores; rápido crecimiento de la población mayor de 65 años, las proyecciones de población estiman que en tres décadas en números absolutos pasarán de 9.1 a 24.3 millones de personas y representarán 16% de la población total. Al mismo tiempo la población entre 15 y 35 años representa actualmente un tercio de la población. Además, enfrentamos un grave problema de precariedad laboral que sitúa a 57% de los ocupados en empleos informales. Ello representa que están fuera de la seguridad social y no tienen, por lo tanto, garantizadas las pensiones ante riesgos del ciclo vital, ni acceso a los servicios públicos de salud. Frente a la grave crisis de la seguridad social contributiva se han generalizado apoyos y ayudas asistenciales y se proponen políticas que fortalezcan la perspectiva de la seguridad social como derecho humano.


  Ante estas evidencias, los objetivos del presente artículo son: a] analizar las implicaciones que tienen los cambios en la estructura por edades en México, en la construcción de la seguridad social contributiva, destacando las desigualdades por sexo y entidades1 y b] analizar las propuestas que aparecen en el Plan Nacional de Desarrollo (2018-2024) encaminadas a hacer frente a una seguridad social desigual, excluyente y fragmentada.


  En el siguiente apartado, se describe el proceso de transición demográfica en México y su interrelación con el cambio en la estructura poblacional, a partir de la mayor participación de la población en edades activas y laborables, y el consecuente envejecimiento demográfico. En el segundo apartado, se analizan las principales implicaciones en el mercado de trabajo, bajo una dinámica de bajo crecimiento del empleo formal en los próximos años. En el tercero, se incluye una revisión sobre la seguridad social, desde sus orígenes con una concepción laborista, hasta sus condiciones actuales, en relación con la cobertura de las instituciones de seguridad social, el acceso al ahorro para el retiro, la afiliación a los servicios de salud, así como sus diferencias entre mujeres, hombres y entidades federativas.2 En el cuarto apartado, se incorpora una revisión del estado de la seguridad social en el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024. Finalmente, tenemos las conclusiones.


  ANÁLISIS DE LA DINÁMICA DEMOGRÁFICA DE MÉXICO


  La transición demográfica


  El proceso de transición demográfica se refiere al paso de altos niveles de mortalidad y fecundidad, a niveles bajos y controlados (Miró, 2003). El tiempo en el que la mortalidad y la fecundidad llegan a niveles bajos está marcado por factores sociales, económicos, culturales y biodemográficos.


  El primer gran cambio que se presentó en la dinámica demográfica mexicana fue la disminución de la mortalidad. El descenso sostenido de la tasa de mortalidad, sobre todo materno-infantil, se registró a partir de 1930 y las mayores reducciones se presentaron en 1960, resultado del paulatino abatimiento de los padecimientos infecciosos y parasitarios, a la vez que comenzaban a ser notorias las defunciones por enfermedades crónico-degenerativas (Mina, 2010). La reducción de la mortalidad fue resultado de la expansión en la infraestructura médica y sanitaria pública, los avances científicos, la adopción de la tecnología médica, los progresos educativos y el desarrollo socioeconómico (Gómez de León y Partida, 2001) .


  Además de la reducción en los niveles de mortalidad, fue notorio el alargamiento de la esperanza de vida. En 1950 la esperanza de vida de un varón recién nacido era de 45.9 años y para una niña la cifra era de 48.8 años. Sin embargo, ya para el año 2018 estas cifras fueron 72.2 y 77.9 años, respectivamente (Conapo, 2018). Estos incrementos, se atribuyen sobre todo a las ganancias en la mortalidad infantil y de la niñez, y en menor medida a la reducción de la mortalidad en las edades jóvenes, adultas y avanzadas (Ham, 2003).


  El segundo gran cambio que prosiguió a la reducción de la mortalidad fue la disminución de la fecundidad. En la primera etapa, entre 1962 y 1972, la tasa global de fecundidad (TGF)3 disminuyó a un ritmo lento, al pasar de 7.3 a 6.5 hijos por mujer, y con la particularidad de que la reducción se limitó a un sector de mujeres con instrucción escolar y urbana. Durante la segunda etapa, que fue de 1972 a 1984, la TGF disminuyó notablemente a 4.2 niños por mujer. En la tercera etapa, entre 1984 y 1997, la TGF disminuye a 2.7 hijos por mujer. La marcada reducción de la fecundidad en la segunda y tercera etapa fue resultado del tipo de programas y políticas de planeación encaminadas a la planificación familiar y al uso de métodos anticonceptivos (Mier y Terán y Partida, 2001). También, fueron importantes las transformaciones culturales y religiosas que experimentó la sociedad mexicana y que estuvieron acompañadas de un incremento de la escolaridad y una mayor participación de las mujeres en el mercado laboral. Se trata de mecanismos que permitieron un retraso en la edad de las mujeres al primer parto, un mayor espaciamiento entre nacimientos y una disminución en la edad del último parto (Ham, 2003). Las proyecciones de población más recientes del Consejo Nacional de Población (Conapo) estiman que en 2018 la TGF fue 2.1 hijos por mujer, cifra que corresponde al nivel de reemplazo generacional (Conapo, 2018).


  A las reducciones en la mortalidad y la fecundidad, se agrega el efecto de la migración internacional, que puede modificar el balance entre ambas variables e influir en el ritmo de crecimiento poblacional (Miró, 2003). El siglo pasado se caracterizó por un incremento de la migración, primordialmente de México hacia Estados Unidos, condicionado por factores económicos, sociales y políticos que actúan en ambos países, dando origen a saldos netos migratorios negativos. A partir de Durand (2000), se identifica cinco etapas que caracterizan el constante movimiento migratorio: la fase del “enganche” (1900-1920), la de las deportaciones (1921-1939), el periodo “bracero” (1942-1964), la de los “indocumentados” (1965-1986) y la de la legalización y la migración clandestina (1987-2001). De acuerdo con Partida (2005) la pérdida neta por migración internacional se vuelve significativa a partir de la década de 1960 y estima que para inicios del siglo XXI este flujo reducía en 0.4% la tasa de crecimiento natural.


  Massey, Pren, y Durand, 2009 hacen referencia a una nueva era caracterizada por la marginalización y exclusión de la población migrante de origen mexicano, caracterizada por condiciones de vida, educación, salud y trabajo precarias, aversión al migrante y fuertes medidas de control migratorio. Se estima que en 2018 residían en Estados Unidos 12.3 millones de personas nacidas en México, al incorporar a los descendientes de los inmigrantes de segunda y tercera generación (26.2 millones), la cifra aumenta a 38.5 millones (Conapo, 2019). La tasa de migración neta internacional pasó de -0.63 en 2000 a -0.14 en 2018 (Conapo, 2018a), como consecuencia del incremento del control fronterizo, la persecución de trabajadores indocumentados y la reducción en la demanda de mano de obra migrante.


  La estructura poblacional


  La evolución de los componentes de la dinámica demográfica descrita, modifica el tamaño y estructura de la pirámide poblacional. En relación con el tamaño fue notorio el crecimiento de la población durante el siglo pasado. En 1950 la población del país ascendió a 27 millones de personas, en 1970 fueron 50.8 millones y en 1990 llegó a 84.2, es decir, en cuatro décadas la población se triplicó. La enumeración de la población en el año 2018 alcanza ya 125.3 millones de personas. Sin embargo, el fenómeno que resulta más relevante por sus implicaciones socioeconómicas es el notable cambio en la estructura por edades de la población.


  La gráfica 1 ilustra la estructura por edades en tres tiempos, 1970, 2018 y 2050. La pirámide de 1970 muestra una mayor participación de los niños y la expansión de la base de la pirámide. Como se explicó previamente, el aumento de la población fue resultado del rápido descenso de la mortalidad junto a una fecundidad que aún permanecía alta. Posteriormente, la pirámide de 2018 da cuenta de un fuerte cambio demográfico, la base de la pirámide se reduce significativamente como consecuencia de la disminución de la fecundidad. Esto, junto con la reducción de las tasas de mortalidad y el incremento de la esperanza de vida, conducen hacia el envejecimiento poblacional. A diferencia de la pirámide de 1970, en 2018 es visible la mayor participación de la población en lo alto de la pirámide. Cabe mencionar que la marcada reducción en la participación de los hombres, aproximadamente entre los 23 y 36 años, en comparación con la participación de las mujeres en el mismo rango de edades se puede explicar por los altos niveles de violencia en el país. Aburto et al. (2016) encuentran que el incremento de los homicidios disminuyó la esperanza de vida masculina alrededor de 0.6 años en el periodo 2000-2010.
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  En la silueta de la pirámide de 2050 se hace más notoria la mayor participación de la población adulta y en edades avanzadas, conforme la participación de niños y jóvenes se reduce de manera significativa. Precisamente, el aumento en términos absolutos y porcentuales de la población en edades avanzadas denota el proceso de envejecimiento demográfico. Esta tendencia se presenta en nuestro país de manera permanente y se acentúa a medida que transcurren los años, dando paso al envejecimiento como un futuro ineludible.


  Si analizamos la estructura por grupo etario, encontramos lo siguiente (véase la gráfica 2).
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  En los años que van de 1940 a 1970 se aprecia una mayor participación del grupo {0-14}, al mismo tiempo hay un descenso de las personas en edades {15-64}. Sin embargo, en las siguientes tres décadas el movimiento porcentual se invierte y refleja un marcado descenso del grupo de edad {0-14}, acompañado de un aumento del grupo {15-64}. En 2010 continúa el descenso en la participación de las primeras edades y el aumento en las edades intermedias, 29.3 y 64.4%, respectivamente. Sin embargo, la población en edades avanzadas ya representa 6.3% de la población.


  EL CAMBIO EN LA ESTRUCTURA POR EDADES Y EL MERCADO DE TRABAJO


  De manera paralela a los cambios demográficos, durante las últimas cuatro décadas, México ha experimentado profundas transformaciones en los mercados de trabajo atribuidos a la transición entre modelo industrial, apoyado en la inversión pública y el mercado interno y que estuvo vigente hasta finales de la década de 1970, y el modelo de competencia de libre mercado cuyas políticas se enfocaron a favorecer la actividad económica con el exterior mediante la apertura comercial y financiera, el ajuste estructural y la estabilidad macroeconómica. En este escenario, la estructura etaria de la población implica cambios concretos en el mercado laboral a partir del aumento de la población económicamente activa (PEA) y en la seguridad social por los beneficios que el ingreso de nuevos trabajadores asegurados supone para la acumulación de activos.


  Sin embargo, estas ventajas demográficas no se han traducido en mejores condiciones de bienestar para la población o en la integración de las poblaciones vulnerables a los mercados de trabajo formales. A pesar de que la brecha de género en la participación económica se ha reducido, las mujeres enfrentan mayores barreras de entrada a los mercados de trabajo y su permanencia es más inestable y suele estar condicionada por factores externos como la atención de las responsabilidades familiares y del hogar. De acuerdo con los datos de la última Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 2019 (ENOE) solo 43% de las mujeres trabajan y de éstas, la mitad se encuentran en la informalidad. La rotación entre el trabajo y el hogar es más frecuente que la observada entre los hombres por la sobrerrepresentación de las mujeres en el trabajo doméstico, incluso entre quienes trabajan y aportan recursos para la manutención de los hijos y del hogar. La población joven cuenta con mayores niveles de escolaridad y mayor acceso a la tecnología, pero tiene mayor dificultad para incorporarse a trabajos formales.


  Además, la tasa de desempleo juvenil es mayor que la registrada en el nivel nacional y casi el triple que la observada en la población adulta, por lo que se estima que a finales de 2018 había casi un millón de jóvenes desempleados. Para la mayoría de los adultos la duración del desempleo suele ser breve (cerca de tres meses) y contrario a lo que sucede en otros países, los jóvenes en México encuentran empleo casi tan rápido como los adultos, pero su ingreso al mercado laboral está condicionado en empleos de baja calificación, sin protección laboral y seguridad social en sectores como el comercio al por menor o los servicios no especializados, por ello, la rotación laboral de este grupo es mayor y aún más entre las mujeres.


  Para las personas mayores el mercado laboral es más precario que en cualquier otro grupo etario, especialmente porque muchas personas trabajan o buscan trabajo como estrategia de sobrevivencia frente a la falta de ingresos en la vejez y la exclusión de los sistemas de protección contributivos. En la vejez, la forma de trabajo que predomina es el empleo por cuenta propia, en condiciones de informalidad y con una clara segregación por género. Las mujeres se ocupan más en unidades del sector informal y empresas, mientras que los hombres lo hacen en el ámbito agropecuario y el sector informal.


  ¿Qué podemos esperar para el mercado de trabajo?


  El Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) estima que el crecimiento medio de los asegurados entre 2019 y 2050 será mayor que el crecimiento de la población de 15 y más años (P15+).4


  Sin embargo, aun cuando la dinámica del trabajo asegurado registre tasas de crecimiento iguales al producto interno bruto (PIB), el número de personas en edades productivas que no estarán cubiertas directamente por el Seguro Social podría ser significativa (véase la gráfica 3). Aunque la relación de dependencia sea baja, si el empleo formal no aumenta de manera significativa, en 2026 la P15+ no asegurada directamente por el IMSS podría llegar a 76 millones de personas. Incluso si las proyecciones se cumplen y tanto la economía como el trabajo asegurado mantienen la dinámica esperada, en 2050 más de la mitad de las personas 15+ estaría excluida del Seguro Social.
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  Si se modifican las proyecciones de crecimiento del PIB y del trabajo asalariado y se considera un escenario con crecimiento del empleo asegurado de 4% anual, la dinámica del mercado laboral tardaría 27 años en formalizar a 50% de la P15+. Incluso en este escenario menos probable, el empleo asegurado al IMSS no sería suficiente para garantizar la cobertura de la PEA, por supuesto sabemos que además del IMSS, hay otras instituciones del sector público que ofrecen prestaciones laborales y seguridad social a los trabajadores, pero se trata de seguros con menos capacidad de cobertura donde la población asegurada crece más lentamente como el seguro para los trabajadores del Estado.


  LAS IMPLICACIONES EN LA SEGURIDAD SOCIAL


  Se ha revisado la estructura por edades en México, así como la dinámica del mercado de trabajo, dos aspectos muy relevantes para conocer la cobertura de la seguridad social, ya que fue creada bajo una concepción laborista que prioritariamente incorporó a trabajadores subordinados asalariados urbanos. Los trabajadores del sector privado, con contrato y derechos laborales y sociales fueron incorporados al IMSS, creado en 1943. Los trabajadores al servicio del Estado fueron incorporados desde 1960 al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores al Servicio del Estado (ISSSTE), algunos ya tenían garantía de pensión desde 1925, mediante la Ley de Pensiones Civiles. El IMSS, el ISSSTE y el Instituto de Seguridad Social para los trabajadores de las Fuerzas Armadas Mexicanas (ISSFAM) constituyen las tres instituciones nacionales de seguridad social del país. Este último se crea en 1961,5 e incorpora a los trabajadores adscritos a este sector.


  Son instituciones que se financian con la contribución del empleador, el trabajador y el Estado, por ello se identifica como seguros sociales contributivos. Otorgan seguros de invalidez, de vejez, de vida, de cesación involuntaria del trabajo, de enfermedades y accidentes, de servicios de guardería y adquisición de vivienda, así como otras prestaciones para los trabajadores y sus familias.


  El federalismo mexicano dio paso a la creación de institutos estatales de seguridad social, algunos asumieron salud y pensiones, en otros casos se crearon sólo para pensiones. Además, diversas empresas estatales, paraestatales y autónomas del gobierno a partir de sus contratos colectivos, crearon sistemas de jubilaciones con mayores beneficios que los señalados por las instituciones de seguridad social nacional. Es así como surgen los cerca de 1 000 sistemas de pensiones en el país, lo que le da la calificación de sistemas altamente fragmentados.


  Los sistemas públicos de pensiones


  Las pensiones públicas que se crearon a partir de estas instituciones de seguridad social se diseñaron para ser obligatorias, contributivas, fondeadas parcialmente, con beneficio definido y solidaridad intergeneracional. Una vez que los fondos de reserva se agotaron, se pasó al reparto simple. Ante el bajo crecimiento económico y débil creación de empleo asalariado en unidades formales y con acceso a la seguridad social, el envejecimiento de los asegurados, así como las tendencias demográficas del país, más la instrumentación de una política económica que favorecía la dinámica del libre mercado y la amplia participación del sector privado en actividades de exclusiva participación del Estado, condujo a una reforma en la Ley del IMSS en 1995 y en la Ley del ISSSTE en 2007, ambas de carácter estructural que modificaron el sistema de pensiones, introdujeron la capitalización individual de administración privada, rompieron la solidaridad intergeneracional, mantuvieron las inequidades en los beneficios de los anteriores sistemas y dieron paso al sistema que se conoce de contribución definida, debido a que es la única certeza con la que cuenta el trabajador. Estos lineamientos fueron tomados como norma para las reformas de las leyes estatales, municipales y de los contratos colectivos de universidades públicas y empresas ligadas al gobierno.


  A pesar de que uno de los objetivos de las reformas, era incrementar la cobertura, la información más reciente derivada de la ENOE 2019, registra que 57% de la población ocupada se encuentra en empleo informal, por lo tanto, no tienen acceso a seguridad social. La Comisión Nacional de Ahorro para el Retiro (Consar, 2018) reconoce que de los trabajadores de 15 a 44 años, que forman parte de la población ocupada, solo 24% se encuentra cotizando. Podríamos con ello señalar que el futuro que se avecina es de crisis social derivada del profundo conflicto de la seguridad social contributiva, pero debemos también introducir la situación actual de las personas mayores de 65 años, ya que menos de 30% cuentan con una pensión de retiro o vejez derivada de contribuciones y de este porcentaje menos de 20% son mujeres (véase la gráfica 4).
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  El alto nivel de ocupaciones informales y la precariedad que caracteriza al mercado de trabajo se acompaña además de salarios muy bajos, que van a determinar que la capitalización individual de administración privada pueda ser considerada un sistema que ha fracaso para los trabajadores. Ya que registran una densidad de cotización que no llega a 50% de lo que se requiere para cumplir con los requisitos, por lo que se ha convertido en un sistema de ahorro que solo entregará el monto de éstos al final de la vida laboral sin que pueda convertirse en una pensión vitalicia. Para aquel pequeño porcentaje (17%) que se calcula cumplirá los requisitos de Ley en 2022 (Asociación Mexicana de Actuarios Consultores, 2018), las pensiones representarán menos de 30% del salario base con el que cotizaron. El modelo de seguridad social creado, así como los sistemas de pensiones que se derivan, reforzaron el carácter excluyente, inequitativo y no evitaron que continuara la fragmentación entre los sistemas. Se advierte que, si no corrigen sus postulados y recuperan la razón de ser de las pensiones, que es la de mantener ingresos ante los riesgos del ciclo vital, la pobreza en la vejez aumentará. Así como los polarizados beneficios que se documentan al corroborar que la pensión promedio mensual de los afiliados al IMSS, es de 5 500 en 2019, mientras que 60% de los pensionados recibe hasta 15 000 pesos, según datos de la Auditoría Superior de la Federación (2014), además pensiones de más de 300 000 pesos, para unos cuantos, que se financian con los impuestos de todos los mexicanos. Si bien provienen de salarios diferenciados por productividad y nivel de responsabilidad, las pensiones que se obtienen no se derivan necesariamente del nivel salarial que se obtuvo durante la vida activa, si no de los beneficios y trato diferencial y preferencial de los contratos colectivos de los que emanaron.


  La exclusión en la cobertura queda de manifiesto en el análisis regional. La orientación laborista de la seguridad social se asocia con coberturas altas en los estados con más industria y trabajo asalariado dependiente y remunerado que son los del norte del país: Coahuila, Nuevo León, Sonora, Chihuahua, Baja California Sur y Baja California Norte registran mayor cobertura de seguridad social, principalmente otorgando servicios de salud y de pensiones. Por el contrario, en los estados en los que predomina la vocación agropecuaria o de actividades comunitarias y de cooperativas, la cobertura es muy baja y los más representativos de esta modalidad son los estados del sur: Guerrero, Oaxaca y Chiapas, presentan menos población con servicios asociados al trabajo remunerado y protegido con seguridad social.


  A partir del análisis etario, es posible observar, además, que los mayores de 65 años registran más cobertura de las instituciones de seguridad social que las generaciones jóvenes, a estas últimas la informalidad y precariedad las conduce por el acceso al Seguro Popular y cuentas de ahorro para el retiro, que en situaciones de desempleo e informalidad irán dejándose como cuenta con un nivel de ahorro que tal vez no vuelva a incrementarse. Las diferencias por grupos de edad son amplias, como en el Estado de México, Yucatán y Morelos, donde la discrepancia es alrededor de 20.0% entre jóvenes y adultos mayores (véase la gráfica 5).
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  Resultan relevantes estos datos, ya que la población joven enfrenta mayores limitantes en acceso a seguridad social, debido a que se incorporan como primeras actividades laborales a empleos informales.


  De las personas que se encuentran activas en el mercado de trabajo y tienen una cuenta de ahorro para el retiro, destacan las personas jóvenes y ello es así porque la única forma de contar con una posible prestación de pensión es por esta modalidad, que se inicia en julio de 1997 para trabajadores del sector privado y en abril de 2007 para empleados del sector público. Es por ello por lo que parece desproporcionada la diferencia entre jóvenes y adultos mayores que trabajan de forma remunerada y tienen cuentas de ahorro para el retiro y hasta se pueden encontrar algunas aparentes disparidades como las siguientes:6 70% de las mujeres jóvenes que participan en el mercado de trabajo en Chihuahua, tienen cuenta individual frente a 23.3% de las mujeres de 65 y más años; algo similar se presenta en Coahuila y Nuevo León (véase la gráfica 6). Posiblemente, las mujeres de más de 65 años han presentado altas transiciones laborales o se incorporaron tardíamente al mercado laboral cuando la única modalidad de pensión es por cuenta individual.
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  Además, resultan relevantes las inequidades entre entidades federativas, ya que nuevamente es al norte del país donde se encuentra mayor cobertura para una posible pensión de retiro, mediante cuentas de ahorro.7 Por el contrario, es el estado de Chiapas, donde se encuentran la menor proporción de mujeres y de hombres con cuentas de ahorro para el retiro, respecto del estado de Chihuahua, el cual registra el mayor porcentaje de personas con esta cobertura.


  Inequidad en salud


  En México prevalece un acceso a servicios de salud diferenciada por regiones, por sexo y por grupos de edad. Los cuales, se asocian con la división sexual del trabajo, con los cambios en la seguridad social en escala nacional de las pasadas décadas, en donde las personas jóvenes (15 a 29 años) resultan más afectadas, por las repercusiones de las reformas y el comportamiento del mercado laboral, con una desprotección y una limitada posibilidad de acceder a servicios de salud.


  La inequidad social en salud implica diferencias sistemáticas y estructurales que inciden en el estado de salud de las personas y grupos sociales (Organización Mundial de la Salud, 2008) Así, la salud humana se ve influenciada por condiciones sociales, económicas y atributos de la población, como la educación, la alimentación, el empleo, el ingreso, los cuales influyen en la estratificación de una sociedad (Cabieses et al., 2016). Asimismo, se identifica que la inequidad y las condiciones desiguales de salud que prevalecen en México son resultado de participar o no como derechohabientes de las instituciones del Seguro Social (Murayama y Ruesga, 2016) , es decir, el sistema de salud mexicano al carecer de un sistema universal con iguales condiciones para todos los mexicanos, genera cobertura limitada y diferenciada.


  Al revisar datos del acceso a servicios de salud, se registran diferencias por tipo de servicio y por regiones del país. La población sin servicios de salud en el nivel nacional en 2015, de acuerdo con la Encuesta Intercensal, fue 20.6 millones, es decir, 17.3% de la población total (Inegi, 2016). No obstante, hay diferencias entre estados, por ejemplo, Michoacán, es la entidad con más alta proporción de personas sin atención a la salud pública, y San Luis Potosí, por el contrario, presenta el mayor porcentaje de personas afiliadas. A su vez, hay mayores disparidades por grupo de edad, son las personas jóvenes quienes cuentan con mayor ausencia de estos servicios; en el caso de los estados de Yucatán y de Sonora la diferencia representa más de 10% entre jóvenes y personas mayores, en favor de las últimas (véase la gráfica 7).
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  La población mayor de 65 años con servicios de salud que se derivan de la seguridad social pública, supera en porcentaje a los jóvenes de 15 a 29 años. Tienen mayor cobertura ya sea porque trabajaron en el sector formal, son derechohabientes o se mantienen en la PEA con acceso a esta prestación. Por el contrario, los jóvenes que cuentan con servicios de salud presentan una composición semejante a quienes cotizan para una pensión de retiro. También se observa la desproporción regional. Las entidades de Guerrero y de Chiapas, al sur del país, destacan por los bajos porcentajes de personas con servicios médicos por prestación de su trabajo. En cambio, Chihuahua, Coahuila y Nuevo León sobresalen por mayor proporción de personas con esta prestación laboral (véase la gráfica 8).
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  En suma, las inequidades en salud en México se manifiestan regionalmente, por grupo de edad y por sexo. En relación con la diferencia entre mujeres y hombres no resulta muy distinta en proporción, aunque se deben considerar las desigualdades de género consecuencia de la división sexual del trabajo, donde los hombres participan más en el mercado de trabajo y las mujeres realizan más trabajo no remunerado en los hogares.


  Como resultado, las condiciones de seguridad social y de acceso a servicios de salud tienden a ser desiguales. En parte, el Seguro Popular solventa la falta de acceso a salud para las mujeres y, consecuentemente, presentan una amplia representación, en relación con este programa. Es un servicio limitado que no resuelve los problemas estructurales de salud y tampoco las inequidades y la desigualdad social, entre otros factores, por tener poca capacidad institucional (Tamez y Eibenschutz, 2008), pero el panorama de afiliación es menos desproporcionado por grupo de edad. Son las personas jóvenes quienes más se registran a este servicio. Prácticamente la mitad de las mujeres (50.8%) y la mitad de los hombres (48.9%) tienen este tipo de afiliación (Inegi, 2016).


  LA SEGURIDAD SOCIAL FRENTE AL PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2019-20248


  Desde los criterios de política económica dados a conocer a principios del sexenio, se observaron los lineamientos que se iban a desarrollar en materia de seguridad social, al menos para la primera mitad del actual gobierno. Ya en el Plan Nacional de Desarrollo (PND) destacan dos lineamientos: para la salud, la creación del Instituto Nacional de Salud para el Bienestar, que dará servicio en todo el territorio nacional a todas las personas no afiliadas al IMSS o al ISSSTE.


  Para el caso de las pensiones, se persigue una mejor integración de los tres componentes centrales: la pensión universal y la ocupacional y el ahorro voluntario. Ya se ha puesto en marcha la “pensión para el bienestar de las personas adultas mayores” pensión universal no contributiva para mayores de 68 años y de 65 en comunidades indígenas. La pensión mensual inicia en 2019 con 1 274 pesos, monto menor a la canasta alimentaria que para enero de 2019 era de 1 568 pesos. Para fortalecer la pensión ocupacional, se decreta el 23 de enero una iniciativa que modifica, adiciona y deroga artículos de la Ley del Sistema de Ahorro para el Retiro (SAR). Se propone y aprueba la transformación de las Sociedades de Inversión Especializadas en Fondos para el Retiro (Siefores) en Fondos de Inversión especializados en Fondos para el Retiro (Fifores). Suponiendo con ello otorgar mayor flexibilidad al régimen de inversión, motivar la competencia en la generación de rendimientos y agilizar el uso del ahorro voluntario de los afiliados flexibilizando el retiro.


  Los contenidos de esta iniciativa no están orientados a atender los graves problemas por los que atraviesan los sistemas de pensiones en México, tampoco son la respuesta a los retos de la capitalización individual de administración privada. Actualmente, no lograr una pensión depende en mayor grado del número de cotizaciones necesarias para acceder al beneficio, incluso para calificar para la obtención de una pensión mínima garantizada, es decir, de la dinámica del mercado de trabajo. Además, la propuesta de modificación del esquema de cobro de las comisiones podría resultar más onerosa para los trabajadores, y no se propuso nada acerca de cómo encarar la deuda pensionaria de la transición que representa 3.4% del PIB.


  Por su parte, el empleo ocupa un lugar destacado en las propuestas y los objetivos del PND. La temática se aborda mediante las estrategias generales de bienestar y desarrollo económico, respectivamente. Se busca promover y garantizar el acceso a un trabajo digno, con seguridad social y sin ningún tipo de discriminación y para alcanzar estos objetivo, se proponen nueve estrategias: 1. instrumentar capacitación laboral con especial énfasis en los jóvenes; 2. recuperar el poder adquisitivo; 3. otorgar servicios de seguridad social, incluidas las prestaciones sociales y económicas, entendidas como derechos de protección social; 4. fomentar empleo en regiones agrícolas y forestales marginadas; 5. incentivar la mayor participación de mujeres y jóvenes en la actividad económica; 6. promover y garantizar el empleo digno con enfoque de género, juventud, inclusión y no discriminación; 7. vigilar el cumplimiento de la normatividad laboral y de las obligaciones fiscales; 8. impulsar la concertación y el dialogo social, y 9. fomentar la incorporación del sector social a las cadenas de valor y a la economía exportadora.


  Para cumplir con estas líneas estratégicas, el primero de mayo se aprobó una nueva reforma a la Ley Federal de Trabajo, que será el marco normativo sobre el que se concretarán los objetivos del PND en materia laboral. La reforma incluye medidas encaminadas a garantizar y democratizar la asociación sindical, erradicar el trabajo infantil y todas las formas de trabajo forzoso, fortalecer la contratación colectiva, evitar cualquier forma de discriminación laboral y garantizar el acceso efectivo a la justicia laboral.


  Algunas medidas como la inspección o el acceso a la justicia laboral pueden resultar positivas en el cumplimiento de los derechos laborales y en la incorporación de los trabajadores al sistema de seguridad social. Si la reforma contribuye a la formalización de los más de 7 millones de trabajadores informales que trabajan en el gobierno, las empresas y las instituciones no lucrativas, se podría tener un avance significativo.


  Para recuperar el poder adquisitivo, a principios de año se decretó un incremento de 16% en el salario mínimo que significa un avance importante en el proceso que inició en 2014, aunque si se espera cumplir con la meta establecida, los incrementos entre 2020 y 2024 tendrán que ser del orden de 13% anual, suponiendo que el nivel general de precios se mantiene constante, pero es necesario advertir que se corre el riesgo de frenar la recuperación del poder adquisitivo si las iniciativas que proponen indexar nuevamente las pensiones y prestaciones sociales al salario mínimo son aprobadas.


  La promoción de la participación laboral y la capacitación se encuentra a cargo del programa Jóvenes Construyendo el Futuro. De acuerdo con los lineamientos del programa (STPS, 2019) se busca la integración laboral de 2.3 millones de jóvenes que no estudian y no trabajan, mediante su incorporación a una empresa o institución donde recibirán capacitación laboral hasta por 12 meses, además de una beca mensual 3 600.00 pesos y prestaciones médicas del IMSS. La población objetivo representa menos de la mitad de los jóvenes que no estudian y no trabajan y coincide con los datos de la ENOE (2019) cuando se consideran solo a quienes se encuentran desocupados, disponibles e interesados en trabajar.


  Aunque la elección de la población objetivo parece razonable, hay que mencionar que esta selección deja fuera a quienes han sido clasificados como no disponibles para trabajar como si se tratara de personas que no están interesadas en el trabajo, cuando en realidad los datos (Inegi, 2018) nos indican que este grupo aporta el mayor número de efectivos que se incorporan a la ocupación entre dos trimestres. La elección sesgada de la población puede afectar el éxito del Programa pues carece de perspectiva de género al no considera que la población objetivo está constituida mayoritariamente por mujeres que han iniciado la formación familiar. Las características de estas jóvenes nos indican que más de la mitad están casadas o se encuentran en uniones, de hecho y siete de cada 10 tienen al menos un hijo, por lo que sin una adecuada articulación de políticas que atiendan sus necesidades hay riesgo de que interrumpan el proceso de capacitación por atender sus responsabilidades familiares.


  La formalización del trabajo se aborda a partir de las mismas políticas que instrumentó el gobierno anterior: simplificar los trámites necesarios para abrir nuevas empresas, mejorar la regulación; alinear la seguridad social con incentivos fiscales: promover la productividad del sector formal; promover el desarrollo empresarial y ofrecer mayor información para incentivar la formalización.


  La política de formalización se interpreta como un mecanismo para aumentar la productividad más que en una forma de trabajo que garantiza el bienestar de los trabajadores. Por ello, no sorprende que la formalización se encuentra separada de las funciones de bienestar y se incorpora directamente a las funciones de desarrollo económico, pues se considera que la informalidad es una de las principales causas del estancamiento de la economía y que la productividad es la principal fuente de riqueza de las naciones y la variable más determinante en el proceso de desarrollo (Poder Ejecutivo Federal, 2013).


  La idea de que la informalidad es un problema de productividad tampoco es nueva, en realidad se trata de una tesis del liberalismo económico que considera que la informalidad tiene su origen en la regulación del Estado (De Soto et al., 1987). Las propuestas de formalización basadas en esta perspectiva ideológica simplifican problemas complejos como la pobreza y la desigualdad, para reemplazarlos con propuestas relativamente sencillas de implementar como los créditos a pequeñas y medianas empresas (pyme) o la reducción del número de trámites necesarios para iniciar un negocio como lo señala Bromley (1998). En este sentido, el PND 2019-2024 mantiene esta perspectiva ideológica al considerar que la informalidad es consecuencia sólo de la regulación (Poder Ejecutivo Federal, 2019: 145) y por ello, se propone que el papel del Estado debe limitarse a proporcionar las condiciones necesarias para abrir nuevas empresas, bajo el supuesto de que la competencia en los mercados impulsa la productividad, el crecimiento económico y el desarrollo (PND, 2019: 156).


  Al colocar la productividad como el elemento central en las estrategias para la formalización las propuestas del PND 2019 quedan supeditadas a un conjunto de políticas públicas que retoman la agenda neoliberal y reducen la participación del Estado a la de un simple promotor de la competencia y vigía del cumplimiento del marco normativo y, en esencia, son una continuación de las políticas de la administración anterior.


  CONCLUSIONES


  En este capítulo se revisa la dinámica demográfica en México y los cambios en la estructura por edades, para analizar las implicaciones que el bono demográfico y el proceso de envejecimiento tienen en el empleo y la seguridad social contributiva, particularmente en las pensiones y los servicios de salud.


  Las estadísticas e indicadores presentados dan cuenta de un escenario desalentador. Destacamos que, siendo un país de jóvenes está transitando rápidamente al envejecimiento demográfico frente a un mercado laboral que registra una alta informalidad laboral y, por lo tanto, baja cobertura de la seguridad social, a la que calificamos de excluyente, desigual y fragmentada. Identificación que se deriva de sus características institucionales, enfocadas sólo en la incorporación de trabajadores subordinados asalariados, dejando fuera otras formas de organización del trabajo (trabajadores independientes, campesinos y del sector agropecuario de subsistencia y trabajo doméstico), más todas las formas de trabajo y por condición de género que no son registradas a la seguridad social. También se destacó en la distribución territorial de la cobertura y de las exclusiones a la seguridad social que imponen mayores niveles de desigualdad entre entidades. Al establecer la relación directa entre grupos etarios y características del empleo, se enfatizó en la crisis de la seguridad social contributiva.


  Además, se analizaron los temas del Plan Nacional de Desarrollo para el periodo 2019-2024 relacionados con la seguridad social y el empleo. Si se mantiene la característica de ligar la seguridad social a lo laboral y al empleo formal, la dinámica del mercado de trabajo esperado no parece ofrecer mejores resultados de lo hasta ahora obtenido en términos de cobertura. Lo considerado en el tema de la salud acerca de la creación del Instituto de Salud para el Bienestar, parece no diferir de la actual estructura dividida entre los servicios de salud que ofrecen las instituciones de seguridad social y los servicios de salud que la Secretaría de Salud administra de tiempo atrás.


  Con esta revisión, hasta el momento no se encuentran estrategias específicas para que los excluidos de la seguridad social superen dicha situación y al menos se homogenicen la calidad de los servicios básicos en salud. En el ámbito de las pensiones lo que se ofrece no contrarresta las raíces del problema que próximamente se observará como la crisis social y fiscal de las pensiones, por la baja cobertura, el bajo monto de las pensiones y el alto costo fiscal. Siendo uno de los ejes del actual gobierno el empleo, advertimos en las estrategias diseñadas, los vacíos de información y la misma concepción de las administraciones anteriores ante el empleo informal, situación que podría resultar solo en pequeñas variaciones ante los grandes desafíos que el cambio en la estructura por edades presenta al país en el ámbito del empleo y de la seguridad social.
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      1 La desigualdad se refiere a la distribución asimétrica de factores como la propiedad, la riqueza y el poder. Aquí nos referimos particularmente a la distribución desigual de la renta que implica un costo en términos de menor bienestar social (Atkinson, 2015).

    


    
      2 Las diferencias se presentan entre distintos grupos sociales y no son resultado de condiciones biológicas, sino debido a atributos sociales (Whitehead, 1991).

    


    
      3 Es el número promedio de hijos que tendría una mujer de una cohorte hipotética de mujeres que durante su vida fértil tuvieran sus hijos de acuerdo con las tasas de fecundidad por edad del periodo de estudio y no estuvieran sometidas a riesgos de mortalidad desde el nacimiento hasta la finalización del periodo fértil (Conapo, 2019).

    


    
      4 Las proyecciones del IMSS toman como referencia la relación histórica entre el crecimiento del trabajo asegurado y el crecimiento de la economía, de modo que la tasa de crecimiento de los asegurados siempre será igual a la tasa de crecimiento del PIB que resulte más baja entre las estimaciones elaboradas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE).

    


    
      5 Su antecedente es la Ley de Retiros y Pensiones del Ejército y la Armada Nacional de 1939. Una característica de la seguridad social que se ha estructurado para militares es que los únicos que cotizan son las dependencias y el gobierno.

    


    
      6 Las disparidades se refieren a diferencias entre grupos, las cuales se consideran que se pueden evitar y son injustas (Urrutia y Cianelli, 2010).

    


    
      7 La inequidad implica injusticia social y se fundamenta en la ausencia de justicia distributiva, en relación con la salud implica disparidades en el estado de salud (Braveman y Gruskin, 2003).

    


    
      8 Presentado por el nuevo gobierno el 30 de abril de 2019.

    

  


  4. La funcionalidad de las finanzas públicas y las prioridades del gasto social en el nuevo gobierno


  Ma. Irma Manrique, Ernesto Bravo,

  Raúl Porras, Marcela Astudillo,

  Violeta M. Rodríguez e Irma Delgado*


  INTRODUCCIÓN


  Es pertinente recordar que durante los debates acerca de cómo solucionar la crisis de los años treinta, surgieron importantes análisis que en el campo de la economía revolucionaron profundamente las estrategias e instrumentos de política económica que sacaran al capitalismo de la inestabilidad, rescatando o cuestionando particularmente el papel del Estado.


  En la década siguiente, la llamada revolución keynesiana se hizo presente en particular en la política tributaria y en los instrumentos que aseguraran la estabilidad monetaria y económica general (Muller, 2019). En esos debates, Abba Lerner (1944) adujo que era tiempo de que se adoptara una política keynesiana “del control”, en la cual el gobierno explícitamente usaría lo que él denominó la “finanza funcional” a fin de mantener el proceso económico desarrollándose estable y eficientemente. La explicación de este término fue para contrastar la “finanza sana” tradicional con la “finanza funcional”; entendiendo la finanza sana como aquella que promueve la política del laissez faire y la acción gubernamental “prudente”, es decir, que las cuentas tienen que estar equilibradas, considerando adicionalmente que ante una tasa mayor que la tasa de crecimiento, la oferta de dinero o cantidad de circulante no puede aumentar y que, el gobierno no debe intervenir en asuntos económicos. Sostiene que el gobierno puede aumentar su gasto mediante una reducción de la tasa impositiva para que los contribuyentes tengan más dinero para el consumo y así se pueda cobrar más base de impuestos que los que recaudan; sin embargo, considera que esto puede generar inflación. La recomendación de Lerner es que la cantidad potencial de impuestos esté regida por las condiciones de la economía y no por los intereses financieros del Estado, que pueden generar desestabilidad en el sistema.


  Del anterior planteamiento del problema defendemos la siguiente hipótesis: la parte sustancial de la política económica que resulta nodal en su definición es el binomio: política fiscal y política monetaria, se encuentra, en el caso de México, en seria contradicción. El manejo de este eje básico de la economía nacional, en el actual gobierno se propone para crecer e impulsar el desarrollo económico, un enfoque de política fiscal con fortalecimiento al control de precios, lo cual orienta el camino de las finanzas públicas a un entorno restrictivo en la distribución del ingreso.


  Se trata de una visión fiscal ortodoxa que favorece una condición de finanzas públicas sanas que sugiere que el déficit fiscal es aventurado e inestable y que acumular deuda pública es negativo para el crecimiento a largo plazo porque incide además negativamente en el ciclo de negocios.


  De ahí que el objetivo central de este trabajo colectivo está encaminado a demostrar que, mediante la utilización del enfoque de las finanzas públicas funcionales, se puede lograr que el proceso económico se mantenga estable y eficiente.


  El trabajo consta de esta introducción que plantea el problema, el objetivo y la hipótesis, así como con el marco teórico de referencia; la revalorización de la funcionalidad de las finanzas públicas en el contexto neoliberal y poskeynesiano; las condicionantes de la política fiscal para el Proyecto de Nación 2019-2024; el gasto público contra la desigualdad y la discriminación; lo esperado en el combate a la corrupción en el presente sexenio, y la deuda pública de México en 2018, y las conclusiones.


  La deuda en las finanzas funcionales


  El enfoque de finanzas funcionales de Abba Lerner en cuanto a la deuda pública, establece que, bajo ciertas condiciones, la deuda de gobierno orientada responsablemente hacia fines productivos, es necesaria para el adecuado funcionamiento de la economía. Por ejemplo, en una economía con mercados de capital imperfectos, la deuda pública puede ayudar a la formación de capital y a generar altas tasas de crecimiento. Al respecto, Lerner (1943) sostiene que el déficit gubernamental y, por tanto, la acumulación de deuda, deben tener como objetivo alcanzar pleno empleo. En general, el déficit presupuestal debe ser usado para mantener o elevar la demanda agregada (en particular, el gasto y la inversión privada) cuando la actividad económica se contrae. El balance debe estar acorde con el ciclo económico, esto es, superávit durante los años de bonanza y déficit en los años de crisis.


  El reconocimiento de que es poco probable que la prosperidad se mantenga en el tiempo, significa que tampoco es probable que el presupuesto se equilibre en periodos largos. En general, significa reconocer que la deuda pública, ya sea financiada mediante préstamos o emisión de dinero, será necesaria, y que su incremento no representa ningún peligro para la sociedad, cualquiera que sea su magnitud, siempre y cuando la hacienda funcional mantenga el nivel apropiado de demanda efectiva frente a la producción a precios corrientes. El crecimiento de la deuda pública se autoequilibra, pues el uso de ésta disminuye la necesidad de seguirla incrementando. Cuanto mayor sea la deuda pública, bajo el principio de la hacienda pública funcional, mayor será la riqueza privada generada, ya que la deuda pública pasa a formar parte de la riqueza privada de los tenedores de bonos gubernamentales. De tal forma que el gobierno ya no tiene necesidad de emitir deuda, la emisión de títulos del gobierno baja y, por tanto, se reducen los incentivos para ahorrar. Cabe recordar que una gran acumulación de ahorros en el pasado desalienta el ahorro actual; además de que, incrementos en el gasto privado hace que sea menos necesario recurrir al déficit para mantener el gasto total al nivel del pleno empleo (Lerner, 1943).


  En el mismo sentido, Lerner argumenta que el incremento de la deuda pública para financiar la expansión del gasto público deficitario no es dañino, ya que la deuda no tiene por qué crecer constantemente. Y, en caso de que así fuera, sus intereses pueden ser pagados con cargo a los impuestos, cuyo valor se incrementa a medida que la actividad económica se expande, pues la base tributaria es mayor.


  Bajo este supuesto de crecimiento de la actividad económica, que es el objetivo de las finanzas funcionales, el monto de los intereses de la deuda pública solo debe constituir una fracción del beneficio resultante del gasto público, esto es, del incremento del ingreso nacional. El pago de dichos intereses no es pérdida para la nación, pues son transferencia de los contribuyentes a los tenedores de bonos (Lerner, 1943).


  Al respecto, Kalecki (1984) argumenta que un incremento en la deuda nacional no constituye una carga para la sociedad, si consideramos que se trata de una transferencia interna, ya que, en una economía en expansión, el cociente deuda pública/ingreso interno debe aumentar o, en su caso, el índice deuda pública/producto debe disminuir, si la tasa de crecimiento es lo suficientemente alta.


  Lerner plantea que las reglas de las finanzas funcionales conducen a evaluar su efecto real en una economía específica en un momento dado, ya que en lugar de estar basadas en el prejuicio de que el déficit fiscal, la deuda pública y una política monetaria expansionista son necesariamente “malas”. El propósito de la propuesta entonces es tratar de mantener el balance de la economía usando el presupuesto como mecanismo de control de las fuerzas que llevan al sobrecalentamiento o al enfriamiento excesivo de la economía (Nell y Forstater, 2003).


  Lerner (1941) determinó que las finanzas funcionales dependen de: a] que el gobierno mantenga un nivel de demanda razonable, es decir, si hay poca demanda —y consecuentemente un alto nivel de desempleo— el gobierno debe, ya sea, reducir los impuestos o aumentar los gastos. Si hay demasiada demanda, el gobierno debe prevenir la inflación reduciendo sus gastos o aumentando sus impuestos; b] el gobierno debe mantener una tasa de interés que optimice la inversión mediante la toma de préstamos cuando desea elevarla y, repagando la deuda cuando desea bajarla, y c] cuando cualquiera de las dos opciones anteriores entra en conflicto con los principios de la “finanza sana” —balancear la deuda pública o limitarla— no importa, el gobierno debe imprimir el suficiente dinero como para financiar las otras dos reglas.


  LA REVALORIZACIÓN POSKEYNESIANA DE LA FUNCIONALIDAD DE LAS FINANZAS PÚBLICAS EN EL CONTEXTO NEOLIBERAL


  Con el advenimiento de los desequilibrios económicos que la economía mundial comenzó a registrar en las décadas de los años sesenta y setenta, los planteamientos para resolverlos, al igual que la filosofía keynesiana en general (a partir de los años ochenta), empezaron a ser muy cuestionados, siendo sustituidos por los argumentos de la nueva macroeconomía neoclásica o nuevo consenso monetario (NCM) y por la nueva síntesis neoclásica (NSN) y su corolario de última generación, la consolidación fiscal (CF). Con este último, se considera que “un periodo de consolidación fiscal puede ser considerado expansivo si el crecimiento promedio real del PIB en cada año de ajuste y los dos años posteriores, es mayor que el crecimiento promedio real de los dos años anteriores” (Alesina et al., 2002).


  El NCM se estructura con las ideas planteadas en las décadas de los años setenta y ochenta de las escuelas de las expectativas racionales y la nueva macroeconomía keynesiana (modelo IS-LM), manifestándose contraria a la intervención del Estado con fines de fomento económico; este esquema propone la NSN. De hecho, es la fusión del NCM y la NSN, cuyo resultado es un modelo que propone cambios sustanciales en la relación LM, la cual es modificada por una curva de política monetaria (MP) que significa la forma en que la autoridad monetaria determina la tasa de interés nominal y con ello, la real, para controlar los precios y el crecimiento económico.


  De esta manera, si la política económica plantea una política fiscal expansiva se traducirá en un aumento del producto efectivo con respecto al potencial, y por la curva de Phillips, en un fenómeno inflacionario. De igual manera, una política monetaria que busque incrementar el nivel de producción efectivo reduciendo la tasa de interés, se traducirá en inflación, lo que también va en contraposición de los objetivos del banco central.


  No obstante lo anterior, y más allá de los claroscuros del supuesto éxito del NCM, así como de la CF, diversos autores entre los que destacan Arestis, Goodwin y Sawyer (2007), se han dado a la tarea de revalorar las ideas de Abba Lerner sobre las finanzas funcionales. Estos autores comienzan cuestionando los supuestos éxitos en materia de crecimiento económico y estabilidad que se presentaron en varios países (Dinamarca, Irlanda y Portugal) a raíz de la reducción de sus respectivos déficit fiscales, encontrando evidencia empírica que afirmó lo contrario, ya que hubo episodios en los mencionados países, en donde la reducción del déficit no trajo aparejado el crecimiento económico esperado.


  Muy contrario a lo planteado por Lerner quien, como ya se expresó antes, propugnaba por incurrir en déficit fiscal para salir de una depresión económica y mantenerse en una senda de crecimiento, inspirado en las ideas de la teoría de la ocupación, el interés y el dinero de Keynes. En este sentido, el economista de origen bielorruso afirmaba que la hacienda funcional sigue el principio de juzgar las medidas fiscales por su función o papel en la economía, con la finalidad de reducir la inseguridad económica que amenazaba a la civilización democrática.


  Lerner reconoce dos principios:


  1. La responsabilidad financiera del Estado que consiste en mantener el gasto total del país en bienes y servicios en un nivel ni por abajo ni por encima de aquel que los precios corrientes permiten adquirir todos los bienes cuya producción sea posible. Si se permite que el gasto total sea superior a esa cifra habrá inflación, si se permite que sea inferior, habrá desempleo.


  2. El Estado solo habrá de pedir prestado cuando sea deseable que el público tenga menos dinero y más bonos del Estado pues esos son los efectos de los empréstitos públicos. Cuando la tributación, el gasto, el endeudamiento y el préstamo o reembolso de empréstitos públicos están regidos por los principios de la hacienda funcional, cualquier exceso de los pagos monetarios sobre los ingresos, si no puede cubrirse desatesorando, ha de compensarse con la emisión de nuevo dinero y cualquier exceso de cobros sobre pagos puede ser destruido o destinado a engrosar el atesoramiento.


  LAS CONDICIONANTES DE LA POLÍTICA FISCAL PARA EL PROYECTO DE NACIÓN 2019-2024


  La política fiscal representa para toda la administración pública recursos de gestión que permiten activar o reactivar segmentos de actividad económica en aras de incentivar su crecimiento, dinamizar la demanda final de su población y, con ello, aportar bienestar; por el contrario, dependiendo del interés colectivo, financiero o político prevaleciente, también puede restringirla. Por ello, se analiza la visión y alcance fiscal del gobierno en torno a la orientación de sus finanzas públicas, sus propuestas para impulsar el crecimiento del producto interno bruto (PIB), mejorar la distribución del ingreso, así como identificar las posibilidades de financiamiento real que tienen tales medidas, ante un contexto de política fiscal restrictiva y de austeridad presupuestal anunciada, promotores de estabilidad en precios, pero con castigo al crecimiento en producción de bienes y generación de servicios.


  Diatriba del crecimiento económico


  El sustento del gobierno actual para crecer e impulsar el desarrollo económico, es elevar la productividad, propone para ello medidas macroeconómicas con impulso tecnológico y sectorial, basadas en proyectos específicos de inversión pública y privada con la intención de duplicar al menos la actual tasa de crecimiento a 4.0%. No obstante, aplica un enfoque de política fiscal, con fortalecimiento al control de precios lo cual orienta el camino de las finanzas públicas a un entorno restrictivo en distribución de ingreso. Este es el punto de debate.


  La visión fiscal ortodoxa favorece una condición de finanzas públicas sanas, sugiere que el déficit fiscal es aventurado e inestable y que acumular deuda pública es negativo para el crecimiento a largo plazo, porque además incide negativamente en los ciclos de negocios. En perspectiva de elección racional, la teoría de los partidos políticos (Strom, 2004), propone que los gobiernos comandados por iniciativas de izquierda, al contrario de los conservadores, expanden su gasto para mayor distribución del ingreso generado nacional, un mecanismo puede ser el empleo.


  La particularidad de Andrés Manuel López Obrador (AMLO) (2019-2024) es que al igual de lo que él mismo denomina conservadores, su visión fiscal establece medidas para reestructura e incluso reducción de gasto y equilibrio de su balance primario, con propósito de mantener tasas impositivas sin cambio por lo menos hasta 2021, para control de la dinámica de precios. Además, argumentando como mecanismo de financiamiento el ahorro logrado con solo el combate a la corrupción.


  De acuerdo con Strom, un político empujado por el ímpetu egoísta de la reelección o permanencia de su partido en el poder, estará dispuesto a impulsar niveles de empleo y crecimiento del PIB, para lo cual justifica un déficit fiscal e incluso puede aumentar el tamaño del gobierno. Pero alejarse de la derecha conservadora que impulsa finanzas públicas sanas y equilibradas, canon de la ortodoxia económica, es catalogado como populista en exceso, populista y derrochador del sistema político, debido a ello no es tarea sencilla proponer una dinámica de crecimiento elevado, cuando las economías del resto del mundo globalizado están condicionadas por la dinámica estabilizadora de precios.


  El gobierno de AMLO asume el derecho de encabezar un sistema político populista, pero enfrenta de facto condiciones presupuestales que limitan en su propio contexto la naturaleza y alcance que pueda dar a su política fiscal, fuera de ese establishment conservador. Su gestión pública parte de tres ejes centrales y tres transversales, coincidentes en lograr mayor crecimiento, con el objetivo de mejorar la distribución del ingreso e impulsar el desarrollo territorial sostenible (SHCP, 2019). Para entender su alcance real, es necesario ubicar el contexto en que se desenvuelve la política fiscal limitada por el control de precios, ya que la ortodoxia indica que, si aumenta la producción, se estimula el aumento de los precios (De Gregorio, 2007).


  Por ello, si se quiere crecer, hay que estar preparados frente al crecimiento de la inflación. Este dilema surge cuando el productor de bienes y servicios traslada el precio al consumidor final. No ocurre lo mismo en los mercados financieros, ya que hay una relación contractual entre prestatarios y prestamistas mediante la tasa de interés, definida, a su vez, por un nivel de precios esperado. Si el movimiento en los precios es mayor y la inflación resulta más alta de lo proyectado, los prestamistas o tenedores del capital financiero serán afectados porque la tasa pactada no alcanza a compensar la pérdida en valor presente del dinero que prestaron, generando pérdida (Banxico, 2019).


  A medida que el control de precios se estigmatiza como finalidad, el crecimiento se ve castigado; al igual que la generación de empleo formal y la distribución equitativa del ingreso. La modalidad ortodoxa es que la gestión pública permanezca fuera de las decisiones de mercado y el gobierno se limita a regular desequilibrios coyunturales. Se trata entonces de un contexto de política fiscal restrictiva que limita el crecimiento económico.


  Control de precios y dependencia financiera


  La economía mundial establece un contexto fiscal promotor de la estabilidad de precios y de las tasas de interés, con lo que globaliza la reducción en el nivel de crecimiento del PIB. De 1960 a 2018, el crecimiento medio de la economía mexicana fue de 2.6%, similar al de 2.6% de Estados Unidos; América Latina y el Caribe también 2.6 y, solo ligeramente superior al de Canadá de 2.4% y al de la Zona Euro, 1.9. Se trata de un ajuste mundial, a condición de la disminución de la oferta, 1.0% en promedio anual (Banco Mundial, 2019).


  Los gobiernos precedentes han sustentado que lo mejor de la economía mexicana es la estabilidad, a partir de los fundamentos económicos que han servido de base a la política seguida en los últimos años, pues ante tasas de inflación menores a 10%, el crecimiento del PIB se movió de 4.1 a 2.6%. Y, aun cuando en la administración presidencial anterior se afirmó que con las reformas impulsadas se incentivaría el crecimiento a más de 5% anual, 2018 cerró con 2.0%, en franca correspondencia con el resto del mundo de 2.41% (Banco Mundial, 2019).


  El argumento para el bajo crecimiento es la contención de los precios, pero históricamente no se detecta correlación alguna en ese sentido. En los años ochenta, la tasa de inflación se elevó hasta 131% ante el 1.7 del PIB; de 1993 a 2018, el diferencial de tasas de interés osciló en 5.81%, con una tasa anual media de inflación de 9% y, el aumento del PIB fue de 2.8%. El sector externo representa el caudal de ingresos por esfuerzo productivo interno, de 1960 a 2018, mantiene un déficit comercial de (-) 0.72%, mientras que, en cuenta corriente, ha sido superior a (-) 3.0% del PIB, cerrando 2017 en (-) 1.9%. Por supuesto, la política monetaria de Estados Unidos nos mantiene vulnerables ante la dependencia de la inversión extranjera. El gobierno en sus tres niveles institucionales no ha podido reducir su déficit fiscal y, en consecuencia, mantiene un endeudamiento superior a 50% del PIB.


  Se trata de un esquema fiscal que intenta contrarrestar la fragilidad del sistema financiero internacional, pero hace que las evaluaciones de las agencias calificadoras de riesgo-país incidan en el nivel de confianza de los inversionistas. Después de 1995, Moody’s ha mejorado la calificación de BA3 a A3, aunque en la actualidad es BBB+; Fitch reconoce que se cuenta con grado de inversión, sobre todo después de 2008, pero consideró necesario bajar uno o dos puntos para garantizar opciones en la tasa de retorno o al flujo de capitales internacionales. Son condiciones que se suman a una política fiscal restrictiva, con miras a reducir el poco crecimiento que se tiene. Al mismo tiempo se prevé que la inflación seguirá por encima del techo del rango de variabilidad. La SHCP ha anunciado más recortes al gasto, lo cual complica más el escenario de la política fiscal.


  La situación puede derivar en crisis de confianza, en la que el consumidor ha mantenido cierto optimismo. Las exportaciones disminuyen debido a la dependencia comercial con Estados Unidos, que no termina por recuperarse; el gasto público se estrecha y se percibe mayor volatilidad cambiaria; menores flujos de inversión sobre todo extranjera y, por falta de crecimiento, ha comenzado a transferirse el efecto del tipo de cambio a la inflación. Son todos ellos factores que condicionan menor crecimiento y empleo.


  Moralización de las finanzas públicas


  No parece superficial que el propósito de la política fiscal del nuevo gobierno se alinee a la condición conservadora de contener su déficit en momentos en que debería establecer un diseño de finanzas funcionales (Forstater, 2001; Kregel y Wray, 2017). En cambio, la medida ha sido utilizar un mismo presupuesto: 5.8 billones de pesos, para compartir ingresos e impulsar crecimiento.


  Identificadas estas condiciones de estructura y coyuntura de la política fiscal, se pronostica, con metodología Box-Jenkins, la posibilidad real de crecimiento del PIB. Se utilizó el recurso ARMA, si todo se mantiene igual, para generar distintos escenarios. Un diagnóstico posible para el final del sexenio sería:


  i] El contexto internacional y nacional se logre un crecimiento de hasta 3.9 por ciento.


  ii] Un impulso interno de política fiscal, para sostener el gasto del gobierno, deberá incrementarse el ingreso tributario en al menos 2.9 por ciento.


  iii] El impulso fiscal se debe trasladar hacia el consumo final de hogares en 4.4 por ciento.


  iv] El gasto nacional bruto debe subir a 2.6 por ciento.


  v] El control de precios, sin llegar a ser laxo, debe permitir una elevación superior a los 10 puntos porcentuales.


  En conclusión, la actual administración hace bien en sanear las finanzas públicas, esta vez por medio del combate a la corrupción, pero esto por sí solo no alcanza, debiera avanzar a la vez gradualmente —en la medida que el propio contexto institucional nacional y regional se lo permita— hacia un contexto de finanzas públicas funcionales que le propicien una mejor distribución del ingreso mediante la creación de trabajo, para lo cual, la visión de elevar el PIB al doble de lo que se tiene, es atinada. Lo que sigue en materia de política y gestión económicas es en favor de orientar esta posibilidad.


  Parámetros de estimación:


  Condiciones:


  Durbin Watson, intervalo óptimo de 1.85 a 2.15 por ciento.


  Nivel crítico de ajuste: menor a 0.05 por ciento.


  T-estadística de ADF: nivel de aceptación.


  Pvalor: mayor que 0.05 por ciento.


  Prob de último rezago menor a 0.05 por ciento.


  Hipótesis nula: hay raíz unitaria en las series y además son no estacionarias.


  Se aplicaron las pruebas a series de tiempo ARMA, para pronosticar los años futuros, los parámetros que se obtuvieron al buscar raíces unitarias y estacionariedad, fueron elaborados con datos del Banco Mundial.


  EL GASTO PÚBLICO CONTRA LA DESIGUALDAD Y LA DISCRIMINACIÓN


  En este apartado, se analizan los cambios que tuvo el gasto transversal (GT) en el primer presupuesto de egresos (PEF) elaborado por el gobierno de Andrés Manuel López Obrador. El GT, es el presupuesto que financia las acciones de gobierno que coadyuvan a que los grupos poblacionales más vulnerables superen su rezago, por lo que constituye el tipo de gasto social que mejor refleja el esfuerzo presupuestal orientado a mejorar el bienestar de la población.


  El presupuesto transversal


  Coincidiendo con el desenvolvimiento del gasto neto transversal, el GT autorizado en 2019 tuvo un aumento real anual de 37.1%, el mayor que ha presentado desde que comenzó a reportarse, en 2012, revirtiendo así la tendencia decreciente que lo afectó desde 2016 (SHCP, 2018; PEF, 2019, DOF, 2019).1


  Esta recuperación, sin embargo, no fue suficiente para evitar que, de un año a otro, las erogaciones transversales redujeran en 10.2 puntos porcentuales, su participación en el gasto neto, como resultado de la caída de 6.4 puntos porcentuales que tuvo el GT del Programa para la Atención, de Niños, Niñas y Adolescentes, y la de 1.9 puntos porcentuales que registró el GT del Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable (SHCP, 2018; PEF, 2019, DOF, 2019).


  De los 10 programas transversales, solamente los programas para la Atención de Grupos Vulnerables y para la Transición Energética, aumentaron su participación en el gasto neto, en 1.1 y 0.2 puntos porcentuales, respectivamente. Los otros seis mantuvieron sin cambio dicha participación. En el caso de los programas para la Mitigación de los Efectos del Cambio Climático y de Ciencia, Tecnología e Innovación, lo anterior ocurrió, debido a que redujeron en 32.1 y en 1.0%, respectivamente, su presupuesto de 2019 con relación al gasto que ejercieron en 2018. En el caso de los cuatro programas restantes, el aumento real que tuvo su asignación de 2019, respecto al gasto ejercido el año previo, no modificó su participación en el gasto neto total.


  Este desenvolvimiento tan irregular evidencia que el PEF 2019 profundizó dos de las tres características que han tenido las erogaciones transversales desde que comenzaron a reportarse. Una de las características es la restricción presupuestal selectivamente aplicada a los programas presupuestales (PP) de mayor cobertura, que han administrado ese tipo de recursos durante un periodo más prolongado; las otras, es la rotación de las prioridades del GT de uno a otro PP, sin que dicho cambio se asocie al desempeño de las brechas causadas por la desigualdad y la discriminación, en el caso de los programas con menor longevidad en la aplicación de erogaciones transversales.


  La tercera característica, que aún no puede evaluarse, es el subejercicio sistemático que invariablemente afecta a todos los PP que administran el GT. El Programa para la Desigualdad entre Hombres y Mujeres es el que más claramente muestra estas dos características, por lo que se analiza en detalle enseguida.


  El Programa para la Igualdad entre Hombres y Mujeres


  Este Programa integra el gasto para la equidad de género (GEG), que sumó entre 2011 y 2018, 391 millones de pesos (mmdp); es decir, 48.9 mmdp en promedio por año. Poco más de la mitad de esos recursos financiaron los PP que reportaron acciones para la equidad de género por más de cuatro años. Éstos, denominados en adelante PP+4, conforman el conjunto de programas de mayor longevidad en el ejercicio del GEG y fueron los más afectados por la restricción presupuestal aplicada por el PEF 2019. Mientras que este último más que duplicó al GEG promedio anual del periodo 2011-2018, al etiquetar 88.5 mmdp para ese tipo de erogaciones, apenas 24.5% de esos recursos fue asignado a los PP+4, dejando los 66.8 mmdp restantes para financiar al conjunto de programas que reportaron acciones para la equidad de género por cuatro años o menos del periodo antes mencionado. Este conjunto de PP+4, es el que conforma al de los PP con menor longevidad en el ejercicio del GEG (SHCP, 2018; PEF, 2019; DOF, 2019).


  De los 68 PP+4 existentes hasta 2016, 10 dejaron ejercer GEG en 2017, reportando 38.2 mmdp ejercidos entre 2011 y 2016 (SHCP, 2018; PEF, 2019; DOF, 2019). Si estos recursos son omitidos, el GEG ejercido por los 58 PP+4 restantes, suma 194.6 mmdp entre 2011 y 2018, lo que equivale a un promedio anual de 24.3 mmdp, cantidad que cayó en 10.7% en el PEF 2019, al ubicarse en 21.7 mmdp (SHCP, 2018; PEF, 2019; DOF, 2019).


  Los más afectados fueron los cuatro programas eliminados, pues dejarán de realizar las acciones que habían venido desplegando para combatir la desigualdad de género. Estos PP, que explican 7.3 puntos de la caída antes mencionada, reportaron haber atendido a 110.6 millones de beneficiarios entre 2011 y 2017, 15.8 millones en promedio por año, los cuales dejarán de recibir en 2019, los bienes y servicios implicados por dichas acciones (SHCP, 2018; PEF, 2019; DOF, 2019).


  En el extremo opuesto están los 28 PP+4 que incrementaron su asignación del GEG en el PEF 2019, con relación al promedio que ejercieron por año entre 2011 y 2018. Con 118.5 mmdp erogados en ese periodo, dicho promedio se ubicó en 14.8 mmdp, cantidad que aumentó 14.3% en el PEF 2019, al ubicarse en 16.9 mmdp. Estos programas, sin embargo, reportaron haber atendido apenas 20.2 millones de beneficiaros entre 2011 y 2017, solo 18.3% de los beneficiarios reportados en el mismo periodo por los PP+4 que dejaron de presupuestar el GEG en 2019 (SHCP, 2018; PEF, 2019; DOF, 2019).


  Los 26 programas presupuestales restantes del conjunto PP+4, redujeron en 37.7% su asignación en 2019, misma que pasó de 7.7 mmdp en promedio por año entre 2011 y 2018 a 4.8 mmdp en 2019. Con esa caída, no es claro que pueda sostenerse la cobertura promedio anual de 101.9 millones de beneficiarios que reportó ese subconjunto entre 2011 y 2017, al haber sumado 713.5 millones de beneficiarios en el periodo (SHCP, 2018; PEF, 2019; DOF, 2019).


  En lo que se refiere al GEG de los PP+4, la rotación de uno a otro PP de ese subconjunto, no vinculada al desenvolvimiento de las brechas de género, fue su característica del periodo 2011-2018, la cual se profundizó en el PEF 2019. La rotación del GEG puede verse claramente entre aquellos ramos presupuestales que no tuvieron PP con acciones para la equidad de género en el PEF 2019. El énfasis que había tenido el GEG de Turismo, Hacienda, Función Pública e Inegi entre 2011 y 2013 fue sustituido a partir del año siguiente y hasta 2018 por el GEG de los PP de la Defensa y la Marina, de tal forma que el primer conjunto dejó de ejercer el GEG en 2013 y, el segundo, comenzó a hacerlo en (SHCP, 2018; PEF, 2019, DOF, 2019).


  Ese comportamiento se repitió al interior de los ramos presupuestales, lo que causó el cambio estructural que tuvo en 2015: la cobertura y el GEG de los PP+4 aumentó de 5.0 a 27.1 millones, con un incremento del GEG promedio anual de 8.9 a 27.3 mmdp. Este último se duplicó en 2018, al llegar a 40.5 mmdp y a 66.8 mmdp en el PEF 2019 (SHCP, 2018; PEF, 2019; DOF, 2019).


  Pese a lo anterior, los 28 000 426 beneficiarios por el conjunto de los PP de Turismo, Hacienda, Función Pública e Inegi, perdieron las acciones para la equidad de género desplegadas por las oficinas administrativas incluidas en dichos ramos presupuestales, cuando éstas abandonaron su participación en el Programa para Igualdad de Mujeres y Hombres, pues los PP de Defensa y Marina que comenzaron a ejercer el GEG en 2014, surgieron con objetivos y orientaciones completamente diferentes, por lo que sus beneficiarios fueron una población distinta a la mencionada al inicio del párrafo. Los beneficiarios de los PP de Defensa y Marina, llegaron a 3.7 millones en promedio entre 2011 y 2017, pero en 2019 perderán también los bienes y servicios implicados por las acciones para la equidad de género desplegadas mediante tales PP, porque éstos dejaron de tener asignado el GEG en el PEF 2019.


  El continuo cambio de prioridades del GEG es aún más visible en los PP de los ramos presupuestales que han recibido la mayor cantidad de recursos de ese tipo. Uno de los ejemplos más claros de ello es el GEG de Desarrollo Social, cuyo énfasis en los PP de vivienda en 2011 y 2012, fue reemplazado al año siguiente por la importancia en el Programa de Seguro de Vida para Jefas de Familia y éste fue también reemplazado desde 2017, por el Programa de Pensión para Adultos Mayores, que fue el que tuvo la mayor asignación del GEG del ramo en el PEF 2019. Mientras que los últimos dos programas no reportaron la cantidad de beneficiarios de las acciones para la equidad de género que desplegaron, el primero contabilizó 15.5 millones entre 2011 y 2012, implicando un promedio anual de 7.7 millones que perdieron desde 2013 los bienes y servicios implicados por tales acciones (SHCP, 2018; PEF, 2019; DOF, 2019).


  Ese mismo comportamiento se repite en el resto de los programas transversales; en específico, en el caso de los que tuvieron reducciones en su asignación del GT, que fueron asignados por la restricción presupuestal selectivamente aplicada a los PP de mayor longevidad en el GT, que son también los de mayor cobertura y, en el caso de los que no tuvieron reducciones reales en su GT, o que inclusive lo incrementaron, fueron afectados por la rotación en las prioridades, sin que este cambio se asocie al desempeño de las brechas generadas por la desigualdad.


  LO ESPERADO EN EL COMBATE A LA CORRUPCIÓN EN EL PRESENTE SEXENIO


  Resulta muy pertinente a esta altura abordar el tema de la corrupción, Casar (2016: 35) afirma que los niveles de corrupción a que se ha llegado en México, “son propios de una sociedad en la que ni gobernantes ni gobernados gustan del imperio de la ley y en la que la justicia puede comprarse. Unos por gusto, ambición o codicia y otros por necesidad participan en la corrupción.”


  Así pues, es muy loable que uno de los ejes centrales de la política del actual gobierno sea el combate a la corrupción; sin embargo, en la actualidad aún no hay una definición clara de cómo se enfrentarán los escándalos de corrupción de los sexenios anteriores, lo que solamente está definido, es que no se permitirá durante este gobierno dicho tipo de conductas.


  Tampoco se ha definido cómo se evitará la corrupción. Por este motivo es muy importante orientar este documento hacia lo que en la literatura se propone para combatir la corrupción. Pero, ¿qué es la corrupción?, para Tanzi (2008) es ausencia de un trato justo para todos. Desde luego, es un problema complejo en el que convergen la cultura (Lipset y Lenz, 2001), el sistema jurídico, la eficiencia de los procesos administrativos y la situación económica del país, así como de los propios participantes en los actos de corrupción. Es un tema por demás sensible, ya que puede afectar el prestigio de las instituciones.


  Por ser las finanzas públicas un campo propicio para la corrupción, el tema se aborda desde este punto de vista. Resulta por ello útil la definición de corrupción de Rose-Ackerman (1999: 91): “corrupción es el abuso del poder público para obtener ganancias privadas”.


  Desde el punto de vista de los ingresos públicos, el Estado puede percibir menos recursos de los que debería, por ejemplo, cuando los servidores encargados de la recaudación negocian con los contribuyentes la reducción de impuestos o la explotación de ciertos recursos naturales que son concesionados a cambio de muy poco dinero. Lo mismo puede suceder con las privatizaciones de empresas estatales, algunos negocios no se registran como contribuyentes debido a sobornos.


  Todos los hechos anteriores merman la capacidad recaudatoria del Estado y hacen que el peso de la tributación recaiga proporcionalmente en mayor medida sobre los causantes cautivos.


  En cuanto al ejercicio del gasto público, la corrupción también suele darse en variadas formas: sobreprecios en lo comprado; pago de sobornos para ganar licitaciones; obras construidas a precios anormalmente elevados y que benefician escasamente a la población; el subejercicio del presupuesto, entre otros.


  Como se observa, la corrupción puede generar una disminución de los ingresos y un incremento de los gastos, lo que da origen a un déficit fiscal que en la mayoría de los casos es cubierto con deuda pública, esta fuente de recursos extraordinarios también es un campo fértil para la corrupción, especialmente donde no hay claridad de su destino o donde las facultades son muy amplias para que los gobiernos hagan uso de ella. Astudillo, Blancas y Fonseca (2017) demostraron que la deuda tiende a ser en promedio 43% menor en las entidades federativas con límites explícitos de endeudamiento que donde no hay.


  Ahora bien, surge la pregunta: ¿cómo enfrentar la corrupción? Hay coincidencia entre los tratadistas de que la transparencia es clave en el control de la corrupción. Pero, ¿qué es la trasparencia?, se le ha definido como el acceso oportuno de información relevante y confiable (Del Solar, 2008); permite evaluar la responsabilidad del gobierno en la toma de decisiones respecto a sus ingresos y gastos (Beliver, 2007). La transparencia permite a los ciudadanos conocer tanto las fuentes de ingresos como el destino de éstos. Alt y Lassen (2006) argumentan que los efectos de la transparencia fiscal son positivos sobre la disminución de la deuda pública.


  Un concepto estrechamente relacionado al de transparencia es el derecho de acceso a la información (Astudillo y Fonseca, 2019). Éste hace referencia a la obligación del Estado a entregar la información que se le solicite en tiempo y forma. Así, tanto la transparencia como el derecho de acceso a la información facilitan la verificación de la actividad financiera del Estado, su función es prevenir actos de corrupción. Sin embargo, estos mecanismos son insuficientes, por lo que también se requieren instrumentos que permitan detectar aquellos hechos que puedan constituir actos de corrupción, como son la rendición de cuentas y la fiscalización.


  La rendición de cuentas permite a los ciudadanos conocer las actividades de los organismos públicos y sus resultados. En México, los principales medios de rendición de cuentas son: la Cuenta Pública y los informes mensuales y trimestrales de la Secretaría de Hacienda, los cuales contienen información sobre ingresos, gastos y deuda pública. Astudillo y Porras (2018) en un estudio acerca de la rendición de cuentas y deuda pública con base en la Cuenta Pública de la Ciudad de México, demostraron que, durante la administración del Distrito Federal, López Obrador (2001-2004), se transparentó el destino de la deuda pública en los primeros dos años; sin embargo, en los últimos dos años la rendición de cuentas fue parcial, pues solamente se señalaron los programas sin establecer los montos de la deuda destinados a éstos.


  Por su parte la fiscalización de las finanzas públicas es una de las principales herramientas del cuerpo legislativo para vigilar el uso de los recursos públicos. El órgano encargado de esta actividad es la Auditoría Superior de la Federación, que tiene a su cargo la revisión de la Cuenta Pública.


  Resulta indudable el efecto negativo de la corrupción en la actividad financiera del Estado, no solamente en el nivel personal, sino que también perjudica al crecimiento económico, con lo que daña a toda la sociedad. A pesar de los instrumentos de prevención y detección de la corrupción, este flagelo ha llegado a límites intolerables en México, de ahí que es de esperar que realmente se combata en la 4T, que ahora sí sea factible conocer los contratos que se celebren para la construcción de obras de infraestructura, los precios de los bienes y servicios que compre el sector público, los subsidios que se otorguen a los diferentes sectores de la sociedad; en fin, que la rendición de cuentas sea total.


  Es importante subrayar que no basta con la transparencia, se requiere además de condiciones tales como la responsabilidad, medios de comunicación independientes y elecciones libres. En pocas palabras, se necesita de la participación de la comunidad.


  LA DEUDA DE MÉXICO EN 2018


  Ubicar la deuda pública como parámetro que mide el nivel de endeudamiento en el que incurre el Estado, resulta muy pertinente a esta altura, como parte necesaria para el cierre de este documento colectivo, destacando que la variable deuda pública se adopta como lo hace el enfoque de las “finanzas funcionales”, el cual establece que bajo ciertas condiciones, la deuda de gobierno orientada, responsablemente, hacia fines productivos, es indispensable para el adecuado funcionamiento de la economía. El déficit que se produce debe ser usado para mantener o elevar la demanda agregada cuando la actividad económica se contrae.


  El objetivo de este apartado es presentar un panorama general de lo que ha sido la deuda de México en las administraciones de gobierno más recientes. Desde mediados del siglo XX y en los primeros años del siglo XXI, la historia del país se encuentra acompañada por el endeudamiento externo. En los años recientes, su monto se ha incrementado cada vez más sin que se perciba en el horizonte alguna solución, por el contrario, los hechos nos muestran que en el nuevo milenio seguirá estando acompañado de esta carga financiera.


  El mantener una visión ortodoxa sobre el significado del endeudamiento ha sido para México soportar distintos efectos. En lo interno, motivo de inestabilidad política; de crisis económica; de recortes en el presupuesto; de luchas internas; de insatisfacción de las necesidades básicas. En lo externo ha generado conflictos diplomáticos, así como una mayor intervención en la vida política y en la economía por parte de los organismos financieros internacionales, provocando a su vez una mayor profundización de la dependencia hacia el exterior.


  Se puede constatar que ha sido durante la gestión de los dos últimos expresidentes de México: Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto, cuando se ha reportado el mayor incremento de la deuda pública. Cuando inicia su administración presidencial Ernesto Zedillo Ponce de León (1995-2000), el saldo neto de la deuda pública era de 837 213.7 billones de pesos; para el año 2000, cuando dejó el poder, pasó a 1 330 356.1 billones de pesos —el aumento fue de 58.9% (alrededor de 22.6%) del PIB.


  En la presidencia de Vicente Fox Quesada (2001-2006), la deuda fue de alrededor de 21.4% del PIB, al incrementarse de 1 375 025.7 billones de pesos a 1 985 812.0 billones de pesos durante los años 2001 a 2006, el incremento de la misma fue de 44.4 por ciento.


  En el caso de Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012), la deuda que dejó en 2012 significó 33.9% del PIB, ya que se incrementó 159% más, al pasar de 2 062 023.8 billones de pesos a 5 352 794.7 billones.


  En el régimen de Enrique Peña Nieto (2012-2018), en diciembre de 2012, la deuda neta era de 5.35 billones de pesos; para noviembre de 2018 la deuda se situó en 10 731 736.8 billones de pesos, de acuerdo con los datos de la SHCP lo que representó 54% del PIB.


  Para septiembre de 2018, los principales acreedores del país eran: Estados Unidos, con 37%; Alemania, con 22; organismos financieros internacionales, con 15; Gran Bretaña, con 8; Francia, con 5; Japón y Suiza con 4, cada uno; Canadá con 1, y otros, 4%. En 2017, el gobierno federal pagó intereses, comisiones y amortizaciones por más de medio billón de pesos, de los cuales, el pago de intereses del gobierno representó 70%; por intereses de las empresas productivas del Estado 23 y 7% para saneamiento financiero del gobierno federal.


  Según datos de la CEPAL, BM y FMI, en 2017 México era el segundo país más endeudado de América Latina y se encontraba en la posición número siete de un total de 19 países, con la mayor deuda per cápita.


  La deuda financiera de Pemex es de más de 2 billones de pesos, derivada de la colocación de bonos, de la adquisición de créditos y de otros instrumentos con los que financia sus actividades; 81% de sus obligaciones financieras se obtuvieron en dólares y solo 13% en pesos. Los datos de esta institución al tercer trimestre de 2018, muestran que el pasivo total llega a los 3.6 billones de pesos, cantidad en la que se incluye deuda financiera a corto y a largo plazos; los compromisos de pensiones y jubilaciones y otros adeudos.


  La CFE registra 60 000 millones de dólares anuales, entre pérdidas técnicas y no técnicas. Además, debe pagar cerca de 9 000 millones de dólares por amortizaciones y otros compromisos. La deuda que paga la CFE respecto al egreso total es de hasta 38 por ciento.


  Los cinco factores de esta deuda son: a] deuda documentada con bancos y fondos de inversión; b] Pidiregas; c] compromisos de pago con productores externos; d] pasivo laboral, particularmente de pensiones, y e] compromisos de pago de transporte de gas y de los 16 gasoductos.


  En suma, hasta el presente, creemos que el manejo responsable y eficaz de la deuda, es un elemento fundamental para el crecimiento y desarrollo del país. Mayor endeudamiento acompañado de un gasto improductivo es contraproducente para México. Endeudarnos para pagar gasto corriente y no para construir infraestructura, es una grave decisión.


  CONCLUSIONES


  • Con las finanzas funcionales, se aduce que en su adopción como “política de control”, el gobierno explícitamente usaría lo que Lerner denominó la “finanza funcional” a fin de mantener el proceso económico desarrollándose estable y eficientemente. La explicación sobre este término fue para contrastar la “finanza sana tradicional con la finanza funcional”.


  Las finanzas funcionales, son aquellas en las cuales las decisiones acerca de los déficit y cantidad de circulante no estarían necesariamente basadas en el prejuicio que el déficit fiscal, la deuda pública y una política monetaria expansionista son necesariamente malas.


  • La idea básica es que en el nivel general, se puede utilizar el manejo del presupuesto como un mecanismo de conducción económica. El propósito de la propuesta entonces es tratar de mantener el balance de la economía usando el presupuesto a fin de controlar esas fuerzas que llevan al sobrecalentamiento o al enfriamiento de la economía.


  • La actual administración hace bien en intentar sanear las finanzas públicas por medio del combate a la corrupción, pero la medida por sí sola no alcanza, debiera avanzar gradualmente en cuanto el propio contexto institucional nacional y regional se lo permita, hacia un entorno de finanzas públicas funcionales dirigidas a una mejor distribución del ingreso creando fuentes de trabajo, por lo que la idea de elevar el PIB al doble (4.%), es atinada.


  • El problema de la restricción presupuestal selectiva aplicada al PEF 2019, al “gasto transversal” de los programas presupuestales (PP) de mayor cobertura y longevidad en el ejercicio de ese tipo de recursos, no es solamente que la asignación presupuestal disminuida puede diezmar dicha cobertura; pero aun si ello no ocurre, la consecuencia sería la pauperización de las acciones desplegadas, que son precisamente las que atienden a la mayor parte de los beneficiarios.


  Aún más grave es el hecho de que tal como ha venido ocurriendo desde 2016 en el caso del Programa para la Igualdad entre Hombres y Mujeres, en el PEF 2019, la restricción presupuestal ha afectado más a los programas que mayor posibilidad tienen de ser exitosos y de dar continuidad a las acciones de gobierno desplegadas, para solucionar la discriminación y la desigualdad. Tal parece que las acciones de rotación de prioridades responden a motivaciones más bien políticas.


  • Resulta indudable el efecto negativo de la corrupción en la actividad financiera del Estado que perjudica profundamente al crecimiento y desarrollo económicos, desgraciadamente no basta con la transparencia, pues la corrupción se ha convertido en un flagelo que ha llegado a límites intolerables en México, de ahí que es factible y deseable la aplicación de la 4T, pero sin duda, también se requieren condiciones adecuadas de responsabilidad ciudadana.


  • Siendo de la mayor importancia el tema de la deuda pública en el contexto de las finanzas públicas, hemos sostenido a lo largo de este trabajo colectivo que el enfoque de las finanzas públicas funcionales que se refiere al manejo práctico de los déficits fiscales y la cantidad de circulante, están alejadas del prejuicio de que el déficit fiscal y con éste, el endeudamiento público y una política monetaria expansionista, son necesariamente perjudiciales.


  • Es relevante revalorar las ideas de Abba Lerner y de los poskeynesianos, quienes tras el fracaso de las reducciones en los déficit fiscales que no redundaron en crecimiento económico en algunos países que aplicaron los principios de las finanzas públicas sanas, resulta hoy necesario reconsiderar esa visión.


  • El incremento acelerado en los años recientes de la deuda mexicana, presiona al Estado a plantear como una de las metas del nuevo gobierno: finanzas públicas sanas. Sin embargo, creemos que el manejo responsable y eficaz de la deuda, resulta ser un elemento fundamental para el crecimiento y el desarrollo de nuestro país, reconsiderando las finanzas funcionales.
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      1 Los datos que se presentan en este apartado fueron compilados en valores corrientes, se han deflactado con el índice nacional de precios al consumidor, base 2019=100, calculada como operación estándar de cambio de base utilizando como base el índice de la segunda quincena de julio de 2018=100.


      De 2012 a 2017, los datos se tomaron del anexo de Programas Transversales de la Cuenta de la Hacienda Pública de la Federación; de diciembre de 2018, del gasto pagado reportado en el anexo de Programas Transversales del Informe Sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la Deuda Pública, 4to Trimestre y PEF 2019, adicionalmente se consultaron los calendarios de presupuesto autorizados de los anexos transversales para el ejercicio 2019, publicados en el Diario Oficial de la Federación del 21 de enero de 2019.
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  INTRODUCCIÓN


  La crisis financiera de 2008 con sus efectos negativos para la economía de la mayoría de los países en el mundo, afectó en forma dramática a los trabajadores por los altos niveles de desempleo, que en el caso de Estados Unidos alcanzó cifras cercanas a 10.6%, el más alto desde la Gran Depresión de los años 1930. Pero si para los trabajadores en general la crisis tuvo repercusiones muy serias, para los trabajadores migrantes su situación se agravó en la medida en que el gobierno en curso puso en marcha estrategias que dirigieron el descontento social en contra de estos trabajadores a los que responsabilizó de los conflictos económicos, de la disminución de los beneficios sociales, del grave desempleo y hasta de la inseguridad. Todo ello generó reacciones xenófobas y racistas que vulneraron aún más la vida cotidiana de los migrantes, de por si afectados por los embates laborales del neoliberalismo y del temor de las deportaciones. Estas estrategias han sido una constante en momentos de crisis, los gobiernos receptores de migrantes así desvían la atención de los verdaderos responsables de la crisis, es decir, del sistema y sus financieramente poderosas élites. Las deportaciones se enmarcan en el objetivo, por supuesto inhumano, de intentar quitar presión a los mercados laborales, expediente que puede llevarse a cabo impunemente debido a la desprotección laboral que sufren los trabajadores migrantes a los cuales se les acusa de la falta de documentos, lo que por supuesto no impidió que esos migrantes fueran explotados laboralmente todos esos años.


  El cuadro 1 muestra las deportaciones de migrantes mexicanos y centroamericanos desde Estados Unidos entre los años 2008-2017. Como puede observarse hasta el año 2014 el volumen se fue incrementando, pero a partir de esa fecha hay una cierta reversión de la tendencia, siendo México el país cuya disminución relativa es más evidente, como resultado de cierta recuperación económica y sus necesidades de fuerza de trabajo.
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  El presente trabajo tiene como objetivo principal explicar el fenómeno migratorio de las personas que provienen del llamado Triángulo del Norte, Guatemala, El Salvador y Honduras, que casi forzosamente tienen que atravesar México en su intento por llegar a Estados Unidos. Se analizan sus condiciones económicas, sociales y políticas actuales y el papel injerencista que Estados Unidos ha desempeñado en la historia de esos países, factor nada desdeñable en la explicación de las enormes dificultades actuales de los países centroamericanos. Un segundo objetivo es analizar el papel de México ante el fenómeno migratorio centroamericano y subrayar las distintas políticas migratorias a lo largo del siglo XX hasta la llegada de Donald Trump.


  MÉXICO Y EL NUEVO CONTEXTO MIGRATORIO CENTROAMERICANO


  Después de la crisis, se transformó en gran medida el panorama migratorio que México había vivido hasta entonces. Por un lado, los centroamericanos que por años han transitado por México en su paso hacia Estados Unidos, desde el año 2018 iniciaron una nueva forma de desplazamiento, denominadas como “caravanas” cuyos contingentes podían constar de 500, 1 000 a 2 000 personas, dejando atrás los traslados de “gota a gota”. Algunas de las explicaciones giraron en torno a la idea de que los migrantes se sienten más protegidos al moverse en grupos numerosos ante las agresiones que han vivido en su tránsito por México. Desde el mes de octubre 2018, hasta ahora, se han contabilizado cerca de ocho caravanas, desbordando todas las expectativas del gobierno mexicano por lo que enfrentan insuficiencias diversas para su adecuado paso. Es importante señalar que desde el 1 de diciembre de 2018 llegó como presidente de México Andrés Manuel López Obrador, quien promovió una nueva política migratoria en torno a derechos humanos, y alejada del concepto de seguridad nacional. El gobierno considera que se trata de una migración forzada por lo que la forma de enfrentarla pasa por atacar las causas que generan esos movimientos. En este sentido propone poner en marcha proyectos de desarrollo regional integral en el que participen los países del Triángulo del Norte, así como Estados Unidos y por supuesto México con el apoyo de la Comisión Económica para América Latina (CEPAL). Esta estrategia marca un antes y un después en relación con la política migratoria mexicana aplicada en los últimos gobiernos en México, lo que de alguna forma, y como consecuencia de las enormes dificultades que viven las personas provenientes del Triángulo del Norte, los movimientos migratorios desplegados actualmente se han incrementado al grado de desbordar la frontera.


  La nueva política migratoria, propuesta por el gobierno mexicano, se plantea en un contexto de rotunda negativa por parte del gobierno estadunidense de recibir migrantes que requieren asilo. Donald Trump insiste en cerrar la frontera y pretende construir un muro que, supuesta, pero erróneamente, impida el paso de los migrantes. Con esta nueva situación, México, por la vía de los hechos, se ha convertido en un país de destino, tránsito y expulsión. Pero todo se complica un poco más cuando se constata que la pretensión de la mayoría de los migrantes centroamericanos es llegar a Estados Unidos, y la política antiinmigrante de Donald Trump los está obligando a permanecer en México, ante lo cual deben aceptar su repatriación voluntaria o, en el peor de los casos, intentar pasar del otro lado de la frontera con todos los riesgos que esta decisión supone.


  ¿Por qué los países del Triángulo del Norte se encuentran en condiciones tan precarias y desesperadas, qué papel ha desempeñado Estados Unidos en esa historia, y cuál ha sido la política migratoria de los gobiernos mexicanos hasta la administración del presidente Andrés Manuel López Obrador?


  LOS PAÍSES CENTROAMERICANOS, SU HISTORIA RECIENTE


  A continuación, resaltamos las dificultades que los países del Triángulo del Norte (Guatemala, El Salvador y Honduras) y muchos de los países latinoamericanos enfrentaron en su lucha por cambiar las condiciones de dependencia y subdesarrollo y el papel injerencista de Estados Unidos que impidió que los cambios propuestos por los distintos gobiernos centroamericanos se hicieran realidad pues la potencia hegemónica veía afectada su posición dominante en la región. El resultado ha sido la expansión de la pobreza, inseguridad y desigualdad social comandados por gobiernos autoritarios y represivos apoyados por Estados Unidos. En segundo lugar, revisamos la política migratoria de México a partir del gobierno de Lázaro Cárdenas (1934-1940) como país de acogida de migrantes transitando a finales del siglo XX a una política que ha respondido a los intereses de Estados Unidos, sobre todo a partir del ataque a las Torres Gemelas, hasta la administración del presidente Andrés Manuel López Obrador, con el cual México pone en marcha su papel como país de asilo y refugio recuperando los mejores tiempos y valores de la diplomacia mexicana, con todos sus retos y desafíos.


  En la historia latinoamericana, es fácil reconocer que para Estados Unidos no hay naciones soberanas. A pesar de que, tal como nos recordó José Steinsleger (2014) el presidente Dwight Eisenhower señalaba que “el derecho de cualquier nación a formar un gobierno y un sistema económico de su propia selección es inalienable. El intento de cualquier nación de dictar a otras naciones su forma de gobierno es indefendible”. Esta máxima no ha sido respetada por los gobiernos estadounidenses los cuales, en muchas ocasiones, encontraron la complicidad de las élites gobernantes latinoamericanas para alcanzar sus objetivos, contrarios a la democracia y a las grandes mayorías.


  Las formas de injerencia de Estados Unidos en América Latina han sido diversas, ya sea por medio del apoyo a dictadores o bien directamente mediante intervenciones militares. En el primer caso, fue claro el apoyo otorgado al dictador de Nicaragua Anastasio Somoza García, considerado por Franklin Delano Roosevelt como “un hijo de puta, pero es nuestro hijo de puta” y al morir el dictador la dinastía continuó con su hijo Anastasio Somoza Debayle, con el apoyo de Estados Unidos. En 1964, el presidente de Brasil, Joao Goulart, intentó realizar una reforma agraria y nacionalizar el petróleo, pero fue víctima de un golpe de Estado apoyado y promovido por Estados Unidos. En 1965 Estados Unidos reprime en República Dominicana un movimiento cuyo objetivo era restaurar al derrocado presidente progresista y democráticamente electo Juan Bosch. En otros casos, envió directamente a sus militares con sus boinas verdes a Guatemala, en 1966, para implementar la campaña contrainsurgente y “eliminar a unos pocos cientos de guerrilleros”, para lo cual, según dijeron “habrá que matar quizá a 10 mil campesinos guatemaltecos”. Para 1968, la CIA organiza a los escuadrones de la muerte. En 1973, los militares toman el poder en Uruguay apoyados por Estados Unidos y, en Chile, la CIA derroca al gobierno electo del presidente Salvador Allende e instala al dictador Augusto Pinochet. En 1976 toma el poder una dictadura militar en Argentina: los documentos desclasificados tiempo después revelaron la colaboración de Estados Unidos con los militares rioplatenses. En 1980, Estados Unidos incrementa la asistencia masiva a los militares de El Salvador que se enfrentan a las guerrillas del Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN); el arzobispo Romero es asesinado, 35 000 civiles mueren entre 1978 y 1981. En 1981, la administración Reagan, inicia la guerra de los “contras” para destruir a los sandinistas en Nicaragua (Red Voltaire, 2005) (Cronología: intervenciones militares de EU en América Latina, 2005).


  Prácticamente todos los países del Triángulo del Norte, desde 1960, fueron escenario de diversos movimientos insurgentes que buscaban derrocar a las dictaduras militares y a los gobiernos autocráticos. Gobiernos a los que Estados Unidos apoyaba, pues la región era estratégicamente importante para sus intereses y, por ello, evitaron por todos los medios que los grupos insurgentes lograran tener éxito, desde bestiales represiones, campañas de tierra arrasada en Guatemala, los contras en Nicaragua, la guerra sucia en El Salvador, y con Honduras que tuvo el lamentable papel de ser base de los contras. La gran justificación de Estados Unidos para intervenir, no se llamaba terrorismo, sino comunismo.


  LOS TRATADOS DE PAZ


  A partir de la última década del siglo pasado, las guerrillas de los países centroamericanos firmaron diversos acuerdos de paz, pero prácticamente no resolvieron ninguno de los problemas por los que habían luchado. Y con la caída del Muro de Berlín, Estados Unidos podía cambiar de estrategia pues la justificación del comunismo dejó de tener vigencia y ahora podían entrar los organismos internacionales, el Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial, entre otros, para ejercer presión. De esta forma serían obligados a adoptar la política neoliberal y, con ella, poner en práctica los terriblesajustes estructurales, de lo contrario tendrían enormes dificultades para obtener créditos y recibir apoyos monetarios. Los efectos han sido devastadores, situación que se extendería a prácticamente todos los países de la región. Todo ello daría lugar a importantes éxodos de personas que buscaron desesperadamente nuevos horizontes de vida, básicamente hacia Estados Unidos, Canadá y México.


  Es importante señalar que Estados Unidos creó un conjunto de programas de apoyo para migrantes centroamericanos, Programa de Estatus de Protección Temporal (TPS, por sus siglas en inglés), el cual representa una ayuda humanitaria para que los migrantes en territorio estadunidense1 obtengan un refugio seguro, a pesar de que éstos no se ajusten jurídicamente a la figura de refugiados o asilados. Estos programas estaban dirigidos a poblaciones que huían de conflictos armados, desastres ambientales, epidemias u otras condiciones extraordinarias. A estos programas han ingresado poco más de 400 000 extranjeros, se han beneficiado cerca de 251 000 salvadoreños y 80 000 hondureños. Para el caso de El Salvador, el Programa entró en vigencia el 13 de febrero de 2001 debido a los fuertes sismos que sacudieron ese país. Sin embargo, la administración de Donald Trump anunció su conclusión para el 9 de septiembre de 2019; mientras que para el caso de Honduras la condición TPS, que inicio el 30 de diciembre de 1998, debido a la devastación del huracán Mitch, tendrá una vigencia hasta el 5 de enero del 2020 (Wilson, 2019). Lo que implica que en pocos meses cerca de 331 000 personas que cuentan con un permiso para residir en Estados Unidos con esta figura jurídica tendrán que abandonar dicho país, lo que sin duda agudizará aún más las graves condiciones de pobreza y violencia en sus países de origen, motivo más para migrar.


  CONDICIONES ECONÓMICAS Y POLÍTICAS ACTUALES DE LOS PAÍSES DEL TRIÁNGULO DEL NORTE


  Los países del Triángulo del Norte presentan los mayores niveles de pobreza de la región. En Honduras cerca de 64.3% de sus hogares vivía en condiciones de pobreza en el 2017, en tanto que para Guatemala estos datos alcanzaron 59.3% de los hogares (véase la gráfica 1). Durante los últimos 12 años, el combate a la pobreza ha sido totalmente infructuoso y esta variable se ha mantenido en la región.
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  Si se traslada este indicador de pobreza al ámbito rural, es posible ver de nueva cuenta que los países más afectados en la región son Honduras con 65% y Guatemala con 76%; en tanto que Panamá y Nicaragua presentan la mitad de su población rural viviendo en esas condiciones (véase la gráfica 2).
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  De acuerdo con la CEPAL las condiciones de desigualdad de los ingresos son críticas en la región, pues un centroamericano del decil más rico obtiene entre 20 y 70 veces más ingresos que un centroamericano que se ubica en el decil más pobre. Por otro lado, la generación y evolución de los empleos ha sido totalmente insuficiente pues más de 600 000 jóvenes de la región buscan ingresar al mercado de trabajo centroamericano pero solo se generan cerca de 250 000 empleos formales (CEPAL, 2018).


  Si bien estos flujos migratorios buscan mejores horizontes económicos, no se puede dejar de lado la creciente violencia generada, tanto por los grupos de bandas y organizaciones delincuentes, como por la enorme represión de los diferentes gobiernos de los países del Triángulo del Norte. Como puede observarse en la gráfica 3, Honduras, El Salvador y Guatemala muestran las mayores tasas de homicidios intencionales de la región durante el periodo 2005-2016, e incluso durante el 2016, tanto Honduras como El Salvador fueron los países con las mayores tasas de homicidios intencionales en escala mundial, de acuerdo con cifras del Banco Mundial. La violencia ha alcanzado niveles críticos y explica por qué, a pesar de la crisis financiera de 2008-2009 en Estados Unidos, el flujo de migración que provenía de Centroamérica y que se dirigía hacia ese país no sufrió un descenso (véase la gráfica 4) en su búsqueda por alcanzar la figura de refugiados en Estados Unidos. Este es un dato de enorme interés pues permite comprender las diferentes estructuras de los flujos migratorios y los distintos tipos de solución que debe dárseles. Hemos planteado en otros trabajos que los trabajadores migrantes detienen sus movimientos ante el desempleo creciente en el polo de destino, esta es la clave que desincentiva la migración, por supuesto no los muros. Sin embargo, hay otro conjunto de migrantes cuya urgencia está por encima de las cuestiones económicas y, por eso, no detienen sus movimientos ante el desempleo, debido a que enfrentan represiones, inseguridad, extorsiones, violencia, secuestros, etc. y cuya solución pasa por recibir asilo y refugio, es decir, más que migrantes económicos, deben ser considerados como receptores de asistencia jurídica.
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  El papel de Estados Unidos en la región ha girado en torno al llamado “destino manifiesto”, es decir “América para los americanos”, lo que en la práctica ha supuesto ejercer su papel injerencista para favorecer sus propios intereses. Y si bien los países tienen la posibilidad de cambiar sus condiciones y, por ello, por momentos, no se justificaría el llamado “determinismo histórico”, también es cierto que en el caso de los países centroamericanos analizados se ha mantenido la dependencia con el centro hegemónico de difícil superación debido a la articulación perversa con los diferentes dictadores de la región promoviendo enormes niveles de represión.


  LA POLÍTICA MIGRATORIA DE MÉXICO Y LA PRESIÓN DE ESTADOS UNIDOS


  Es importante señalar que la política migratoria de México en las últimas dos décadas fue prácticamente diseñada e impuesta por Estados Unido, no obstante, esto no fue siempre así. En el siglo XX, México fue reconocido como un país de acogida de migrantes, dando entrada a contingentes de extranjeros que huían de situaciones de persecución, conflictos armados, violencia política y social en sus países a los que otorgó protección humanitaria, a pesar de que no contaba con los instrumentos jurídicos adecuados para el reconocimiento de la población solicitante de asilo más allá de lo estipulado en los artículos 1, 11, 30 y 33 de la Constitución.2 El país demostró una clara voluntad política y facilitó el acceso de los extranjeros en busca de asilo. Es importante destacar la entrada de poco más de 20 000 españoles durante el periodo 1939-1942 que escapaban de la dictadura franquista. Además, en la década de los setenta México dio acogida a migrantes que provenían del cono sur del continente americano y que huían de la inestabilidad política y la imposición de diversas dictaduras en la región (Cobo y Fuerte, 2012).


  En la década de 1980, se presentó una importante oleada de refugiados centroamericanos que escapaban de la violencia generada por los conflictos armados en la región. Al respecto, la ACNUR (Agencia de la ONU para los refugiados) señala que durante ese periodo, se reportó el ingreso masivo a México de 46 000 centroamericanos que oficialmente fueron reconocidos como refugiados, a pesar de que en la legislación mexicana no había esa figura dado que la Ley General de Población de 1974 establecía la modalidad de ingreso sólo como asilado político. México desplegó una política solidaria, y a pesar de que no habían instrumentos jurídicos, el gobierno dio respuesta ante el escenario de urgencia y puso en primer plano los derechos humanos de las personas, en lugar de una visión centrada en la seguridad (Cobo y Fuerte, 2012).


  El gobierno mexicano tuvo la voluntad de garantizar la protección a migrantes guatemaltecos y, de acuerdo con algunas fuentes, además de estos refugiados, se tenía un registro de poco más de 200 000 centroamericanos de tránsito por el país en busca de asilo en Estados Unidos (Aguayo, 1984). Las autoridades mexicanas comprendieron la gravedad de la crisis humanitaria que se vivía en la región centroamericana, a pesar de que los indicadores de la economía mexicana en ese momento no eran los mejores. Recordar que entre 1976 y 1981 el déficit fiscal ya se había duplicado pasando de 7 a 14% del PIB, el déficit de comercio exterior pasó de 1.8 millones de dólares en 1978 a 3.4 mil millones en 1980, aunado a la caída en los precios de petróleo en 1981 que hicieron evidentes los desajustes en la economía mexicana ocultos tras el velo de la abundancia petrolera, detonándose así una profunda crisis económica para 1982 (Gollás, 2003). Estos migrantes centroamericanos en busca de asilo, no tenían la intención de quedarse a residir en territorio mexicano, pues del total de los 46 000 guatemaltecos, que consiguieron formalmente refugio en el país, se tiene el registro de que solo 10 000 de ellos solicitaron cartas de naturalización, situación que representó un enriquecimiento cultural para nuestro país (Ruiz-Lagier, 2012). Para 1990, en México se creó jurídicamente la calidad migratoria de refugiado por medio de una reforma legislativa a la Ley General de Población de 1974, figura que se consolidaría en el año 2000 cuando el gobierno mexicano se sumó a la ratificación de la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados suscrita en el marco de las Naciones Unidas. Con ello, el Estado mexicano asumió la responsabilidad de instrumentar los procesos legales necesarios para el reconocimiento de la categoría de refugiado (Somohano y Yankelevich, 2011).


  EL 11 DE SEPTIEMBRE DE 2001 Y LA NUEVA POLÍTICA MIGRATORIA EN MÉXICO


  Si bien la legislación en materia migratoria de México había mostrado una clara evolución hacia un enfoque que garantizaba los derechos humanos de los migrantes, los atentados terroristas del 11 de septiembre de 2001 a las torres gemelas de Nueva York marcarían un antes y un después en la política migratoria mexicana. A partir de ese momento, el gobierno estadunidense iniciaría un proceso de reforzamiento de sus políticas orientadas a la seguridad nacional y demandaron al resto del mundo mayores medidas de seguridad, ejerciendo una enorme presión a sus vecinos, México y Canadá, al especular que los terroristas islámicos habían ingresado por alguna de esas fronteras a Estados Unidos. Dicha afirmación fue totalmente falsa, pero sirvió como excusa para firmar rápidamente y sin cuestionamiento alguno los acuerdos gubernamentales de reforzamiento de las fronteras con Canadá en diciembre de 2001 y con México en marzo de 2002 (Benítez, 2009).


  A partir de ese momento las autoridades mexicanas adoptaron una política migratoria con un enfoque orientado hacia la securitización3 de las fronteras. Se implementó el Plan Sur el cual consistió en fortalecer las acciones de intercepción de los migrantes indocumentados desde el Istmo de Tehuantepec hasta la frontera sur (Correa-Cabrera, 2014). Además de esas medidas, el gobierno estadunidense reforzó el esquema de seguridad trinacional al firmar los presidentes de México, Canadá y Estados Unidos la Alianza para la Prosperidad y la Seguridad de América del Norte (ASPAN) en el 2005, acuerdo que se convertiría en el marco de referencia para la cooperación en materia de seguridad de los tres países (Benítez, 2012).


  Con el cambio de gobierno en México en el 2006, se iniciaría la negociación para profundizar aún más las políticas de seguridad en la región a partir de la Iniciativa Mérida, orientada al combate del tráfico de drogas y de armas, y a la circulación de personas y de recursos financieros vinculados a tales actividades. Estados Unidos llevó a cabo la entrega de equipo técnico, asesoría y paquetes de asistencia monetaria que, en el caso de México, para 2008, alcanzaron una cifra cercana a los 500 mdd (Benítez, 2009), consolidándose así el refuerzo de la frontera sur de México como un acuerdo de Estado.


  Otro elemento que se suma al enfoque securitista de las políticas migratorias en México fue la incorporación en 2005 del Instituto Nacional de Migración al Consejo de Seguridad Nacional, vinculando así el tema del tránsito de personas por México a la seguridad nacional. En este sentido, la Policía Federal, la Secretaría de la Defensa Nacional, la Marina, las policías estatales y locales participarían en la implementación de las políticas migratorias, y dichas agencias se coordinan con las dependencias estadounidenses fortaleciendo así los controles migratorios (Isacson y Meyer, 2012). Todo ello ha contribuido a vulnerar aún más a los migrantes que pasan por México, al ser sujetos a actos de violencia, no sólo del crimen organizado sino de los mismos oficiales de las fuerzas del orden. Dicha política consideró a la migración como un problema de seguridad nacional, convirtiendo a México en un primer filtro para los migrantes indocumentados provenientes de Centroamérica que buscan llegar a Estados Unidos (Meyer, 2010).


  En el año 2011, se firma la Ley de Migración que reconoce los derechos de todas las personas independientemente de la nacionalidad o situación migratoria en México, se intenta limitar la discrecionalidad con la que actúan las autoridades migratorias y se eliminó la criminalización de los migrantes. Sin embargo, si bien dicha Ley representa un avance significativo en la defensa de los derechos humanos de los migrantes, su contenido aún vincula a la migración con la seguridad nacional, lo cual representa una seria contradicción, pues tal como lo señalan Vega y Sanromán (2016), esta Ley se debate entre el “garantismo”, entendido como la normativa de tutela de los derechos de los individuos, y el “securitismo”, que privilegia la prevención de riesgos y amenazas exteriores a expensas del respeto a los derechos humanos de los migrantes.


  Pese al esfuerzo que se realizó por reconocer los derechos de los migrantes en México, hasta esos momentos, la realidad es que la estructura de la política migratoria mexicana favoreció la aplicación de mecanismos de control impuestos por Estados Unidos para frenar los flujos de migración centroamericana de tránsito por México. En el año 2014, con la administración de Enrique Peña Nieto, se endureció la política migratoria contra la migración centroamericana al implementarse el Programa Frontera Sur. Oficialmente tenía como objetivo “hacer de la frontera sur una zona más segura, inclusiva y competitiva”, aunque en realidad las acciones tomadas incrementaron la presencia policial y militar en la zona, y con ello, las detenciones personales y una intensificación de las redadas (Morales y Sanromán, 2016). Todo ello provocó una mayor represión y persecución contra los migrantes centroamericanos así como deportaciones de centroamericanos desde México. De acuerdo con Meléndez (2018), México se convirtió en el principal expulsor de migrantes provenientes del triángulo norte de Centroamérica, incluso superando al número de centroamericanos deportados desde Estados Unidos. De enero de 2015 a septiembre de 2018, México deportó cerca de 436 125 guatemaltecos, salvadoreños y hondureños, mientras que Estados Unidos expulsó unas 293 813 personas, este fue el saldo al endurecer el control migratorio en México a partir del programa Frontera Sur. Hasta antes de 2014 era Estados Unidos quien deportaba más migrantes provenientes de dicha región en comparación con México (véase la gráfica 5).
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  Estos datos muestran que la pretensión primordial del vecino del norte ha sido que México refuerce su frontera sur para evitar el paso de migrantes. Es decir, que haga “el trabajo sucio” deportando a todos aquellos cuya pretensión sea llegar a Estados Unidos.


  Las nuevas condiciones mundiales fueron confirmando el papel que México tendría en la frontera. En primer lugar, empezaría a recibir fondos del Congreso de Estados Unidos como reembolso por las deportaciones de centroamericanos que se llevaron a cabo a partir de 1990, alcanzando cerca de 130 000 personas al año. Si bien podía ser un buen negocio para el gobierno, tenía un importante costo político por hacer el trabajo sucio para el vecino del norte. Esta forma de colaboración siguió bajo otros nombres y con diversos disfraces. En la administración de Vicente Fox, se utilizaron todos los recursos represivos en la frontera empezando con los recursos militares, al Instituto Nacional de Migración operando el llamado Plan Sur (Casillas, 2002). Otro proyecto fue el llamado Plan Puebla Panamá (PPP) también apoyado por Vicente Fox, y aun cuando no se reconocería como tal, fue de nuevo una estrategia para intentar sellar la frontera y con nula posibilidad para alcanzar el desarrollo, como se pretendía, en la medida en que uno de sus ejes era extender la industria maquiladora aprovechando la mano de obra barata de la región. Era evidente que México y los países centroamericanos se subordinaban a Estados Unidos, sin embargo, ante una crisis que se veía como inminente, las inversiones millonarias que se requería hacían prácticamente inviable el proyecto. Se señala que el PPP se convirtió, a partir del 2008, en el Proyecto Mesoamérica durante la Décima Cumbre del Mecanismo de Diálogo y Concertación de Tuxtla en la ciudad de Villahermosa, Tabasco, cuyo objetivo supuestamente era mejorar la calidad de vida de sus habitantes. La realidad es que era un proyecto sostenido prácticamente en los mismos supuestos, pero ahora se añadía el tema de la seguridad que incluye la Iniciativa Mérida. El eje de todos esos proyectos era el control y rechazo de los migrantes, en ningún momento se intentó actuar sobre sus causas para buscar superarlas, por eso el flujo migratorio se siguió manteniendo.


  ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR Y SU PROPUESTA DE POLÍTICA MIGRATORIA


  El 1 de diciembre 2018 inició el gobierno del presidente Andrés Manuel López Obrador, quien ha planteado, como se señaló precedentemente, una nueva política migratoria, especialmente en relación con los centroamericanos. Por un lado, plantea impulsar el desarrollo y las oportunidades desde una perspectiva regional integral para atacar las causas estructurales del fenómeno migratorio y así cambiar la necesidad de migrar por el derecho a no migrar, enmarcado en el concepto de que la migración es forzada por causas que deben y pueden superarse. Por ello destaca la importancia de invertir en la región, lo que beneficiaría a los países centroamericanos y a México, apoyándose en las propuestas de la CEPAL. El gobierno mexicano ha propuesto este proyecto a Estados Unidos, país que no ha decidido si piensa participar o no. El eje de la política es la no criminalización de la migración y el absoluto respeto de sus derechos humanos.


  En el caso de las caravanas que llegaron entre enero-marzo de 2019, el gobierno pudo aplicar sus propuestas y para ello instruyó al Instituto Nacional de Migración (INM) para que se gestionaran tarjetas de estancia temporal bajo la modalidad de visas humanitarias, siempre y cuando los solicitantes accedieran a registrarse e identificarse, lo que permitió que se inscribieran a este programa cerca de 15 000 centroamericanos (Najár, 2019). El registro no fue una medida de control sino evitar la indocumentación, sobre todo intenta detectar a los traficantes de personas y muy importante, se afirma que la deportación se utilizaría como último recurso. La política migratoria del gobierno mexicano proponía aplicar los acuerdos internacionales firmados como el Pacto Mundial para una Migración Ordenada, Regular y Segura.


  Este fue el cambio sustancial que el nuevo gobierno aplicó a las primeras caravanas que llegaron al país, marcando así un cambio sustancial con las propuestas de gobiernos anteriores. Sin embargo, poco tiempo después llegó el ultimátum de Donald Trump amenazando a México con aplicar un arancel a todas las exportaciones mexicanas a partir del 10 de junio si no controlaba los flujos migratorios, lo que obligó al gobierno a ajustar la propuesta inicial de la nueva administración. El resultado ha sido un cambio de estrategia migratoria y explica el incremento de las deportaciones al alcanzar un número cercano a las 100 000 personas, además de las 30 000 devueltas a México desde Estados Unidos para esperar la resolución de sus casos de asilo, política unilateral impuesta por el gobierno de Donald Trump. Habría que añadir la dificultad de los migrantes para poder transitar por el país así como el despliegue de 25 000 miembros de la Guardia Nacional dedicados a controlar a los migrantes. La consecuencia fue la disminución de los flujos migratorios en más de 50% y, por ello, Donald Trump bajó la presión y el 10 de noviembre “felicitó” a México con la decisión de no aplicar los aranceles. Sin embargo, el costo y las complicaciones para el país y para los migrantes son graves.


  MÉXICO ENFRENTA UN PROBLEMA DE DIMENSIONES TRASNACIONALES


  Ante el cierre virtual de la frontera con Estados Unidos, al país se le dificulta hacer realidad la propuesta de política migratoria inicial, no hay recursos suficientes para dar cabida a la enorme cantidad de migrantes que se quedan estancados en el norte y sur del país, se complica otorgar lo necesario para su sustento diario, alojamiento digno, salud, educación a los niños, etc. y no puede desestimarse el hecho de nuevas incorporaciones de migrantes, ahora extracontinentales que tienen la esperanza de llegar a Estados Unidos, lo que genera nuevos conflictos sociales por tener que mantenerse varados en la frontera sur. Estos contextos no son los más propicios para el respeto cabal y trato humano a los migrantes, tan es así que generó severas críticas por parte de Michelle Bachelete (Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos). Sin embargo, el canciller mexicano Marcelo Ebrard señaló en su reunión con miembros de la Casa Blanca, que seguirían controlando la migración hasta alcanzar el objetivo propuesto.


  A pesar de los impedimentos señalados, vale la pena destacar que por otros medios, el gobierno busca avanzar en la propuesta de política migratoria. En este sentido, para aquellos que han aceptado quedarse en México, se les ha otorgado permisos de trabajo y pueden incorporarse a diversos programas como es el llamado Sembrando Vida. Consiste en sembrar un millón de hectáreas con árboles maderables y frutales en 19 estados de la República, se calcula que en total podrán generarse cerca de 400 000 empleos directos (Politico.mx, 2018). Otro programa es el llamado Tren Maya, cuya construcción pasará por cinco entidades del sureste del país. La finalidad es crear una ruta turística y tendrá una alta repercusión en la generación de empleos directos por la construcción de cerca de 1 526 kilómetros de longitud lo que requerirá importantes contingentes de trabajadores. En el mediano y largo plazos serán lugares potenciales para el comercio y la descarga de mercancías (Flores, 2018). Se sigue insistiendo en un acuerdo con el gobierno estadounidense para que invierta en la región del sur-sureste de México y Centroamérica. Se calcula una inversión cercana a los 30 000 millones de dólares durante un periodo de cinco años dentro del marco del Plan de Desarrollo Integral para Centroamérica (La Jornada, 2018).


  En este sentido es claro que la intención del presidente López Obrador es actuar de manera distinta a las administraciones pasadas, y como ha señalado “al fenómeno migratorio lo enfrentamos con desarrollo, con empleo, para lograr que la migración sea optativa, no obligatoria” (El Financiero/Bloomberg, 2019). Pero finalmente, las condiciones actuales han convertido al país no sólo en expulsor de migrantes y tránsito, sino también de destino, panorama migratorio que requiere tomar nuevas decisiones.


  REFLEXIONES Y DESAFÍOS PARA MÉXICO


  En primer término, el gobierno mexicano debe reconsiderar su relación con el vecino país debido a que las amenazas de Donald Trump pueden volver a presentarse, no hay que olvidar que se trata de una estrategia electoral y el proceso termina hasta noviembre del 2020. Las presiones deben responderse manteniendo incólumes los intereses soberanos del país y los más altos valores de la diplomacia mexicana. México puso el ejemplo sobre cómo debe tratarse a los migrantes, política hasta cierto punto malograda por la injerencia perversa de Estados Unidos al implantar el cierre “virtual” de su frontera, responsable del enorme caos en las comunidades del sur y norte del país y totalmente contrario a las normas internacionales.


  La propuesta migratoria planteada por México está en estrecha relación con los principios y directrices recomendados por convenciones internacionales Sobre Derechos Humanos en las Fronteras Internacionales que plantea “dar cabida a los migrantes con independencia de su situación legal y con derecho a disfrutar de sus derechos humanos sin discriminación, teniendo en cuenta la perspectiva de género e infantil”. Propuesta que requiere la colaboración transfronteriza entre los estados vecinos, pero como Estados Unidos promueve exactamente lo contrario convierte a la frontera en una zona de exclusión o excepción, creando ilegalidad e impunidad en las fronteras. Esta política, además de ser totalmente ineficiente, impide avanzar en la prevención y el combate al tráfico ilegal de migrantes pues, para ello, se requiere la cooperación internacional si se quiere poner fin a la impunidad de las redes de traficantes.


  El gobierno mexicano se encuentra en un momento de inflexión, requiere hacer uso de nuevas y creativas estrategias que involucren a los países centroamericanos, las ONG y organismos internacionales con los que se acuerden respuestas coordinadas de asistencia y protección para una gestión migratoria cuyo eje sea la seguridad humana y los derechos humanos, política que se ha perdido hace décadas bajo las administraciones neoliberales, sin dejar de lado discutir propuestas para construir un “espacio de desarrollo en el lugar de origen para que la migración sea una opción y no una necesidad”.
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      1 Sin importar si entraron al país de forma indocumentada o con algún documento, pueden solicitar ingresar al programa TPS una vez que se encuentran en territorio estadounidense.

    


    
      2 Artículos en los cuales se menciona que todas las personas en suelo mexicano gozarán de los derechos humanos reconocidos por la Constitución, además de que en dichos artículos se reconoce el otorgamiento de asilo a los extranjeros en conformidad con los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte.

    


    
      3 En 1995, Waever propuso el término securitización en respuesta a los estudios tradicionales sobre seguridad nacional que restringían el concepto de la “amenaza” solamente a los riesgos de una intervención militar entre un estado y otro; mientras que el concepto de la securitización se orienta hacia los procesos por los cuales ciertos actores, como la prensa o el Poder Ejecutivo presentan ante el público la existencia de supuestas “amenazas” (ya sean militares o de otro tipo) como un pretexto para imponer políticas de emergencia tal como el despliegue de un mayor número de policías, mayores recursos a la seguridad o más armamento para hacer frente a las supuestas contingencias que pueden poner en riesgo la seguridad nacional (Rangel, 2016).
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  INTRODUCCIÓN


  Estados Unidos en 2019 decidió revertir la promoción de las políticas de libre comercio establecidas a partir del multilateralismo de la OMC y del bi o trilateralismo de los tratados de Libre Comercio instalados en los primeros años noventa, y aplicarle aranceles a los productos provenientes de economías con las que es deficitario. Dado que es un país con un déficit externo creciente y constante desde 1976, las interrogantes que saltan son si el problema es de sus socios comerciales por políticas de dumping, manipulación cambiaria y de competencia desleal, como acusan ellos; o si en Estados Unidos (EU) hay un problema económico estructural que deriva en dicho déficit. La hipótesis de trabajo es que EU aplica aranceles como una política de industrialización sustitutiva de importaciones para proteger industrias declinantes y recuperar el empleo y el crecimiento en el marco de una baja de la productividad manufacturera de larga duración. La consecuencia para EU será alzas de costos de producción y mayor pérdida de competitividad acompañado en el mediano plazo por una caída en la tasa de inversión y en la rentabilidad de las empresas que se podría ver reflejado en los índices de bolsa de valores.


  El presente trabajo intenta comprender la ubicación de México en medio de la guerra comercial de Estados Unidos contra China en el contexto de problemas económicos estructurales graves en la economía estadounidense. De esta manera se buscará el sentido exacto de las políticas de protección a las industrias declinantes que aplica EU y las consecuencias de esto sobre México y la economía mundial. La economía estadounidense es un caso de una gran economía estancada desde la década de los años setenta, con señales de pérdida de productividad manufacturera y con un problema de sobre costos laborales importante. Esto convierte su problema económico en uno de profit squeeze análogo al de otras economías maduras, como el que estudiaron en su momento Glyn y Sutcliff (1972) sobre la economía británica y como predijeron desde diferentes canteras teóricas Marx (1867) como la caída de la tasa de ganancia y Solow (1956) como una caída en la productividad marginal del capital.


  El trabajo está claramente dividido en dos secciones: la primera, contiene una revisión de los problemas de la economía de EU que atañen a la economía internacional y que permiten explicar los problemas de la guerra comercial con China. La segunda, es un análisis del problema del comercio internacional después de las aperturas de 1990 y el ingreso de China en el escenario de la economía internacional, seguido de lo que se aprecia como los elementos de la guerra comercial y dónde se encuentra México en este escenario. Finalmente, se presentan conclusiones con recomendaciones de políticas.
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  El trabajo está dividido en ocho subtemas: estructura comercial y crediticia; los déficit mellizos, fiscal y externo; la productividad manufacturera declinante y el mercado de bienes; la política salarial; el problema del comercio internacional; China en el escenario comercial mundial; la guerra comercial; (7a) caso Huawei y la red 5G, y México en el contexto de la guerra comercial.


  El equipo económico del gobierno republicano decidió colocar aranceles siguiendo la lógica que se puede proteger a las industrias declinantes mientras esperan que dichas industrias mejoren su posición competitiva. La lección británica asumida por Thatcher fue que esto no funciona y lo que se necesita es un cambio estructural. Al final del día, las grandes industrias británicas desaparecieron y unas fueron compradas por empresas extrajeras con nuevas tecnologías, mientras otras fueron cerradas del todo. Los problemas de fondo de la productividad son tecnológicos y de costos salariales.


  Estados Unidos comenzó a perder competitividad a partir de la década de 1960 en las siguientes ramas: telecomunicaciones, automotriz; electrónica de computación, y electrodomésticos. La evidencia empírica es la desaparición de las marcas tradicionales en estas ramas —Magnavox, RCA Victor, Westinghouse, General Electric, Emerson, Frigidaire, Silvania, Admiral, Hoover, Philco, Schick, Kodak, Silvertone— por nombrar las más reconocidas; o su mantenimiento por repetidos rescates públicos, como en el caso automotriz —Ford, GM y Chrysler— o la absorción de empresas de telecomunicaciones por empresas mayores después de la desregulación del mercado en la década del setenta —Bell Telephone; ITT—, con empresas nuevas o con otras tecnologías en la rama: Verizon, Sprint, T-Mobile y AT&T. Lo que sobrevive está en computación: Apple, IBM, Dell, HP; y en la fabricación de microchips —Texas Instruments, Micron, Qualcomm y Broadcomm, procesadores Intel— e inteligencia artificial —Google, Microsoft, Amazon— y lo hace sobre la base de innovación acelerada que es luego rápidamente remontada por competencia extranjera. En el siglo XXI la competencia les viene de China esencialmente; antes, en los años ochenta y noventa fue de Corea; y previo, en los sesenta y setenta, fue de Japón.


  Lo que se constata es que desde 1960, China crece a tasas crecientes y Estados Unidos lo hace a tasas decrecientes, llevando a una convergencia acelerada en el ingreso per cápita de ambas economías.


  Según el World Factbook de la CIA, el PIB de China medido en PPA el año 2018 ya es mayor al de EU mientras el PIB per cápita en PPA de EU está en el puesto 19 y el de China en el 105.1 El tema es que China crece 3.13 veces más rápido que Estados Unidos. Si bien es cierto que ambas economías tienden a crecer menos rápidamente desde la crisis del 2008, y que EU mantiene una tendencia de crecimiento descendente desde 1960 (véase la gráfica 2), la de China es ascendente. Si se toman como referencia el periodo 2012 a 2018 y se suponen constantes las tasas de crecimiento del producto y la población, el PIB per cápita chino medido en PPA superaría al de EU para 2045, solo que China tendrá cinco veces la población de Estados Unidos.2


  [image: g2_c6]


  ESTRUCTURA COMERCIAL Y CREDITICIA


  En 1990, tras la caída del muro de Berlín y con la apertura de China al mundo, EU inició en paralelo las negociaciones de libre comercio bilaterales para asegurar a sus socios geopolíticos más sensibles y, al mismo tiempo, promocionó el multilateralismo mediante la conferencia de Marrakech de 1992, que derivó en la fundación de la Organización Mundial de Comercio. El objeto fue instalar el concepto de deslocalización para abaratar costos de producción, y promocionar el concepto de globalización y de las cadenas globales de valor, para enfrentar los problemas de productividad estadounidenses. El mundo es plano (2005) escribió Thomas Friedman, pensando en Casell (1922) y un solo mercado mundial. Con muchos seguidores, las cadenas globales de valor requieren de esta forma de libre comercio con fábricas de partes y piezas fabricadas en el exterior de EU. De este modo dicho país comenzó a amasar un déficit externo gigantesco (véase la gráfica 3) y esto no se reflejó en mayor crecimiento del PIB. Dicho déficit, financiado con bonos del tesoro, comenzó a acumularse y crecer en el entendido que el mundo acepta dólares y los guarda como reservas internacionales. De su lado, el incremento del gasto público, mientras bajan los impuestos a los más ricos y a las corporaciones ha llevado a crecientes déficit fiscales y a una deuda pública de 120% del PIB (véase la gráfica 4).


  [image: g3_c6]


  [image: g4_c6]


  Estados Unidos ha demostrado al mundo que la teoría del equilibrio general no es un tema económico real, y que se puede vivir con déficit crecientes si el país tiene una moneda internacional y hay quien le de crédito. También ha demostrado que no hay relación entre déficit fiscales acumulados e inflación. Igualmente, está demostrado que el exceso de dólares inyectados anualmente no debilita dicha moneda como moneda de reserva internacional, sino que aparentemente la fortalece. Lo que no se tiene aún es una explicación teórica de porqué esto es así. También ha demostrado que la inyección de consumo público masivo no se refleja siempre en mayor crecimiento del PIB (véase la gráfica 5).
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  Desde los años noventa los déficit con China crecieron con la fabricación de partes y piezas para la industria estadounidense dentro de cadenas de valor diseñadas en ese país para productos finales vendidos desde allí. El gobierno estadounidense motorizó al resto del mundo para cambiar las reglas del juego del comercio internacional y utilizó al Banco Mundial para colocar las políticas de libre comercio en todos los países posibles y crear el sentido común de la economía de mercado. Para esto sirvió el libro que el Departamento de Estado le encargó a Francis Fukuyama, El fin de la historia.


  Solo el mercado funciona en esa visión austriaca contemporánea de los años treinta. China tomó en serio la apertura de los mercados y tuvo éxito con las zonas de procesamiento exportador de la costa Este de China. Esto se ve cuando el superávit chino con EU comenzó a crecer. Desde entonces, las empresas estadounidenses se proveen desde allá. Los cinco principales productos que EU le compra a China son equipos de telecomunicaciones, computadoras, partes y piezas de equipos de oficina, animales rellenos de estofa, y autopartes. Al contrario, lo que EU le vende son aviones, helicópteros y equipos aéreos, soya, automóviles y circuitos integrados.3


  El segundo mayor déficit estadounidense es con la Unión Europea y dentro de ésta con Alemania y Francia, específicamente, el mayor con el primero es en la rama automotriz. Entre los cuatro principales rubros que EU le vende a Alemania se encuentran: automóviles, sangre humana o de animales, turbinas de gas y medicinas de marca. A cambio le compra automóviles y sus repuestos, medicinas de marca, helicópteros, aviones y equipos espaciales. Con Francia las ramas son de equipos aéreos, medicamentos de marca, licores y vinos. Al revés le vende turbinas de gas, partes y piezas de equipos aéreos, medicinas de marca, y gasolina refinada. La venta de esta última y de sangre es de bajo valor agregado. A la inversa lo que venden los europeos es de alto valor agregado. Con China el intercambio de soya por bienes tecnológicos le da unos términos de intercambio negativos. En general, la principal exportación de EU al mundo es gasolina refinada, casi 6% del total exportado, seguido de autos (4.5%), aviones y helicópteros (4.3%), turbinas de gas (2.5%), medicinas empaquetadas (2.4%), sangre animal o humana, y circuitos integrados (2.3 por ciento).


  En México está perdiendo participación en el mercado (véase la gráfica 6). En los años sesenta, EU le proveía al país 62% de sus importaciones. En el 2017 esto se redujo a 47%. Lo que le vende a México es gasolina refinado, partes y piezas de vehículos, gas, cables aislados, y luego una plétora muy diversificada de productos en montos muy pequeños. A la inversa, México le vende automóviles, camiones, autopartes, computadoras. General Motors, Ford, Chrysler, Volkswagen, Nissan, Honda, BMW, Toyota, Volvo y Mercedes-Benz son las principales empresas automotrices que ensamblan o fabrican en México. Foxconn de Taiwán, HP de Estados Unidos, Samsung Corea del Sur, Flextronics de Singapur y LG de Corea del Sur son los principales fabricantes o ensambladores en electrónica (computadoras y televisores de pantalla plana).
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  Todas estas cadenas de valor se insumen con partes chinas fabricadas a solicitud de las empresas automotrices o electrónicas o por sus proveedores en China. De esta forma, el inmenso déficit comercial mexicano con ellos deriva de la ubicación del país en las cadenas globales de valor, no de la demanda mexicana propiamente. Por lo tanto, éste debería de ser sumado al déficit estadounidense para comprender el tamaño del déficit de dicho país con el socio asiático. Esto plantea los temas de por dónde y con qué productos México debe buscar el superávit comercial, en general, y con China, en particular, especialmente en los que tiene competitividad internacional, dado el pequeño superávit que le queda del comercio que tiene con Estados Unidos.


  Lo que salta a la vista es que EU exporta gasolina refinada, gas, soya y sangre humana o animal entre sus cuatro principales rubros con sus mayores socios comerciales. Las empresas en México que eran mayoritariamente provistas por EU en los años sesenta, después del TLCAN, están reemplazándolo por insumos chinos, crecientemente. A la inversa, a EU sus socios les venden productos manufacturados de alta complejidad y México le vende automóviles y camiones, repuestos de automóviles, teléfonos, y pantallas de video, en primer lugar. Es decir, la aplicación de aranceles a México es casi irrelevante para estas ramas porque lo paga el consumidor estadounidense. Finalmente, México está en la cadena de valor de las industrias americanas y, por lo tanto, cualquier arancel puesto al país será pagada mayoritariamente por los consumidores de productos estadounidenses armados en México. El arancel no induce a una sustitución de proveedores para México, en última instancia.


  El TLCAN ha significado para México un deterioro salarial significativo y una reducción del mercado interno a favor de la expansión del mercado americano. Al mismo tiempo ha significado un auge de las exportaciones que no ha sido acompañado por el crecimiento del PIB. Lo que ha ocurrido, en los últimos 25 años, es un estancamiento exportador. El crecimiento del PIB per cápita lleva una tendencia asintótica hacia cero, mientras las exportaciones pesan más en el PIB. Es una relación inversa aún más marcada con el comercio exterior total. Todo sumado, el comercio internacional pasó de representar 10% del PIB en 1970, a ser 75% en el 2016 mientras el crecimiento del PIB per cápita pasó de 4.8% a casi 0 (véase la gráfica 7).
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  El comercio importador sustituyó la fabricación nacional y la emergencia del nuevo sector exportador se hizo a costa de la depresión de los salarios, lo que devino en crecimientos del consumo progresivamente menores y, por ende, del PIB. Es un modelo de desarrollo exportador distinto del asiático donde la fabricación interna de insumos alimenta las exportaciones. México importa esos insumos de China lo que deriva en un déficit con ellos. Una consecuencia es la migración indeseada de mano de obra no calificada o de poca calificación a EU. Otra consecuencia del bajísimo crecimiento de la economía, es la emigración de mano de obra calificada mexicana al resto del mundo.


  México le exportaba al mundo, en 1962, productos primarios, como algodón crudo, moluscos y crustáceos, café, jitomates, bovinos, etc. mientras que 2.2% era petróleo crudo. En el año 2017, le exporta al mundo automóviles y camiones, repuestos de vehículos, televisores en color y CPU, y 4.9% del total exportado es petróleo crudo. El modelo coreano consistió en eslabonar las exportaciones hacia atrás para generar crecimiento. México las articuló hacia afuera, produciendo un auge del comercio exterior desconectado del crecimiento y de los salarios y, en realidad, exporta mano de obra calificada o semi calificada, barata.


  Estados Unidos abandonó, en esta relación productiva con México, ciertas ramas y líneas de producción dentro de su país y cambió su tipo de empleo hacia los servicios. En la nueva lógica estadounidense, lo que sostiene el consumo de los dos quintiles superiores es el salario creciente y de los tres quintiles inferiores, la expansión continua del crédito de consumo. En términos macroeconómicos, lo que se ha hecho es, por un lado, desregular y desintervenir y, por otro, intervenir para garantizar que no desaparezca el sector automotriz quebrado en las décadas de los setenta, noventa y 2008, y el sector financiero, quebrado en la década de los ochenta y en el 2008.


  El proceso de concentración del ingreso en ese país progresó de manera significativa en estos 30 años de desregulación 1988-2019. Mientras los salarios subieron a una tasa por encima de la productividad, las ganancias crecieron a tasas mucho mayores, derivadas de los auges de la bolsa de valores y de las inversiones financieras. Con todo y las pérdidas de la crisis del 2008, el sector financiero amasa ganancias en niveles record y el decíl superior de la sociedad estadounidense tiene más ingresos en el siglo XXI de los que ha tenido en su historia, mientras que la distribución del ingreso se deteriora progresivamente Saez y Zucman, 2014).


  Los sectores de mayores ingresos consumen bienes importados, en particular automotrices, pero también aeronaves y bienes de consumo no duradero como alimentos y vinos y licores. Mientras tanto, el sector real de la economía está afectada por la pérdida de dinamismo. Las inversiones en actividades nuevas van en declive, mientras la bolsa de valores, en general, está en auge, siendo más rentable invertir en el sector financiero que en el real.


  La economía de EU funciona sobre la base de créditos crecientes. Esto permite niveles de consumo personal y empresarial mayores que los que la economía produce realmente. Actualmente hay un problema con el crédito de consumo y el corporativo no bancario que se puede ver con el tamaño creciente del déficit externo, tanto de bienes de consumo, como de intermedios. El crédito interno al sector privado sumó 191% del PIB en el 2016, encima de 96.7% del PIB en 1984. El incremento del crédito evidentemente no ha acompañado el crecimiento del PIB, ni el incremento de los activos del exterior. La tasa de inversión está en descenso simétrico a la tasa de crecimiento del PIB, a la inversa tanto del crédito de consumo como, de los déficit fiscales (véase la gráfica 8)
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  El resultado ha sido un auge financiero en una economía estancada, con déficit comerciales crecientes con sus principales socios. Todo indica que la política de deslocalización y la nueva concepción del comercio exterior con cadenas globales de valor, y la introducción de la globalización mediante la eliminación de todas las restricciones al comercio y la creación de la OMC, no condujeron a una mejora de la economía estadounidense como pensaron sus creadores, los indicadores vitales de largo aliento siguen en descenso. La formación bruta de capital tiende a decrecer en relación al tamaño de la economía y a reducir su ritmo de crecimiento, a pesar del aumento del crédito interno, de las inversiones financieras y de los masivos créditos externos.


  LOS DÉFICIT MELLIZOS, FISCAL Y EXTERNO


  La pérdida de ventaja comparativa, así como la relocalización de la producción estadounidense a países con costos de producción menores, como China y México, ha tenido como consecuencia la imposibilidad por parte de EU de reducir su déficit en cuenta corriente. Si bien no siempre ha sido así, hay una persistencia al déficit externo. En la gráfica 4 se muestran la deuda de gobierno, el balance en cuenta corriente y el balance fiscal desde 1980 hasta 2018. A lo largo de los últimos 38 años, únicamente se han presentado tres años con superávit en la cuenta corriente, a saber, en 1980, 1981 y en 1991, los cuales fueron muy modestos, por debajo de 0.16% del PIB. Desde 1991 hubo un aumento en el déficit de en cuenta corriente llegando a -5.8% del PIB. Si bien lo redujeron a -2.1% en 2013 para 2018 se ubicó en -2.3% con tendencia al alza.


  Por otro lado, el presupuesto fiscal tuvo déficit desde 1980 hasta 1997. La excepción se dio entre 1998 y 2001, cuando se lograron cuatro años de superávit continuos. Desde 2002, se han presentado déficit recurrentes de nuevo, llegando a -10% del PIB como consecuencia de la crisis del 2008-09. Ajustaron el gasto durante el gobierno demócrata, hasta llegar a -2.8% en 2014, pero se revirtió. Los estímulos fiscales de 2017 provocaron un alza a -3.8% del PIB. Como señala Krugman (2013), en la década de 1980, cuando Reagan fue presidente, hizo una reforma fiscal que redujo los impuestos y aumentó el gasto. Esto provocó un aumento en el déficit fiscal y, además, un incremento del déficit en cuenta corriente, lo mismo pasó en 2018.


  Un aspecto fundamental resultante es el aumento de la deuda de gobierno de EU. A diferencia de las otras dos variables presentadas en la gráfica 5, presenta una tendencia creciente desde 1980 cuando equivalía a 31% del PIB de EU. Si bien en los dos primeros años del milenio, se logró bajar la deuda como proporción del PIB, ante la crisis del 2008-2009 la deuda pública como proporción del PIB dio un salto de 62% en 2008 a 81% en 2010, sobrepasó 100% del PIB de EU, el 2014 y en 2018 equivale a 103% del PIB. Los aumentos de la tasa de interés de los fondos federales por parte de la Reserva Federal (Fed) podría provocar una carga fiscal mayor con consecuencias para la economía de EU. Ese peso dificulta la recuperación de las tasas de interés a niveles históricos de 4.5, 2% por encima de la tasa de inflación. La consecuencia es la exportación de capitales a mercados financieros seguros donde los diferenciales de tasas de interés sean más significativos y rentables.


  El alza de la tasa de interés se acompaña de un proceso de apreciación del dólar, desde el año 2014 que de mantenerse resultaría en el encarecimiento de sus exportaciones y abaratamiento de las importaciones, lo que afectaría el déficit en balanza comercial adversamente y, por lo tanto, se incrementaría el déficit en cuenta corriente. Esto último sin embargo ya no es problema, la nueva decisión, y el nuevo normal, es tener déficit crecientes fiscal y externo. El déficit fiscal fue de 534 mmd en 2016 y el presupuesto aprobado para el 2020 es de 1.1 billones de dólares, el doble (https://www.cbo.gov/topics/budget) (véase la gráfica 9).
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  LA PRODUCTIVIDAD MANUFACTURERA Y EL MERCADO DE BIENES


  Uno de los puntos centrales para comprender los aranceles que EU ha impuesto desde 2018 a sus principales socios comerciales, es la evolución que ha tenido la productividad total de los factores (PTF) en el sector manufacturero. Para el periodo comprendido entre 1988 y 2017 la PTF presenta episodios de expansión y contracción con una tendencia decreciente. Con el fin de comprender algunos cambios que se han dado en el sector, se dividió en tres subperiodos. Para el primero, que va de 1988 a 1997 la tasa de crecimiento promedio anual fue de 0.8%, de 1998 a 2007, se presentó el mayor dinamismo en la productividad del sector teniendo una tasa de crecimiento promedio anual de 1.9%, por último, de 2008 a 2017 fue negativa, situándose en -0.7% (véase la gráfica 1).


  En los últimos 10 años, la economía estadounidense tuvo tasas de crecimiento positivas para el sector manufacturero únicamente en 2008 y 2014. Dicho fenómeno evidencia los problemas de productividad que tiene la manufactura en EU y la pérdida de competitividad en relación con otros países. De acuerdo con un artículo del Monthly Labor Review (julio del 2018) donde se analiza la productividad total de factores desde 1992 al 2016, se concluye que del total de industrias en el sector manufacturero en EU 72% presentaron una desaceleración de la productividad en el periodo 2004-2016, respecto al periodo de 1992-2004


  Entre las industrias que contribuyeron a la caída de la productividad en el sector manufacturero están: semiconductores y componentes eléctricos; computadoras y equipos periféricos e informáticos. Este hecho resulta revelador toda vez que los dos grupos de productos importados de China, son equipos de telecomunicaciones y computadoras (MIT, 2018).


  LA POLÍTICA SALARIAL


  La concentración del ingreso no es un tema desconocido ni negado en EU. De acuerdo con los datos del Banco Mundial, el índice de Gini ha pasado de un mínimo de 34.6% en 1979 al dato más reciente con un máximo histórico, en 2016, que llegó a 41.5%. Esta situación está determinada por la diferencia en los incrementos salariales y de ingresos que hay en los diferentes rangos de ingreso. De acuerdo con información del U.S. Census Bureau la proporción de los ingresos obtenidos por los tres quintiles más bajos, es decir, por el 60 que perciben menores ingresos, era de 32.1% del total en 1967, mientras que los ingresos percibidos por los dos quintiles más altos de 67.8%. Para 2017, los tres quintiles más bajos solo obtuvieron 25.6% de los ingresos mientras que los dos quintiles más altos concentraron 74.5. Los ingresos de 5% superior era 17 de los ingresos en 1967 y subió a 22% en el 2017. Con esto, el igualitarismo republicano estadounidense parece haberse desvanecido.


  Dicha situación evidencia las diferentes velocidades en los incrementos de los salarios en ese país, donde los que perciben salarios más altos tienen incrementos mayores a aquéllos con un menor salario. Por esto, el crédito al consumo es cada vez un rubro más importante. De acuerdo con estimaciones del Banco de Pagos Internacionales la deuda total, incluida la de los hogares, corporativa y de gobierno como proporción del PIB pasó de 187, en 1999, a 250% en 2017. Una situación así genera, por un lado, mayor presión sobre el déficit fiscal dadó que hay seguro de desempleo y gastos médicos a familias con bajos ingresos y, por otro, un círculo vicioso de crecimiento del crédito de consumo por pasar una proporción mayor del mismo en intereses a la banca (Bayoumi, Melander, 2008).


  EL PROBLEMA DEL COMERCIO INTERNACIONAL


  Durante las décadas de 1980 y 1990, se impusieron políticas de desregulación de mercados y apertura comercial en casi todas las economías alrededor del mundo como condición para resolver los problemas de deuda externa. En 1994, se firmó el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), México, Canadá y EU; sacando del acuerdo multilateral más de un tercio de su comercio exterior —35% de sus importaciones y 32% de sus exportaciones— en 1994. Desde entonces, la política comercial estadounidense operó de manera bífida: una mediante la OMC, y otra opuesta, por medio del TLCAN. Tanto por la vía multilateral como por los tratados, EU se convirtió en el principal rector de las normas de comercio internacional.


  En 1990, las mayores economías eran: EU, Japón, Alemania y Francia. Éstas representaban más de la mitad del producto bruto mundial (53.7%). Ese año, entre Japón, Alemania y EU, controlaban 32.2% de las exportaciones mundiales y 31.1% de las importaciones. México participaba sólo en 0.8% y China, en 1.8. Con las aperturas, desde 1990, el comercio mundial se expandió a una velocidad acelerada y cambio el contenido de los flujos comerciales. Los flujos de bienes de consumo y bienes de capital cedieron paso a los flujos de capital, vía inversión extranjera directa, y al comercio de partes y piezas, manufacturas y productos semielaborados. Entre 1990 y 2000, el valor total del mercado, importaciones más exportaciones, creció 7.3% en promedio anual, a pesar de las dos crisis globales: 1994, la del Tequila en México, y 1998, la Gripe Rusa.


  La dinámica de crecimiento y desarrollo económico mundiales presentó cambios importantes en el desenvolvimiento que había presentado desde la década de 1990. No eran las economías desarrolladas las que presentaban el mejor ritmo de crecimiento del producto interno o del comercio sino las emergentes. Entre 2000 y 2007, por ejemplo, los llamados BRICS presentaron mucho más altos niveles de crecimiento del producto que las economías desarrolladas: China creció 10.5% promedio anual; Rusia 7.2; India 6.4; Sudáfrica 4.2, y Brasil 3.6%. Al contrario, las economías más grandes, las que más pesan en la masa de la producción y comercio mundiales presentaron una dinámica mucho más lenta: EU creció 2.6%, Alemania 1.6, Japón 1.4, Francia 2.1%. La crisis mostró que era de dos velocidades, mientras las economías más maduras estaban estancadas, las emergentes siguieron creciendo, aunque a tasas menores que en el 2007. La explicación es que es la economía China la que arrastra a la economía mundial y ya no la estadounidense ni la europea o japonesa


  CHINA EN EL ESCENARIO COMERCIAL MUNDIAL


  El caso de la industrialización y el crecimiento económico chinos fue muy particular. Desde 1979, China instaló zonas franca industrial (ZFI), como espacios dedicados a la producción industrial para exportación, en las que se les ofrecen condiciones de inversión y comercio favorables en comparación con el resto del país. Mediante el apoyo a la importación, la exención aranceles por exportación, facilidades de encadenamiento, flexibilización laboral, laxa legislación ambiental, etc., las ZFI se clasificaron de acuerdo a su orientación en zonas económicas especiales, zonas para empresas, zona industrial y comercial libre. Con las ZFI se buscó atraer inversión extranjera para implementar procesos productivos manufactureros orientados a la exportación.


  La instalación de las ZFI en China tuvo tres etapas muy claras en su implementación: en un inicio, se instalaron cuatro ZFI en 1980, insulares y costeras, y sólo se implementaron nueve zonas más hasta 1990. Entre 1990 y 1993 el número de ZFI se sextuplicó con la instalación de más de 100 nuevas zonas, lo cual incrementó en la misma proporción los flujos de inversión extranjera. En 2000, poco antes de que China se incorporara a la OMC en diciembre de 2001, se potenció su instalación a partir de la estrategia Desarrollo de China occidental e instaló 30 más. Para dicho año, China había crecido a ritmo promedio anual de 10.4% y ya ocupaba el sexto lugar entre las economías más grandes del mundo, el PIB equivalía a 3.3% del producto bruto mundial.


  A partir de la década del 2000, se volvió cada vez más común la presencia de productos electrónicos, electrodomésticos, de telecomunicación, etc., hechos en China. Al mismo tiempo, sostenidas en los bajos costos laborales, las economías receptoras de los eslabones manufactureros de la cadena productiva aumentaron sus niveles de productividad. Por las mismas razones, a las economías desarrolladas les pasó lo contrario. En la medida en que las segundas se fueron especializando en el desarrollo e investigación tecnológica, patentes y propiedad intelectual, y en los últimos eslabones de la cadena productiva, la generación de valor agregado interno disminuyó su productividad. En términos generales, el correlato al alza en la productividad de la producción manufacturera de los países emergentes corresponde a la tendencia decreciente de la productividad en los países desarrollados.


  Adicionalmente, la creciente tendencia a la alta productividad de las economías emergentes les permitió, en los mejores casos (China, Malasia, India, Brasil), construir cierta autonomía a la transferencia de tecnología. La velocidad en el ritmo del desarrollo e implementación de nuevas tecnologías a la producción, impulsadas por las informáticas y las redes de comunicación, se aceleró vertiginosamente a partir de la década del 2000. Lo cual permitió que, después de varias generaciones de desarrollos tecnológicos, las economías emergentes comenzaran a desarrollar su propia tecnología y participaran en la carrera cientifico-tecnológica mundial. Este tema ha sido objeto de debate al interior y exterior de la OMC, dado que el reclamo de las economías desarrolladas, especialmente de EU, ha sido el plagio o robo de tecnología a partir de la mínima modificación o mejora del producto inicialmente creado por los centros de investigación y desarrollo estadounidenses.


  Previo a la crisis financiera global del 2007, el balance de las economías más importantes había cambiado respecto al estado de 1990. Las economías más importantes que participaban en el producto bruto mundial eran: EU (24%), Japón (7.7%) y China (6.1%), seguidos todavía por Alemania, Reino Unido y Francia. Sin embargo, la novedad fue el acelerado crecimiento económico chino.


  La crisis del 2008 tuvo, en general, desastrosos efectos en la economía internacional, especialmente mediante los sistemas financieros encadenados con el estadounidense. Se desplomó el credito internacional, el comercio exterior; el consumo, y la inversión y, por tanto, el PIB. Sin embargo, el efecto que tuvo en las economías emergentes fue menor que en las economías más maduras y más entrelazadas financieramente. Aunque también se vieron afectadas por la caída de las exportaciones, el ritmo de crecimiento en los países emergentes no se cayó mucho, en comparación con EU o las economías más financiarizadas, y la salida de la crisis fue mucho más rápida.


  Una década más tarde, en 2017, muchas de las economías desarrolladas aún no terminan de recuperarse por completo y sufren de un estancamiento de las tasas de crecimiento, lo que no significa que dejen de ser importantes en la economía mundial. Aunque EU recuperó su crecimiento promedio de 2.1%, entre 2010 y 2017, perdió peso en la economía global y se redujo de 40% de la economía mundial a 24% en el 2017; seguido de China (15.1%), Japón (6%) y Alemania (4.5%). Sin embargo, se presentó una diferencia importante entre sus tasas promedio de crecimiento. Mientras EU se mantuvo con una tasa estancada, la economía china creció 7.9% promedio anual durante ese periodo, Alemania 2.1 y Japón 1.5% (véase la gráfica 10).
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  La nueva división internacional del trabajo, emergida en los años noventa, acompañada por la pérdida de competitividad de las economías centrales, provocó que cambiaran las fuentes dinámicas del comercio internacional. Con la globalización y la desregulación financiera, las empresas trasnacionales estadounidenses construyeron una red global de encadenamiento productivo que concluye en EU y conformaron una dinámica interna de sobreconsumo sobre la cual su economía importa más de lo que exporta y consume mucho más de lo que produce. Esto deriva de los aumentos salariales siendo mayores que los incrementos de productividad.


  La composición de los principales socios comerciales estadounidenses continuó su tendencia a la centralización, presente desde la década del 2000. El déficit comercial del 2018 estuvo definido por la relación con sus tres socios principales, por importaciones: China (21.2%), México (13.6) y Canadá (12.5), y por exportaciones: Canadá (17.9%), México (15.9) y China (7.2). Todo esto ha motivado las guerras comerciales, pero en especial la de China, también las hay con Rusia, la Unión Europea, Irán, México y Canadá, por nombrar las más visibles.


  LA GUERRA COMERCIAL


  Hasta 2018, sobre el ejercicio de política comercial bífida, EU, al mismo tiempo que mantiene formalmente su participación en la OMC, tiene formados 20 tratados de libre comercio. De estos, 12 están en el hemisferio Americano, Canadá y México (con el TLCAN), República Dominicana, Guatemala, El Salvador, Honduras, Nicaragua y Costa Rica (con el DR-CAFTA), Chile, Colombia, Perú, Panamá; uno en África, con Marruecos; cuatro en Medio Oriente, Israel, Jordania, Omán y Bahréin; dos en Asia, Corea y Singapur, y uno en Oceanía, con Australia. Sin embargo, de estos, realmente solo el TLCAN corresponde a un tratado comercial, el resto son en realidad acuerdos de cooperación militar y tratos preferentes para ciertas exportaciones estadounidenses.


  Con la elección de Donald Trump a la presidencia de EU en noviembre de 2016, se abrió la puerta a una política económica, desde su campaña electoral, que anunciaba revertir su arquitectura comercial creada desde 1990. El mandatario electo tomó posesión el 20 de enero de 2017 y tres días después canceló la participación de EU en las negociaciones finales del Acuerdo Transpacífico de Cooperación Económica (TPP, por sus siglas en inglés) que ellos lanzaron. Este era un proyecto que la administración de Barack Obama consideró fundamental, pues correspondía al contrapeso a China en la Cuenca del Pacífico mediante la construcción del bloque económico más grande del mundo, que integraría a 12 economías del Pacífico, reuniría más de 40% del producto bruto global y concentraría más de un tercio del mercado mundial.


  Seguido a la cancelación del TPP, el presidente Donald Trump inició un proceso de hostigamiento comercial hacia sus principales socios deficitarios. Durante el primer año de su mandato, se dirigieron toda clase de acusaciones hacia México, Canadá y, principalmente, China, sobre la manipulación del tipo de cambio, la competencia comercial desleal, el robo de tecnología, la violación a las normas de propiedad intelectual, el subsidio a empresas tecnológicas, los bajos salarios, la migración, etc. Con los lemas “América primero” y “Haz América grande otra vez”, el presidente electo comenzó a minar los organismos multilaterales del marco de Naciones Unidas y a construir un unilateralismo basado en el nacionalismo excepcionalista estadounidense, análogo a otros nacionalismos excepcionalistas europeos de los años treinta. Su diagnóstico es que sus principales socios comerciales han abusado de la buena voluntad y de la economía estadounidense y que ésta es la causa del estancamiento económico y de su incapacidad de competir en el mercado mundial.


  En enero de 2018, mediante decretos presidenciales amparados en la Ley de Expansión Comercial de 1962, argumentando razones de seguridad nacional, Trump anunció la imposición arancelaria unilateral de 20% a las importaciones de todas las lavadoras y de 30% a todos los paneles solares. Esta medida correspondió al primer aviso del enfrentamiento comercial que en adelante emprendería EU, no sólo contra las normas y espíritu de la OMC en general, sino contra sus principales socios comerciales. La primera reacción fue esperar, nadie denunció a EU por la imposición unilateral de aranceles ante la OMC (la encargada de resolver controversias comerciales), sino que esperaron a ver qué era lo que seguía, con un poco de incredulidad sobre la guerra comercial que se avecinaba.


  Dos meses después, en marzo de 2018, se decretó un nuevo gravamen a las importaciones de acero en 25% y de aluminio en 10%. La mayoría de los gobiernos especularon sobre el destino del comercio internacional y cómo las medidas proteccionistas estadounidenses podrían modificar el orden mundial establecido. Esta vez, China tomo represalias con una medida en la misma proporción y dirección. En adelante, desde abril del 2018, EU y China, las dos economías más grandes del mundo, se encuentran enfrascadas en la mayor guerra comercial de la historia.4


  Entre abril de 2018 y junio de 2019 la guerra comercial se endureció por medio de seis rondas de alzas arancelarias entre ambos países, sólo interrumpida por un periodo de 90 días de tregua entre diciembre 2018 y marzo de 2019. Las demandas formales estadounidenses, sobre las cuales justifica las agresiones, se dirigen a la reducción de su déficit comercial en 60%. Exigen que China frene el subsidio a las empresas tecnológicas, ponga fin al alegado robo de propiedad intelectual, disminuya los aranceles a productos estadounidenses y abra su cartera de inversión extranjera a sus socios. No obstante, a cambio EU no ofrece nada, salvo el cese (no la reversión) de los aumentos arancelarios. El centro de la guerra comercial es la pérdida de competitividad y liderazgo tecnológico, ese es el centro del caso Huawei. Lo que dicha guerra logró fue reducir el desempleo a niveles históricamente bajos, lo que no logró fue reducir el déficit externo estadounidense (véase la gráfica 11).
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  CASO HUAWEI Y LA RED 5G


  La guerra comercial que EU ha emprendido contra China tiene en el centro la caída de la productividad interna estadounidense y la pérdida de competitividad de sus empresas trasnacionales. Es así que se puede interpretar el conflicto de EU contra Huawei. El inédito conflicto comercial de un Estado nacional contra una empresa multinacional, expresa la crisis que enfrenta la economía estadounidense frente su pérdida de liderazgo y la desesperación por acortar la brecha productiva.


  Huawei Technologies Co. Ltd. y Zhongxing Telecommunication Equipment Corp. (ZTE), han estado bajo constantes agresiones por parte del gobierno de EU, desde hace varios años. En 2012, el Departamento de Seguridad Nacional, identificó una supuesta amenaza a los intereses de seguridad nacional por las vulnerabilidades en la cadena de producción de telecomunicaciones y recomendó “ver con sospecha la penetración continua del mercado de telecomunicaciones por parte de las compañías de telecomunicaciones chinas”. La cuestión se complicó con el arribo de Trump al ejecutivo, pues las cuestiones que eran resueltas en un nivel diplomático por medio de las instituciones legales (incluso multilaterales) cayeron en el unilateralismo autoritario del mandatario.


  La trama Huawei ha pasado por el boicot comercial, el acoso jurídico por temas de propiedad intelectual y hasta la detención de su CFO e hija de su fundador Ren Zhengfei. El objetivo estadounidense central siempre fue el bloqueo del lanzamiento de la red inalámbrica 5G desarrollada mediante tecnología china. La innovación de esta red móvil corresponde a la última generación de telecomunicaciones, frente a la cual ninguna de las trasnacionales estadounidenses (AT&T, Verizon, etc.) han logrado desarrollar. La red móvil 5G, de propiedad y patente chinas, promete resolver muchos de los límites que enfrentaba el internet de las cosas, la conectividad remota y la autonomización de los objetos.


  El tema detrás de la campaña contra Huawei es la negativa por parte del ejecutivo estadounidense de enfrentar el problema estructural, económico y tecnológico que aqueja su economía. Contrario a enfrentar el problema a partir del desarrollo de fuerzas productivas, el fomento de la producción interna, el aumento de la productividad y el incremento de la competitividad en el mercado mundial, la administración de Donald Trump decidió que la mejor ruta era minar el ritmo de crecimiento chino, bloquear su comercio y hostigar al país.


  MÉXICO EN EL CONTEXTO DE LA GUERRA COMERCIAL


  La firma del TLCAN representó para México su integración a dos mercados completamente asimétricos. Para 2017, el contraste entre los miembros puede observarse desde cualquiera de sus indicadores económicos. Por ejemplo, EU sostiene, a pesar de la prolongada crisis y caída de su dinámica económica, un PIB per cápita de 59 531.00 dólares, frente a los cuales están Canadá, con uno de 45 032.00 dólares un poco menor, y México de 8 902.00 más que sextuplicado por el estadounidense. Comparativamente, son más simétricos Canadá y EU, que México. Por el lado de los ingresos medios mensuales, en el 2016, el salario de EU alcanzó 3 016.00 dólares; el de Canadá 2 494.00, sin embargo el de México llegó únicamente a 496.00. Otra vez, la relación entre EU-México, es seis veces más alto, y cinco veces más en Canadá.


  En un inicio, el TLCAN se promovió con el objetivo de expandir el mercado para los bienes producidos en EU y aprovechar el mercado de fuerza de trabajo de menores costos, sobre todo en el lado mexicano. La composición asimétrica ha permanecido, especialmente si en lugar de mirar el salario medio se compara el salario mínimo no calificado. En EU éste fue, para 2016, de 7.25 dólares la hora, para Canadá 8.43 y para México 0.48. Esta composición estructural del mercado ampliado estadounidense fue la que condicionó, durante más de 25 años, la caída de la productividad manufacturara de Estados Unidos.


  Con esta lógica de ampliación del mercado interno estadounidense, a partir de la integración asimétrica con sus dos socios norteamericanos, EU generó una condición estructural sobre la cual sólo participaba en el inicio y fin de la cadena productiva. Esta lógica generó, regionalmente, una lógica de creciente déficit comercial (véase la gráfica 12). México se especializó en la exportación de mano de obra barata, ya sea vía física, mediante la migración a las zonas industriales y agrícolas en EU, o vía relativa, mediante la incorporación de los procesos productivos en territorio mexicano, sobre las condiciones nacionales de flexibilización laboral y bajos salarios.
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  Desde la firma del TLCAN en 1994, México mantiene un superávit comercial con EU. Este es el motivo por el cual este último ha puesto a la economía mexicana como un frente para resolver su déficit comercial. Análogo al caso chino, desde la campaña electoral de Trump, la economía mexicana recibió constantes amenazas de cancelación del TLCAN. Esto, para México, podría representar la redirección de una parte de 80% de sus exportaciones que actualmente van al norte; y la búsqueda por sustituir 51% de sus importaciones; o, en el peor de los casos, someterse a las reglas de la OMC y tener aranceles de 2% promedio general, como el resto del mundo.


  Con la declaración del incremento de aranceles al acero (25%) y al aluminio (10%) Trump violó el TLCAN y los acuerdos de la OMC. A cambio llamó a renegociar el tratado y suspendió las tarifas temporalmente. Después de cinco rondas de re-negociación del TLCAN, los tres socios comerciales acordaron un nuevo instrumento que regulará el comercio en la región, el T-MEC. Fue un proceso de negociación atípico y contradictorio, tanto en los procedimientos de negociación internacional, como en la diplomacia y canales de información. Los socios firmaron el 30 de septiembre del 2018 el Tratado entre México, EU y Canadá (T-MEC) como una renovación ajustada a las necesidades de Estados Unidos, desinteresado en la renovación trilateral, con la disposición incuestionable de México y la renuencia de Canadá. El nuevo T-MEC perpetua la política comercial bífida que EU ha promovido desde la década de 1990, unas reglas para los vecinos, otras con la OMC y el mundo.


  CONCLUSIONES


  Las políticas de protección a las industrias declinantes que aplica Estados Unidos y las consecuencias de esto sobre México y el comercio mundial derivan de que EU tiene su gran economía estancada desde la década de los años setenta, con señales de pérdida de productividad manufacturera y con un problema de sobre costos laborales importantes, como se ha visto. Las empresas estadounidenses promovieron la deslocalización productiva, y con ello, la apertura comercial irrestricta, como una manera de reducir costos frente a lo que Glyn y Sutcliff (1985) bautizaron como el profit squeeze por incrementos salariales. Esto también puede ser leído como el declínio de la productividad marginal del capital (solow) o la caída de la tasa de ganancia (Marx). Es decir, expresa un reflejo del declinio de la tasa de ganancia de la economía estadounidense.


  La apertura comercial en 1990, se hizo de manera trilateral en América del Norte promovida por EU en el TLCAN y se realizó de manera multilateral con la creación de la Organización Mundial del Comercio, promovida por ellos mismos. Ese mismo año China se abrió al mundo como un actor comercial importante. El resultado esperado de incrementar la rentabilidad de las empresas fue en sentido inverso a la creación de empleos y generó, al mismo tiempo, un movimiento migratorio desde México, desconocido antes de 1994 en esos volúmenes de población. Una consecuencia del TLCAN fue una baja salarial y que México exporte mano de obra calificada o semi calificada barata en productos maquilados en el país. Esto es igualmente cierto para las economías de Centroamérica. Una segunda consecuencia fue el magro crecimiento económico derivado de la baja salarial, llevando a la exportación de mano de obra altamente calificada.


  Cuando se revisan los principales indicadores de la economía para confirmar o negar esta hipótesis, se confirma que la tasa de inversión estadounidense está en declive desde hace 40 años. Los déficit fiscales y el aumento del gasto público no resultan en un alza del ritmo de crecimiento del PIB de dicho país hace 50 años. Es decir, el déficit no es parte de una política contra cíclica, sino es parte estructural que sirve para encubrir los problemas de productividad y alimentar el consumo. El consumo privado, a su vez, va soportado por la duplicación del crédito en la economía sin que la economía haya crecido más aceleradamente. Va alimentado por el incremento de los ingresos de los dos quintiles superiores de la población, cuyos ingresos aumentan a ritmos mucho mayores que el PIB, llevando, por un lado, a un aumento de la concentración del ingreso a lo largo de los últimos 40 años y, por otro, al incremento creciente e irrefrenable del déficit comercial, dado que los sectores más ricos tienen una mayor propensión marginal al consumo importado. En segundo lugar, la creación de cadenas globales de valor para contrapesar el problema de productividad ha hecho muy difícil romperlas con aranceles o sustituirlas en el corto plazo.


  Hay que reconocer que mientras los salarios medios en EU son nueve veces más grandes que en México, el PIB per cápita del vecino del norte es solo siete veces mayor. La diferencia es una distorsión de salarios, reflejada como una inyección de demanda en la economía sin soporte productivo. Entre las importaciones de partes y piezas por las cadenas globales de valor y el fenómeno del consumo privado abultado, la consecuencia es un déficit comercial estructural deformado que se puede mantener en crecimiento indefinido por la inyección de dólares a la economía global. El país del norte tiene una tasa de crecimiento del PIB declinante desde la década de los años sesenta hasta la gran crisis del 2007-2008. Desde entonces, es aún más baja y con una productividad manufacturera aún más baja. A la inversa, se observa una mayor concentración del ingreso y un déficit creciente.


  En este marco apareció el crecimiento económico de China y de las economías emergentes, no así de México. La apertura comercial y la aplicación de los principios de la economía de mercado, desde 1990 dieron inicialmente nuevos bríos a las economías relacionadas con dicho país como mercado de destino. La novedad fue que México importa de manera creciente partes y piezas producidas en China para las nuevas industrias ensambladoras establecidas con el TLCAN lentamente sustituyendo a su proveedor histórico. Lo sustituye porque esas industrias hicieron sus cadenas globales de valor eslabonadas a China, las industrias exportadoras automotrices, computadoras, y televisores están todas también de manera creciente con China. Al otro lado, no se lo ha establecido como mercado preferente de destino, con lo cual hay un déficit creciente mexicano con China, que en realidad debería sumarse al déficit estadounidense con dicho país. El déficit con China es ampliamente cubierto por el superávit con Estados Unidos.


  Las guerras comerciales en este marco son políticas de industrialización declinante sustitutiva de importaciones, para proteger industrias otoñales y proteger mercados considerados propios. Son guerras aplicadas contra los socios comerciales más importantes, “culpándolos” de su déficit. Esta es una política consistente desde los años ochenta, cuando Japón fue el “culpable” del déficit externo estadounidense. Lo que ha quedado en evidencia es que el gobierno de EU firmó en 1992 un tratado que era inmutable —TLCAN— y luego procedió a desconocerlo para hacer otro —T-MEC— cuyos fines más visibles adicionales son prolongar la vida de los derechos de autor y prohibirle a México firmar un TLC con China y Cuba.


  Los aranceles impuestos a México no tienen mucha importancia dado que, en las cadenas globales de valor, y considerando que 80% del comercio exterior va a EU, los que pagan ese arancel son sus consumidores. Más problema son los obstáculos de zonas gris que han colocado al mismo tiempo que los aranceles para impedir el comercio de aguates, jitomates y otras verduras. La capacidad de aplicar represalias por estas medidas de zonas gris agrícolas es pequeña dado que el trabajo del campo en EU es efectuado por migrantes mexicanos, mayormente ilegales, que van a ganarse la vida con la cosecha.


  Las cadenas globales de valor de las industrias no son desmontables en el corto plazo. Esto trae como ventaja un crecimiento del comercio exportador de aquellos productos que desde EU no puede fabricar a costos competitivos por los aranceles. La desventaja de esto es que, si dicho país pretende cerrar su déficit externo con aranceles, le aplicará a México aranceles crecientes. En el largo plazo quizás le interesaría a México diseñar una política industrial que le permita considerar eslabonar para atrás las cadenas dentro del país, y no proveerse de China, Corea y Malasia ni de Estados Unidos.


  Esto implica la necesidad de tener algún ente de planificación económica que permita estudiar las cadenas de valor y, sobre todo, entender en qué ramas el Estado debe asociarse con empresas privadas para la puesta en marcha de actividades ahora inexistentes. Esto implica pensar en hacer crecer la inversión pública productiva en sociedad con el capital privado.


  Asimismo, el tema de la importación de la gasolina refinada, como la principal importación a México desde Estados Unidos, puede ser resuelto de manera eficiente con la construcción de refinerías dentro del país. La fijación del comercio exterior mexicano a una economía con una dinámica económica declinante asegura, en el largo plazo, una muy baja tasa de crecimiento para el país. Esta se ve además mermada por la baja de los salarios y la contracción del mercado interno y por la falta de eslabonamientos productivos internos. Esta lógica debe ser revertida para reanimar la economía a partir del uso del multiplicador fiscal de la inversión.


  La guerra comercial no se detendrá en la medida en que lo que está en juego es el liderazgo global y no, propiamente, los aspectos del déficit comercial estadounidense, que sigue creciendo con todo y guerra. La pérdida de liderazgo tecnológico en las ramas automotriz, de generación y uso de energía limpia, de telecomunicaciones, y de computación obliga a Estados Unidos a defender agresivamente su posición de liderazgo en picada. Por esa razón, el país del norte no utiliza los mecanismos convencionales multilaterales para castigar a China por alguna infracción comercial, sino que utiliza la lógica de guerra, donde hay uno que gana y uno que pierde, con pedidos de tregua ocasionales por el perdedor, para acopiar fuerzas para un nuevo asalto. Parte del campo de batalla está en México y el gobierno debe tomar las medidas necesarias para no salir perdiendo en una guerra ajena.
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  7. Del TLCAN al T-MEC: relaciones financieras transfronterizas
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  PRESENTACIÓN


  El Acuerdo del Tratado de Libre Comercio entre Canadá, Estados Unidos y México (TLCAN) iniciado hace 25 años, respondió en su momento a las necesidades geopolíticas y geoeconómicas de finales de los ochenta y principios de los noventa donde se hacía necesario un fortalecimiento de Estados Unidos ante la creación de una Unión Europea con una moneda común; por el otro lado, fortalecer la economía mexicana que salía de la década de los ochenta con fuerte presión por parte de los mercados financieros. Para Burfisher, Lambert y Matheson cuando se preguntan ¿qué se ha ganado en el tránsito del NAFTA al USMCA?, la respuesta es


  […] el TLCAN reformó fundamentalmente las relaciones económicas de América del Norte, impulsando una integración sin precedentes entre Canadá, Estados Unidos y México y alentando un aumento dramático en el comercio regional y la inversión transfronteriza entre los tres países. Desde que entró en vigencia el acuerdo, el comercio entre las tres partes del TLCAN ha aumentado de US $ 290 mil millones en 1993 a más de US $ 1.1 billones en 2017 (Burfisher et al., 2019).


  Al ver los resultados del acuerdo mencionado, y frente a los avances de China, participante en el nivel mundial a partir de la entrada a la Organización Internacional del Trabajo (OIT), era necesario fortalecer la región nuevamente de América del Norte frente a una integración comercial y productiva liderada por Estados Unidos.


  El presente capítulo tiene como objetivo realizar una comparación general entre los tratados (TLCAN y T-MEC) en lo que compete a política monetaria, fiscal y financiera y al mismo tiempo subrayar las relaciones financieras transfronterizas existentes “de facto” y no consideradas en el acuerdo del TLCAN iniciado en 1994, siendo los salarios un elemento de relevancia en las negociaciones de integración estructural en el acuerdo a aprobarse por las cámaras parlamentarias de cada uno de los países integrantes. Se parte de una introducción donde se sitúa la problemática a estudiar, se realiza una interpretación teórica para poder entender los cambios referentes a servicios financieros, tipo de cambio y salarios en el nuevo acuerdo comercial de integración de América del Norte. A partir del examen de estadísticas descriptivas para el caso de Canadá, Estados Unidos (EU) y México la hipótesis central del presente capítulo es demostrar cómo los flujos financieros desempeñan un papel fundamental en la determinación del tipo de cambio. ¿Qué cambios hay al pasar del TLCAN al T-MEC?, ¿cuáles son las modificaciones en relación al tipo de cambio, las exportaciones y los salarios en México? para terminar con una relfexión del futuro acuerdo en un ambiente de fragilidad e incertidumbre financiera regional y mundial.


  INTRODUCCIÓN


  México en la década de los años ochenta decidió instrumentar profundas reformas de liberalización y desregulación económica abriendo su economía al comercio internacional, esperando crear, así, nuevos eslabonamientos productivos que generaran un sostenido crecimiento económico nacional. Por otra parte, desreguló y transformó el sector y las instituciones monetarias y financieras, confiando atraer cuantiosos volúmenes de inversión extranjera después de una larga década perdida. El Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) firmado en 1994, fue en su momento un tratado de comercio internacional de avanzada, estaba enmarcado en las teorías de integración de libre comercio entre países con distinto desarrollo, para generar una convergencia económica en el largo plazo. No obstante, la experiencia de México ha sido decepcionante, nunca alcanzó el crecimiento económico sostenido. Por el contrario, las brechas, tanto salariales como de desarrollo económico entre los socios comerciales se ensancharon.


  Los resultados conocidos sobre el nuevo Tratado Comercial de México, Canadá y Estados Unidos (T-MEC), revelan que entre los 33 capítulos sectoriales que lo integran, destacan el comercio agrícola, las reglas de origen, los derechos de propiedad intelectual, el marco laboral y salarial, la protección a inversiones y servicios financieros, todos representan cambios estructurales para la economía mexicana, pero en particular hay tres grandes temas estratégicos que modificarán profundamente las políticas económicas actuales. Estos cambios son en primer lugar, la determinación del tipo de cambio, las nuevas bases en relación a las reglas de origen para exportaciones e importaciones y las consideraciones a cubrir sobre las enormes diferencias salariales entre México y sus socios comerciales.


  En cuanto al tipo de cambio, este nuevo acuerdo propone regular y establecer mecanismos de resolución de controversias para evitar manipulación cambiaria, argumentando que hay una propensión de los países a calibrar su tipo de cambio mirando más a los intereses de equilibrios macroeconómicos nacionales que la armonización de la política económica entre los socios. El tema de regulación cambiaria no se consideró en el tratado anterior y de aceptarse se vigilaría de cerca la política monetaria actual. En cuanto al desenvolvimiento del sector exportador hay diversas consideraciones sobre las reglas de origen que será difícil cumplirlas, también se modificarán relaciones económicas con otros países, alterando los precios y volúmenes de exportaciones e importaciones entre los tres países. Por último, el tema laboral ha sido uno de los más complicados a tratar, dadas las profundas asimetrías salariales y de condiciones laborales muy distintas entre los socios comerciales. El mercado laboral mexicano maneja ventajas comparativas que favorecen, tanto a empresas mexicanas de bienes comercializables, como a las extranjeras que se asientan en México.


  El compromiso de renovación y ampliación del Tratado de Libre Comercio entre México, Canadá y Estados Unidos fue firmado el día viernes 30 de noviembre del 2018. A partir de esa fecha, siete meses después (junio de 2019), esperamos que se discuta, apruebe y entre en vigor, pero dados los tiempos políticos, se observa complicado la entrada de su funcionamiento. Entre los temas generales a destacar, está la determinación de que el Tratado sólo tendrá vigencia 16 años, siendo factible su renovación por otro periodo igual. También la presencia de una Comisión de Libre Comercio, que deberá reunirse cada seis años para una revisión de la operación detallada.


  La integración por capítulos de dicho Tratado, muestran claramente nuevos y ampliados objetivos, que se justifican como “modernización” del anterior tratado TLCAN. El T-MEC forma parte de la nueva generación de convenios económicos internacionales, donde se integran temas, más allá del comercio internacional e inversión y destacan temas financieros, laborales, tecnológicos, de autoría intelectual, de uso de patentes, macroeconómicos y de tipo de cambio.


  INTERPRETACIONES TEÓRICAS


  En un acuerdo de integración comercial la importancia del tipo de cambio de las monedas de los países concurrentes donde hay crecimiento asimétrico cobra relevancia no sólo porque responde a los flujos de inversión extranjera directa en capital fijo, sino a la entrada/salida de la inversión en cartera. El enfoque heterodoxo de Bresser-Pereira y Roberto Frenkel nos permite entender cómo una regla estricta para el manejo del tipo de cambio en el marco de un acuerdo de integración económica entre países con crecimientos asimétricos daña a la economía más débil, como es el caso de la economía mexicana durante los últimos 25 años.


  Este trabajo considera los estudios de Bresser-Pereira (2017), quien aborda el tipo de cambio desde la teoría nuevo-desarrollista, la cual nace justamente para dar una alternativa de desarrollo para los países latinoamericanos pensando en un contexto que conjuga globalización, financiarización y neoliberalismo. De hecho, se considera más como una estrategia nacional que le otorga al Estado facultades para intervenir puntualmente en aspectos macroeconómicos, otorgando la flexibilidad que necesita para instrumentar las medidas y generar los recursos necesarios para un óptimo crecimiento y desarrollo económico-social. El nuevo desarrollismo destaca que el papel del Estado es garantizar los medios necesarios para invertir y aumentar constantemente su productividad, para fortalecer: a] el orden público, la seguridad de la propiedad y el contrato; b] la educación pública; c] la promoción de la ciencia y la tecnología; d] las inversiones en infraestructura económica, y e] un tipo de cambio que haga que las empresas competitivas utilicen la mejor tecnología disponible en el mundo (Bresser-Pereira, 2017).


  Para Roberto Frenkel (2003), la situación del tipo de cambio se aborda desde la perspectiva de la globalización con políticas monetarias pasivas que terminarían en crisis para dar pie a cambios estructurales. Inicialmente, con las primeras señales de la globalización, aproximadamente entre 1971 y 1973, periodo en el que EU abandona el sistema de tipos de cambios fijo para mudarse a la flotación de las monedas. El primer periodo de auge de los flujos de capital hacia las economías en desarrollo tuvo un abrupto final con profundas crisis financieras internas y externas en los años 1981 y 1982. Éstas fueron seguidas por la nacionalización de gran parte de las deudas privadas externas —mediante diferentes mecanismos nacionales— y por el establecimiento de un arreglo institucional bajo el cual la financiación externa de cada país debía ser intermediada por la negociación con los bancos acreedores y el Fondo Monetario Internacional (FMI). Luego de su reinserción a principios del decenio de 1990, la región experimentó un tiempo de auge de los flujos de capital que finalizó abruptamente con la crisis mexicana. Al periodo de retracción, que fue corto, siguió un nuevo auge, esta vez con un mayor peso de la inversión extranjera directa (IED).


  La extensión y magnitud del primer auge de la década de 1990 estuvo relacionada con esa subestimación de los riesgos por parte de los inversores, que contribuyó a alimentar la intensidad de los flujos de capital. En la etapa que se inició en el decenio de 1990, varios países latinoamericanos experimentaron crisis financieras internas y externas con drásticos efectos reales. La crisis de México (1994-1995), se caracterizó por haber recibido los mayores flujos de capital en la fase de auge previa al estallido de la crisis bancaria. Al igual que otras economías latinoamericanas de mayor tamaño y los mayores “mercados emergentes” constituidos en la región tienen rasgos comunes: a] el tipo de cambio nominal era fijo o cuasi fijo; b] el tipo de cambio real estaba apreciado; c] prácticamente no habían barreras al libre movimiento del capital; d] las entradas de capital del periodo de auge previo eran de gran magnitud como proporción de los mercados nacionales de dinero y capitales preexistentes, y e] la regulación de los sistemas financieros nacionales en la etapa de auge era débil y permisiva.


  A partir del inicio de los años 2000, se parte de una doble política, la fiscal y la monetaria para promover un crecimiento estable centrado en tasas de cambio y el manejo de la balanza de pagos. En este sentido, la llamada “macroeconomía del desarrollo” contiene una nueva teoría en la determinación del tipo de cambio, entendiendo el valor de la moneda extranjera que establece el nivel de la tasa de cambio a partir de la oferta y demanda de esa moneda como el componente fundamental permitiendo la flotación del tipo de cambio en torno a su valor. La tendencia a la sobrevaluación cíclica y crónica, a largo plazo, del tipo de cambio de la tasa objetivo, no sólo es volátil, sino que trae consigo dos consecuencias principales: 1) hace que el desarrollo del tipo de cambio sea más predecible; y 2) da lugar a un cambio fundamental en la función de la inversión.


  Un aporte de la macroeconomía keynesiana en la función de la inversión argumenta que la tasa de ganancia esperada depende de la demanda, el nuevo desarrollismo incluye el tipo de cambio, y la razón de esto es la restricción del acceso a la demanda, tanto en el país extranjero como en el otro. Por tanto, el déficit de cuenta corriente corresponde a un tipo de cambio sobrevaluado, lo que resta competitividad a las industrias, desalienta la inversión y genera que el consumo sea palanca para las inversiones como consecuencia del ahorro externo. Además, el tipo de cambio en la relación a la modalidad de intercambio internacional es otro factor que afecta a la oferta y demanda de divisas cuando hay la “enfermedad holandesa”1 (Bresser-Pereira, 2017).


  El modelo de la alta tasa de sustitución de ahorro interno por el ahorro externo recomienda no tener un déficit en cuenta corriente. El modelo de la “enfermedad holandesa” viene a concluir que un país que la neutraliza necesariamente debe tener un superávit en la cuenta corriente. En la determinación del tipo de cambio, el nuevo desarrollismo nos dice que el precio de mercado y los tipos de cambio nominal y real varían entorno a la función de la oferta y demanda de divisas. El equilibrio intertemporal garantizado entre la cantidad de moneda extranjera y la cantidad que cubren las sociedades con el lucro de las empresas exportadoras es lo que se llama “saldo actual”, el valor de la tasa de cambio que asegura el equilibrio en la cuenta corriente. En consecuencia, la fluctuación del tipo de cambio se da en torno a este valor debido a tres políticas que atraen capitales del exterior: a] política de crecimiento con déficit en cuenta corriente; b] política de tipo de cambio fijo frente a inflación, y c] alto nivel de tasa de interés interno.


  La flexibilidad del tipo de cambio desalienta por sí misma ciertas corrientes de capital de corto plazo, pero la flotación libre en contextos de volatilidad de los flujos de capital puede resultar en una volatilidad intolerable del tipo de cambio nominal y real. La aplicación de controles directos —o la aplicación de encajes sobre las entradas de capital— puede contribuir a la estabilidad del mercado cambiario y de la afluencia de capital, así como también a modificar el perfil temporal de los capitales que entran, desalentando los de corto plazo. Más allá de su papel estabilizador de corto plazo, el objetivo de la política regulatoria es suavizar las entradas de capital para aproximar su comportamiento al de un flujo estable y predecible.


  En esta perspectiva podemos observar las similitudes o características abordados desde los trabajos de Bresser-Pereira (2017) y Frenkel (2003), pues coinciden en señalar la complejidad de la macroeconomía con libre entrada y salida de flujos de capital en un sistema de tipo de cambio flotante con poca regulación, como ocurre principalmente en los países con abundancia de recursos naturales, como lo son los de América Latina.


  En ese contexto, también es importante analizar los cambios que se originan por modificaciones en la política monetaria de la Reserva Federal de Estados Unidos (Fed). Durante 2018, en México, se vieron varios aumentos importantes y consecutivos en el alza de la tasa de interés producido por la subida de tasas en Estados Unidos, y esto principalmente con la intención de mantener capitales extranjeros en el país, dado que a mayor tasa de interés y menor tasa inflacionaria da como resultado una mayor ganancia o una tasa de interés real más elevada, siendo esto el estímulo de los inversionistas para mover de un país a otro sus inversiones. En cuanto al papel de México y propiamente del banco central al aumentar esta tasa, sería el prevenir la salida masiva de capitales, dado que es fundamental que no se deprecie la moneda local, en este caso el peso mexicano, es susceptible a los cambios entre entrada y salida de flujos extranjeros.


  Para la interpretación de las estadísticas descriptivas sobre la inversión en cartera y el tipo de cambio, nos valemos de una inspiración teórica doble: a] los autores que analizan la “enfermedad holandesa financiera” como la causa de la tendencia de largo plazo a la apreciación del tipo de cambio del peso mexicano frente al dólar estadunidense (Frenkel, 2003; Bresser-Pereira, 2017) y b] los autores que estudian la “jerarquía de monedas” (Bortz y Kaltenbrunner, 2018), entendiendo que las hay con mayor liquidez internacional y otras con menor, y para estas últimas, los súbitos episodios de depreciación son una respuesta a la salida abrupta de los flujos de capitales. Es decir, la dirección e intensidad de los flujos de capital para países con monedas más débiles son altamente sensibles al manejo de la política monetaria de la Fed. En consecuencia, ante un aumento de la tasa de interés en EU, la salida de capitales golondrinas —que antes estaban en el país buscando mayor rentabilidad por las tasas de interés más elevadas de los títulos públicos de México—, terminan ejerciendo un componente de presión a la depreciación del peso mexicano.


  SERVICIOS FINANCIEROS Y FLUJOS DE CAPITAL: ALGUNAS TENDENCIAS PARA MÉXICO


  La importancia de hacer referencia al capítulo 14 del TLCAN y al capítulo 17 del T-MEC relativos a servicios financieros en sentido comparativo, pero también al nuevo capítulo 33 cuyas consideraciones están en función de las políticas macroeconómicas cobra relevancia porque los tres países participan en el Fondo Monetario Internacional (FMI) y ahora en el nuevo acuerdo se articulan a partir de mantener el equilibrio fiscal y monetario así como la solidez de las tres monedas con el objeto de impedir devaluaciones que podrían afectar a las partes involucradas. Por ello, mantener las metas inflacionarias por medio del tipo de cambio en la zona comercial de América del Norte privilegiando las reglas de origen de las partes involucradas para garantizar un comercio y salarios justos en la zona económica quedarán blindadas.


  En el documento referente al artículo IV realizado por el equipo del FMI para México se menciona que


  […] el acuerdo alivia la incertidumbre para México e incluye algunas modernizaciones bien recibidas del acuerdo comercial actual, particularmente en las áreas de servicios, comercio electrónico y transparencia de datos. Sin embargo, también incluye requisitos de normas de origen más estrictos y una disposición que podría desalentar a los miembros del T-MEC de negociar acuerdos de libre comercio con países no comerciales, lo que hará que el comercio sea más restrictivo y podría limitar las oportunidades para una mayor diversificación comercial (IMF, 2018).


  Se afirma, por tanto, la necesidad de una zona de protección o más bien de una “economía blindada” para favorecer los intereses de los actores económicos de los tres países.


  Es por ello que en el capítulo 17, se estableció desde su inicio que las operaciones financieras son parte de mercados financieros integrados. Sistemas financieros donde la estructura de cada mercado conlleva el intercambio de valores o derivados como futuros, opciones, swaps y otros. Si bien, dichas operaciones en el capítulo 14 se realizaban mediante instituciones financieras, establecidas en el país de origen incluyendo seguros relacionados con estos servicios. Hoy, en la medida que los mercados financieros de los tres países son estructuras integradas que “[…] permiten la prestación transfronteriza de servicios financieros entre las partes, sujeto a la legislación aplicable, sin exigir que los proveedores se establezcan en otro país para suministrar sus servicios, pero conservando el derecho de establecer una apropiada regulación y vigilancia de dichos servicios” (Deloitte, 2019: 10) por tanto, los servicios financieros prestados al comercio electrónico y operaciones transfronterizas tendrán como base la economía financiera digital donde los temas de transparencia y administración son consistentes con la tarea de administración del acuerdo de libre comercio.


  La estabilidad macroeconómica de la región del T-MEC ha establecido


  […] la creación de un Comité de Servicios Financieros (el Comité) que estará compuesto por los principales representantes de cada una de las partes que determinen la política financiera. En el caso de México, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para Canadá el Department of Finance of Canada y en el caso de EU el Department of Treasury (USMCA, 2019).


  mencionado en el capítulo 17 y 33. Un avance significativo es la importancia que da Deloitte en el capítulo 17 en torno a las estructuras integradas donde dada la profundidad de la internacionalización en los circuitos monetarios se permiten las relaciones transfronterizas entre las partes de los servicios financieros. Los proveedores de los servicios necesariamente se sujetan a la legislación aplicable sin necesidad de situarse en uno de los países; es decir, desde su país de origen pueden hacer las transferencias financieras conservando la regulación y vigilancia de los servicios (Deloitte, 2019).


  FLUJOS DE CAPITAL: ALGUNAS TENDENCIAS PARA MÉXICO


  La relación de causalidad entre las tendencias del tipo de cambio que responden a la trayectoria de múltiples variables, y la dinámica de los flujos de capital financiero es una realidad. La entrada masiva de IED repercute en una tendencia a la apreciación del tipo de cambio. Sin embargo, en el momento de salida de los capitales en esa rúbrica hay una presión a la devaluación de la moneda nacional frente al dólar.


  Así, en la gráfica 1, se observa cómo en años recientes en México se ve una disminución de la IED en términos porcentuales del PIB. La entrada neta de capital viene disminuyendo desde 2001 alcanzando el mínimo de 3.97%, en 2012 con 1.47%; posteriormente, 2007 y 2008 representó 3.14 y 2.90%, respectivamente. Para Canadá y Estados Unidos, se presenta una situación similar, pero en distintos años, 2000 y 2007 son los años con los porcentajes más altos, mientras que en 2004 el mínimo fue de 0.14% para Canadá. En el caso de Estados Unidos se observa un incremento desde un mínimo en 1992, 0.30% a un máximo en 2000 de 3.40% para, posteriormente, presentar disminuciones hacia 2003, e incrementos hacia 2007 y así consecutivamente sin tocar máximos o mínimos hacia 2017.
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  En la gráfica 2, la inversión neta en cartera, muestra un incremento entre1993-2005 para México, justamente en el marco de la firma del TLCAN; posteriormente, una gran caída a partir de la crisis de 2008, repunte en 2009 y una tendencia a la salida de recursos desde 2012; esto se explica por la tendencia a la continua depreciación del peso mexicano desde ese entonces.
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  POLÍTICA MONETARIA Y TIPO DE CAMBIO EN LOS PAÍSES SOCIOS


  El capítulo 33, denominado “Tema de política macroeconómica y de tipo de cambio”, se refiere a los objetivos de políticas macroeconómicas, pero en especial a las monetarias. Al profundizar sobre este tema es claro que el objetivo es el manejo del tipo de cambio de México. al revisar los últimos convenios, no se tiene referencia a un capítulo en estos términos, sólo en el TPP original, se tuvo como documento adjunto con compromisos similares sobre la política cambiaria para los socios, pero sin tener un comité de resoluciones o disputas como es el caso.


  Por parte de los tres países, se establece en el capítulo 33 del Tratado, los tipos de cambio deberán estar determinados por las fuerzas del mercado (política de tipo de cambio libre) para lo cual, se convendrá publicar mensualmente datos de intervenciones al mercado cambiario y trimestralmente el desglose de la información de sus balanzas de pago, es decir, que este acuerdo tiene explícitamente el requisito de la transparencia en la información monetaria y financiera, la cual es uno de los pilares de la política monetaria de los actuales bancos centrales autónomos, definida como metas de inflación. La información estará supervisada y analizada por un Comité de Macroeconomía (CM), el cual dará seguimiento a la calidad y periodicidad de la información.


  En un documento la Comisión de Comercio Internacional de EU, se asume como un problema de intercambio internacional, la manipulación de las monedas nacionales de sus socios, por lo que se incluyó el tema en el cuerpo principal del T-MEC, pero realmente no se observan mecanismos para tratar de evitar esas posibles manipulaciones.


  Las disposiciones legalmente vinculantes y ejecutables se refieren a la información y la transparencia para detectar devaluaciones competitivas u otras intervenciones en el mercado cambiario como parte de la política monetaria, crediticia o comercial de cada socio (USITC 2019).


  En este capítulo, los países miembros del Tratado reconocen la importancia de la estabilidad macroeconómica en la región, y reafirman su compromiso con mantener un tipo de cambio que se defina con base en la oferta y demanda de mercado, por lo que se comprometen a no buscar manipular sus monedas. En caso que alguno de los países realice una intervención en el mercado cambiario, deberá avisar a los miembros afectados (México ¿cómo vamos?; 2018:25).


  El Comité de Macroeconomía se reunirá mínimamente una vez al año y revisará la información emitida y discutirá las políticas macroeconómicas y cambiarias de cada uno de los países socios. Entre la información que se revisará trimestralmente están las variables relacionadas con las reservas internacionales; las intervenciones monetarias; los resultados de la balanza de pagos: los flujos de capital y los volúmenes de las importaciones y las exportaciones.2


  Se debe mencionar que en el capítulo 33, se especifica claramente que los bancos centrales de los tres países tienen libertad de instrumentar políticas monetarias internas, considerando específicamente políticas expansivas de acuerdo a sus ciclos económicos. Por otra parte, también refiere a que se deben respetar los acuerdos firmados con el FMI, sobre evitar competir comercialmente mediante devaluaciones ficticias, es decir, no utilizar las devaluaciones para ajustar la balanza de pagos, dado que los tres países son integrantes de este organismo internacional


  El Comité Macroeconómico tripartito, se reunirá anualmente para discutir los contenidos de cada país, acordar políticas macroeconómicas y cambiarias, así como para confrontar modificaciones a este capítulo 33. Básicamente, lo que se está definiendo en esta parte, es una obligación de detallar la política económica informando con transparencia, actualidad y detalle la información de cada país. Para solucionar controversias y sanciones, se observarán los mecanismos de liquidación donde participan siete comités asesores del propio Tratado.
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  Es probable que las especificaciones de este capítulo no afecten las políticas cambiarias oficiales de los bancos centrales de los países del Tratado, o se haga necesario generar reformas constitucionales o de leyes secundarias, dado que las políticas tienen el mismo marco conceptual y comparten objetivos, análisis y referencias para su evaluación de resultados. Las estructuras económicas, financieras y monetarias de Estados Unidos, Canadá3 y México son asimétricas. La moneda de EU representa 89.73% de las reservas en escala mundial, Canadá 1.67% y ambos están dentro de las 10 principales monedas de reserva internacional (IFS, 2018). No habrá problema en Estados Unidos y Canadá si realizan intervenciones en su mercado cambiario, y si lo hacen no resultarán afectadas las reglas del Tratado. Especialmente EU, ya que tiene la moneda de reserva internacional y referencia de valor en el nivel mundial. México, en cambio, como país en desarrollo tiene una alta dependencia al ahorro externo. Por tanto, México ante el alto y rápido traspaso de los movimientos cambiarios y su variación en los precios internos, se verá impedido de cumplir con el mandato constitucional que tiene el Banco de México. Establecer una política monetaria que mantenga constante el valor de la moneda nacional, es decir, de acuerdo a sus objetivos de mantener inflaciones en torno a 3% anual.


  La tendencia de los tres países es hacia una inflación estable, pero la de Canadá como la de EU es siempre menor a 3.0 puntos, mientras que la de México, si bien ha logrado estabilizar su inflación siempre está por encima de la de sus socios comerciales. Los promedios de inflación para el periodo 1994-2018 son en México 8.83, Canadá 1.77 y EU 2.23 según los datos del Banco Mundial (véase la gráfica 3).
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  Los movimientos del tipo de cambio de México, que presenta una importante profundidad financiera, dependen de factores externos e internos, fundamentalmente su variación está relacionada, tanto con la inversión externa directa, como de cartera, así como los resultados del intercambio comercial internacional, principalmente con Estados Unidos. A ello se suman las variaciones del precio del petróleo y la incertidumbre como elementos que también afectan directamente el mercado cambiario y el sector financiero, totalmente dolarizado y relacionado con el mercado de divisas especulativo que caracteriza al sector financiero mundial.


  Al observar la tendencia nominal de los tipos de cambio de México y Canadá hay una enorme diferencia entre las tendencias de las monedas nacionales con respecto al dólar. La varianza de la serie de tipo de cambio nominal que refleja el nivel de movimiento del dólar canadiense es de 0.34 y del peso mexicano es de 12.05 para el periodo 1994-2017. Es claro que hay una enorme diferencia entre los precios relativos de estas dos economías y que México es el país que “debe” tener seguimiento en sus políticas de administración de su moneda (véase la gráfica 4).
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  Actualmente, la solidez de las monedas nacionales de los países emergentes está relacionada con el nivel de reservas internacionales (mayoritariamente en dólares de EU) que los bancos centrales pueden acumular para dar certidumbre a solventar todos sus compromisos financieros y comerciales internacionales, así como sostener su moneda para protección de su sector financiero dolarizado y sus metas de inflación. Sacrificando la relación de crédito interno a reservas internacionales.


  México ha tenido una política de una fuerte y acelerada acumulación de reservas aplicando una política de esterilización monetaria, llegando sus reservas a representar 16.51% de su PIB, a diferencia de Canadá que se mantiene a lo largo del tiempo en 5.0% de su PIB. En la gráfica de esta variable introducimos a China quien posee las reservas más importantes del planeta al acumular actualmente más de 26.44% de su PIB (véase la gráfica 5).
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  Por último, y tratando de fundamentar por qué el capítulo 33 del T-MEC está dirigido a la supervisión del tipo de cambio de México,4 se darán las siguientes razones; el miedo a flotar es porque la inflación es el motivo por el que a los bancos centrales de los países atrasados les disgustan las depreciaciones; es razonable pensar que la política monetaria no constituye un buen anclaje de las expectativas de inflación; la teoría dominante no excluye que el banco central compre o venda activos extranjeros, para disminuir perturbaciones temporales del tipo de cambio no justificados; las metas de inflación generan sesgo hacia la sobrevaloración, los bancos centrales reaccionan con vehemencia para frenar la depreciación; si el sistema financiero está dolarizado, la depreciación puede generar quiebras (Barbosa-Filho, 2015; Ros, 2015).


  EMPLEO Y SALARIOS EN MÉXICO EN EL MARCO DEL NUEVO ACUERDO


  Una de las controversias más importantes para la firma del T-MEC, ha sido las diferencias salariales entre los tres países firmantes. Estados Unidos y Canadá consideran que los bajos salarios mexicanos afectan las relaciones comerciales entre los tres países.


  En el artículo 123, párrafo VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se señala:


  Los salarios mínimos generales deberán ser suficientes para satisfacer las necesidades normales de un jefe de familia, en el orden material, social y cultural, y para proveer a la educación obligatoria de los hijos. Los salarios mínimos profesionales se fijarán considerando, además, las condiciones de las distintas actividades económicas.


  Sin embargo, el salario mínimo en México no cumple con este precepto constitucional desde la firma del TLCAN. La población económicamente activa (PEA) en 2019 es de 56 millones de trabajadores, de los cuales solo 5% obtienen ingresos mayores a cinco salarios mínimos. Son 42% de los trabajadores los que ganan un salario mínimo y de acuerdo con los resultados de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE), la tasa de informalidad laboral es de 56.6 por ciento.


  El salario mínimo de México es el más bajo de los países miembros de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) a la cual México pertenece, y uno de los más bajos de América Latina y el Caribe (ALyC), sólo supera al salario de Venezuela.


  En México, el salario mínimo diario actual es de 102 pesos equivalente a aproximadamente a 5.57 dólares estadounidenses, sin embargo, en 2018 era de 88.36 pesos diarios, equivalentes a 4.35 dólares. A pesar de que el incremento salarial fue de 15.43%, el salario mínimo actual no es suficiente para adquirir la canasta básica. De ahí que un porcentaje importante de los mexicanos que trabajan viven en pobreza laboral. El salario mínimo de acuerdo a el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) es insuficiente para cubrir la línea de bienestar. Se considera pobreza por ingresos urbano 3 102.00 pesos y pobreza extrema 1 562.00 pesos mensuales. Por lo que tener un trabajo formal pagado con salario mínimo no es condición para salir de la pobreza.


  De acuerdo con los datos disponibles en la Comisión Nacional de Salarios Mínimos (Conasam), en 1994 el salario mínimo real (como promedio anual fue de 73.15 pesos al día, sin embargo, en lo que va de 2018 ha sido de tan solo 66.95 pesos al día. Es decir, en 24 años en lugar de incrementarse el salario mínimo en términos reales sorprendentemente ha disminuido 6.2 pesos al día (Nexos, 2018: 9).


  Los trabajadores mexicanos en 2018 laboran más horas por semana que el promedio pertenecientes a los de países de la OCDE, 2 236 horas al año, 43 horas por semana, 480 horas más que el promedio de la OCDE, pero con una productividad menor que en el resto de países de esta organización. Situación que contrasta con países como Luxemburgo, que tiene una alta productividad y en el que se trabajan 1 512 horas al año, situación similar a la de los trabajadores de Alemania, 1 370 horas al año, o a la de los franceses, holandeses y daneses que trabajan menos de 1 500 horas anuales en promedio.


  El salario mínimo mexicano no sólo afecta a los trabajadores y sus familias, que viven en pobreza, también entorpecen la negociación para la firma del T-MEC. Estados Unidos y Canadá han exigido que se incremente el salario de los mexicanos. El presidente Donald Trump considera que los bajos salarios mexicanos restan competitividad a EU como destino de inversión. Distintos sindicatos de esos dos países consideran que hay competencia desleal vía salarios ya que muchas de sus empresas han emigrado a México. El Partido Demócrata de Estados Unidos coincide en líneas generales con este discurso.


  En los 25 años del TLCAN, se ha mantenido una fuerte diferencia salarial entre los tres países. Los salarios mexicanos se han mantenido bajos frente a los de EU y Canadá. “En 1995, el primer año de vida del TLCAN, el salario promedio al año en México fue de 13.16 dólares (a precios de 2016) 21 años después, en 2016 este promedio fue de 15.31 dólares, lo que representó un incremento de 16.7%, mientras que en Estados Unidos aumentaron 33.3% y en Canadá 38.5%” de acuerdo a la OCDE.


  Los bajos salarios mexicanos de acuerdo con algunos analistas, se debe al bajo valor agregado de los bienes que se transforman en el territorio mexicano, la poca capacitación de una parte de los trabajadores, la limitada inversión en tecnología e innovación, y la depreciación del peso mexicano. A lo largo de los últimos 25 años del TLCAN el peso se ha depreciado y con ello los salarios, lo que resulta atractivo a las empresas trasnacionales que prefieren instalarse en México que en Estados Unidos o en Canadá, tal es el caso de la industria automotriz. Si bien, estos elementos son importantes, no explican la apuesta por competir con base en los altos niveles de explotación de los trabajadores mexicanos, pues no se limita a la vigencia del TLCAN. Durante la vigencia de este Tratado el gobierno mexicano ha vendido el bajo nivel salarial como una de las ventajas competitivas de México.


  En las manufacturas los salarios de México se encuentran muy rezagados con respecto a de EU y Canadá. En la industria automotriz, una de las cadenas de valor de mayor integración entre los países de América del Norte, un trabajador mexicano ganaba nueve veces menos que un trabajador de EU en 2016; al inicio del tratado era cinco veces menor al nivel de Estados Unidos. Con respecto a Canadá, un salario mexicano en la industria automotriz representaba la octava parte del salario en 2016 y, en 1994, representaba la quinta parte (Expansión, 2018: 3).
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  La Comisión Internacional de Comercio de los Estados Unidos (USITC, por sus siglas en inglés) presentó un reporte del T-MEC en abril de 2019 en el que resumen el efecto que tendrá este nuevo tratado en la economía estadounidense precisamente en el producto interno bruto (PIB), exportaciones e importaciones, empleo, producción, competitividad de las empresas estadounidenses y en los consumidores. En este reporte, se puede ver claramente cómo la cuestión laboral adquiere especial importancia en este nuevo tratado, a diferencia del TLCAN. La necesidad de regular las condiciones laborales en el T-MEC, se deben de acuerdo a este informe, a la pérdida de empleos de sus connacionales por la emigración de algunas empresas estadounidenses a México, debido principalmente al diferencial de salarios entre México y EU y las condiciones laborales. Se parte de un incremento sustancial en el empleo entre los trabajadores que tienen entre 10-12 años de escolaridad y 13-15 años de educación (USITC, 2019: 16). El análisis que presenta esta Comisión subraya el nivel de educación de los trabajadores estadounidenses, así como las limitaciones de éstos para moverse de una industria a otra.


  A diferencia del TLCAN, en el T-MEC la situación laboral cobra relevancia al señalar la importancia de incrementar los salarios de los mexicanos y mejorar sus derechos y condiciones de trabajo. Los derechos de los trabajadores se tienen que apegar a los lineamientos de la Organización Internacional del Trabajo (OIT); se especifican las condiciones de los trabajadores mexicanos; el reconocimiento a los derechos de los trabajadores mexicanos y las negociaciones colectivas y mejorar las condiciones de trabajo. Se estima que los salarios en México deben incrementarse en 17.2%. En el apartado especial sobre industria automotriz, se menciona que al trabajador mexicano se le pagará 16 dólares por hora de trabajo. Según el informe, al mejorar las condiciones laborales de la industria automotriz mexicana, se podrán crear 28 000 puestos de trabajo en la industria automotriz en Estados Unidos (USITC, 2019: 18).


  La Reforma Laboral en México es una condición para mejores condiciones para los trabajadores y garante de la democracia sindical, libertad de asociación sindical y negociación colectiva. Esta Reforma Laboral fue aprobada el 30 de abril de 2019, cumpliendo con las demandas de los congresistas y sindicatos de EU y Canadá. Por tanto, esta reforma responde a las dos demandas de los tres países que firmarán el T-MEC. Hasta hoy en día, los salarios sólo se han modificado en la frontera norte y hubo un importante incremento del salario mínimo. Sin embargo, es difícil saber cuánto va repercutir esta Reforma Laboral el nivel salarial del resto de los trabajadores mexicanos.


  REFLEXIONES FINALES


  Hasta antes de la aprobación del T-MEC,5 la incertidumbre prevalece. Es evidente en el nuevo acuerdo la consolidación de la integración financiera de los países-miembro, bajo la conducción de los actores financieros estadunidenses. En ese sentido, analizando detenidamente el capítulo sobre la gestión macroeconómica, hemos resaltado la pérdida formal del manejo soberano de la política cambiaria como un tema preocupante en caso de la rectificación del texto del T-MEC. Al igual que lo señalan algunos autores con los cuales se coincide en este trabajo, el nuevo acuerdo no mejorará la innovación, mejores salarios y los derechos de los trabajadores así como mejores y mayores empleos (Polaski, Capaldo y Gallagher, 2019).


  La principal dificultad que se observa para su ratificación, es la presencia de los distintos ciclos políticos de los tres países, sobre todo la incertidumbre que emana de la errática política exterior de EU. Conjuntamente con la estrategia de EU de enfrentarse a China por el liderazgo geopolítico y económico mundial, el cual rebasa el aspecto de una guerra comercial y afecta la toma de decisión con respecto a las cadenas globales de producción de las empresas trasnacionales. La coyuntura repercute directamente en la dinámica de generación de empleos y salarios en México y las finanzas internacionales no pueden pasar desapercibidas. Ante la poca claridad del escenario mundial, México no tiene ninguna garantía de que el T-MEC sea su bote salvavidas.


  La renegociación del TLCAN (en agosto de 2017), iniciada entre los tres gobiernos, ha manifestado la necesidad de disminuir la brecha salarial, argumentando que los bajos salarios mexicanos generan competencia desleal. Posición que comparten los grandes sindicatos de estos países que señalan que los magros salarios mexicanos han atraído a las empresas reduciendo los empleos en sus países. Asimismo, miembros del Congreso estadounidense consideran que no se puede firmar el nuevo tratado en las condiciones salariales actuales. Al día de hoy y habiendo pasado por el parlamento la Reforma Laboral en México y el tiempo que lleve subir los salarios sin alterar la inflación y el tipo de cambio, es un reto para el país de grandes desigualdades salariales.
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      1 La “enfermedad holandesa” es así nombrada porque en los años sesenta, con el descubrimiento de enormes depósitos de gas en el Mar del Norte, hubo una entrada masiva de divisas resultando en una apreciación de la moneda local (florín holandés). En consecuencia, la competitividad de exportaciones de bienes no petroleros se redujo considerablemente. Sin embargo, lo más grave son los efectos económicos negativos de largo plazo, como la desindustrialización, que son reforzados con la permanencia del tipo de cambio apreciado.

    


    
      2 En la Ley Trade Facilitation and Trade Enforcement Act of 2015’. US Congress, Sección TITLE VII—ENGAGEMENT ON CURRENCY EXCHANGE RATE AND ECONOMIC POLICIES Sec.701 y Sec.702. Se define la política a seguir por parte de Estados Unidos en relación al seguimiento de las políticas de tipo de cambio de sus socios comerciales y que se refleja literalmente en el T-MEC. Disponible en: https://bit.ly/2IDQFKE.

    


    
      3 El corazón de la política monetaria de Canadá se encuentra en el objetivo de control de la inflación, que el banco y el gobierno de Canadá adoptaron conjuntamente en 1991 y desde entonces la han renovado cinco veces, la última en 2016. El objetivo para la inflación es el punto de 2.0% con un rango de control de 1 a 3%. El banco lleva a cabo la política monetaria mediante cambios en la tasa de interés. El otro elemento importante del marco de política monetaria de Canadá es un tipo de cambio flexible. Un dólar canadiense flotante que permite al banco seguir una política monetaria independiente. En bankofcanada.ca—search for “backgrounders”. <https://bit.ly/2KPTSt7>.

    


    
      4 El Tratado entre México, EU y Canadá (T-MEC) tendría un bajo efecto para la economía mexicana considerando las conclusiones de un análisis de la Comisión Internacional de Comercio (USITC) y las tendencias del comercio exterior regional en los últimos años. Las exportaciones estadounidenses a Canadá y México aumentarían acumuladamente en US$19.100 millones (5.9%) y US$14.200 millones (6.7%), respectivamente, según cálculos de la USITC. Al mismo tiempo, las importaciones estadounidenses desde Canadá y México escalarían en US$19.100 millones (4.8%) y US$12.400 millones (3.8%), respectivamente (noticia vista el 23/04/2019). <https://bit.ly/2MNawb5>.

    


    
      5 El T-MEC fue firmado el viernes 30 de noviembre del 2018.
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  INTRODUCCIÓN


  El Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) es uno de los más importantes en escala mundial, ya que opera sobre una de las regiones de intercambio comercial más dinámicas del mundo, en donde ocurre más de 15% del intercambio comercial global. En su diseño, se pretendía que el TLCAN sirviera para crear una zona de libre comercio que integrara a las economías de estos países, posicionando a Norte América como una de las regiones más competitivas mundial (Ruiz, 2004; Aroche, 2017; Ramírez, 2018).


  Los objetivos clave para México, además de mejorar la competitividad y tener acceso a productos de calidad, fueron la convergencia, tanto tecnológica, como de crecimiento y desarrollo en la región, así como explotar su posición geográfica cercana al mayor mercado de mercancías en el mundo y las economías a escala (Lustig, 1992), por lo que éste se constituiría como un medio para resolver varios de los problemas regionales como la migración excesiva hacia Estados Unidos (EU) (con la creación de empleos con salarios competitivos), la disminución de la violencia estructural (al tener alternativas de trabajo y acceso a oportunidades) o el freno al deterioro medio-ambiental (mediante la transferencia tecnológica en la reducción de contaminantes y la homogeneización de la legislación regional en esta materia) (Blecker y Esquivel, 2010).


  Así, a pesar de ser el primer tratado entre países tan desiguales en cuestiones económicas, comerciales, empresariales, tecnológicas e institucionales, se ha observado un acoplamiento de los ciclos de crecimiento económico y el empleo, diferenciándose del comportamiento de los países de América Latina (Aroche, 2017; Weisbrot, 2017). También, el Tratado tuvo un efecto de integración productiva regional para algunos sectores, permitiendo el surgimiento de cadenas de producción especializadas, así como la institucionalización de los acuerdos de los países participantes, principalmente para México, quien ha tenido que legislar y crear organismos como el Instituto Federal de Telecomunicaciones o la Comisión Federal de Competencia Económica con este fin (Aspinwall, 2009).


  Sin embargo, muchos de los propósitos del TLCAN no se cumplieron y algunos problemas de la región se han exacerbado. No ha ocurrido la integración económica regional ni la transferencia de tecnología que se pretendía, salvo en algunos sectores como el automotriz o el de manufacturas eléctricas y electrónicas; la precarización del trabajo y la caída de la capacidad de compra de los salarios en México y Centroamérica han aumentado la migración y la violencia, complicándose más debido a la falta de un acuerdo migratorio con EU; además, la ausencia de una política estratégica industrial, comercial y monetaria por parte de México, han provocado el desmantelamiento de varios sectores productivos nacionales y un estancamiento de la economía mexicana (Zepeda, Wise y Gallagher, 2009; Blecker y Esquivel, 2010; Ruiz, 2017).


  Por otra parte, la producción de varios bienes se ha fragmentado por tareas que realizan diferentes países debido a la globalización, por lo que ésta se ha vuelto un proceso de especialización vertical, el cual puede estudiarse mediante describir las cadenas de valor del proceso (Mahutga, 2011; Timmer, 2018; Dussel, 2018). Éste ha dado paso al surgimiento de cadenas de cooperación y organización internacional para la producción y el comercio, las cuales emergen por medio de una interacción compleja de los actores y no se comporta ni como mercado ni de manera jerárquica (Bair, 2009; Gibbon, 2008).


  Hay tres fenómenos que nos pueden explicar el éxito de los esquemas productivos de este tipo, los cuales incrementan la productividad de la producción y el valor agregado realizado para ciertas cadenas productivas (Banco de México, 2017; Solís, 2018). Por un lado, está el menor costo del transporte que permite la movilidad y el comercio de mercancías de consumo final e intermedio; el progreso tecnológico, principalmente en telecomunicaciones, que permiten la coordinación y el monitoreo de la producción desde los distintos países donde se localizan las etapas del proceso productivo. Por último, están los tratados comerciales internacionales, los cuales bajan los costos de logística y comercialización de la producción.


  Desde el punto de vista económico, se ha estudiado este tema utilizando la teoría del comercio internacional, crecimiento económico y macroeconomía abierta, ocupando diversas técnicas de análisis empírico y también de análisis estructural (Rosenzweig, 2005; Delgadillo, 2008; Garc, 2015; Ruiz, 2015; Dussel, 2017; Castañeda, 2018; Escalante y González, 2018; Gómez, 2018; Ramos y Gómez, 2019; Loría, 2018). Estos trabajos ayudan a entender y dimensionar sus diferentes efectos e implicaciones para los países de América del Norte y para la economía mundial.


  Sin embargo, el análisis del comercio internacional basado en los flujos de intercambio ha sido ineficiente para explicar los diferentes procesos y fenómenos que observamos por la globalización de los procesos productivos, ya que los cambios estructurales de la economía global de las últimas décadas generaron modificaciones en los procesos productivos y en el comercio internacional, fragmentado la producción y el valor agregado entre varios países. Este fenómeno dio origen a las llamadas cadenas globales de valor (CGV) (Aroche, 2017; Gereffi y Sturgeon, 2013), las cuales se definen como el conjunto de unidades económicas que realizan las actividades necesarias para crear un producto o servicio, desde su concepción hasta la venta al usuario final (Landa, 2019). Por lo que ha sido necesario usar otras metodologías, como el análisis insumo y la teoría de redes, las cuales nos permiten capturar de mejor manera este tipo de intercambios y analizar su comportamiento en conjunto.


  Así, ante el escenario de una pronta firma del nuevo tratado que sustituirá al actual TLCAN, ahora llamado Tratado de Libre Comercio de México, Estados Unidos y Canadá (T-MEC), estamos en posibilidad de reflexionar sobre las repercusiones que el nuevo acuerdo traerá al país, tanto en la parte económica como en aspectos sociales, demográficos y medioambientales en los que influye, con el fin de mejorar las condiciones de nuestro país, aprovechar las ventajas estratégicas y competitivas que tenemos y revertir las consecuencias negativas que hemos tenido con el Tratado. Por lo que es urgente el uso de herramientas que nos permita hacer un análisis integral y profundo, así como incluir las dinámicas propias de este tipo de fenómenos complejos.


  En este trabajo, se realiza un análisis estructural del intercambio comercial en el TLCAN para describir el comercio entre los países que lo integran, encontrando al conjunto de sectores que mayor peso tienen en la región y describiendo su interacción con los otros sectores. Además, analizamos el cambio estructural debido al TLCAN, estudiando las relaciones productivas que se han fortalecido, notando que el comercio en valor agregado se ha intensificado en una proporción menor para México en relación con EU, lo mismo que para Canadá, lo que nos indica que estas economías se han acoplado a las de EU. Finalmente haremos algunas reflexiones acerca del curso que podrá seguir el intercambio entre estos países de ratificarse el nuevo tratado que moderniza al TLCAN llamado T-MEC.


  PANORAMA GENERAL


  Alrededor de 65.0% del intercambio comercial de México con el mundo fue dentro del TLCAN en 2017, donde 48.6% de las importaciones y 82.6% de las exportaciones mexicanas se realiza con Estados Unidos y Canadá, respectivamente. Para Canadá los porcentajes son similares, cerca de 78% de sus exportaciones son hacia dentro del TLCAN, mientras que para EU solo representan al rededor de 44%. Por lo que el TLCAN ha influido en la estructura productiva de los tres países de América del Norte al crear algunas cadenas de producción regionales entre estos países, y otras en colaboración con países de Europa y Asia. Este cambio se ha dado mayormente en las estructuras productivas de México y Canadá, las cuales se han adaptado a la industria y demanda de bienes de Estados Unidos.


  Para el gobierno mexicano, el que nuestro país formara parte de este Tratado representaba una oportunidad para acceder a una mayor diversidad y mejor calidad de bienes a precios accesibles; impulsar el crecimiento económico vía el aumento en la producción para la exportación y por la atracción de inversión extranjera directa; mejorar la balanza comercial y tener una captación más fácil de reservas de dólares; además, se esperaba que hubiera una convergencia tecnológica y de ingresos con Estados Unidos y Canadá, entre otras ventajas (Blecker y Esquivel, 2010; Loría, 2018).


  Analizando los datos para México vemos que se ha elevado el nivel de exportaciones de nuestro país, hay acceso a mayor variedad de bienes de consumo, hay estabilidad macroeconómica al mejorar la balanza comercial (teniendo un superávit contable de más de 132 000.00 millones de dólares en 2017) y la captación de divisas ha aumentado (en 1994 representaban cerca de 2% del PIB y, actualmente, está por encima de 14%, según datos de Banxico). También ha habido crecimiento de algunos sectores en torno a los encadenamientos productivos importantes de EU, como el automotriz, alimentos y bebidas y electrónico (Márquez, 2018; Aroche, 2017). En el caso de México, es el sector manufacturero en donde se registran más integradas las CGV, se identifica que más de 30% del valor agregado del país se relaciona con el sector externo y cerca de 20.0% se genera por las cadenas globales de valor.


  Esta dinámica de producción ayudó para incorporar algunos sectores productivos del país a las CGV, lo cual generó crecimiento de algunos proveedores locales y la llegada de proveedores extranjeros, debido al incremento de demanda para las industrias automotriz y eléctrica-electrónica. Estos cambios en la distribución y producción fueron heterogéneos y provocaron que algunas cadenas de valor se volvieran complejas en su estructura y que en otras se produjeran retrocesos.


  Sin embargo, la evidencia empírica muestra que casi ninguno de los demás objetivos que planteó el gobierno mexicano se han cumplido y más bien se han generado cambios estructurales de nuestra economía para poder adaptarse a la de EU (Aroche, 2018), lo cual ha traído varias consecuencias negativas.


  Por un lado, no se alcanzó el nivel de crecimiento económico esperado, ya que desde la década de los noventa se registra una tasa de crecimiento de alrededor de solo 2.2% en promedio, debido a un proceso productivo de bajo valor agregado; los salarios deprimidos y valor agregado de la producción mexicana se ha alejado, en vez de converger con los de Canadá y EU; el salario en México ha perdido capacidad de compra (tiene casi la misma remuneración ajustada a la inflación en 2017 que en 1994 (Weisbrot, 2017)); otro punto negativo es que ha habido una caída de precios en el campo, propiciando abandono del mismo y una mayor migración hacia EU (Salgado, 2018).


  Al mismo tiempo, en México se fue configurando una gran desigualdad en los ingresos de la población, sin desarrollo social, con elevada dualidad socioeconómica y asimetrías regionales (Delgadillo, 2008; Dussel, 2017), lo cual limitó la generación de empleo y riqueza en el país y restringió el desarrollo tecnológico y encadenamiento de su estructura productiva (Moreno, Rivas y Ruiz, 2005; Blecker y Esquivel, 2010; Dussel, 2017).


  Llevando al extremo la interpretación de los términos del TLCAN, el gobierno mexicano decidió dejar de hacer política industrial, la cual podría propiciar el desarrollo de la industria nacional. Prueba de esto es la reducción en inversión productiva por parte del Estado, la insuficiente inversión en investigación e innovación y el nulo otorgamiento de créditos a la producción, situación que se ha agravado aún más por el aumento de la presión sobre las finanzas públicas. Esto empeoró por la falta de políticas de desarrollo de socios comerciales de EU y Canadá hacia México, lo cual podría haber mejorado las condiciones de la región (Zepeda, Wise y Gallagher, 2009).


  Las políticas industriales orientadas a las CGV van más allá del modelo de sustitución de importaciones, es un modelo de enfoque global que busca recrear cadenas de suministros completas en una nación. A su vez, estas políticas suelen complementarse con el fomento de producción regional en determinadas industrias, donde las economías emergentes aprovechen las oportunidades para explotar en estos lugares (Gereffi y Sturgeon, 2013). Se considera que hay tres tipos de política industrial: las horizontales, en donde se incide en toda la economía nacional; las selectivas (o verticales), focalizas para ciertas industrias o sectores; y las orientadas a las CGV, en donde se aprovechan las dinámicas internacionales de suministro con la finalidad de fortalecer cadenas de valor, tanto globales como regionales (Gereffi y Sturgeon, 2013). Así, se pueden direccionar políticas en sectores especializados, donde se contribuya con mayor valor agregado en la producción y tomando en cuenta las capacidades prevalecientes o provisionadas por capitales extranjeros.


  Datos sobre el TLCAN


  Actualmente las exportaciones que hace México con sus socios comerciales están cercanas a 82% del total, de las cuales 78% van hacia EU (porcentaje que se eleva en los estados fronterizos entre 80 y 90% y está concentrado principalmente en manufactura (Novelo, 2018) y el resto hacia Canadá (4.0%) y al resto del mundo.


  Las exportaciones canadienses se reparten 1.4% hacia México y 76.4% a EU, sumando un total de 77.8% hacia el TLCAN, mientras que las de EU son de 18.3% hacia Canadá y 15.7% hacia México, sumando apenas 44% del total sus exportaciones (véase la figura 1).
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  Además, las exportaciones de China a Estados Unidos han crecido casi al doble de velocidad que las mexicanas, por lo que este país es ya el principal socio comercial de EU. En particular, para México sus principales socios son EU, Canadá y Alemania, para Canadá lo son EU y México, mientras que China, México y Canadá tienen esta figura para EU. Así, exceptuando el dato del comercio entre EU y China, los países socios del TLCAN son los principales socios comerciales entre ellos.


  Por otra parte, con base en los datos de la Secretaría de Economía, vemos que aunque el valor de las importaciones totales mexicanas crecieron 643% de 1993 a 2017, solamente lo hicieron en 439% con la región de Norteamérica, esto debido al mayor dinamismo del crecimiento de las importaciones de los países de la Unión Europea (UE) y de los Nuevos Países Asiáticos Industrializados (NPAI) compuestos por Corea, Taiwán, Hong Kong y Singapur, que ascendieron a 617% y a un 1 132%, respectivamente (en suma representan cerca de 18% de las importaciones mexicanas en 2017).
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  El porcentaje del valor de las exportaciones provenientes de Norteamérica pasó de 71% en 1993 a 48% en 2017, del cual 95.2% llegan desde EU y el resto de Canadá. Además, la balanza comercial mexicana ha mejorado respecto a la de EU, pasando de un déficit de 4.5% a un superávit de 39.6% de las exportaciones. Por su parte, el valor de las exportaciones mexicanas hacia el resto del mundo creció en 789% en este mismo periodo, valor muy cercano al del crecimiento de las exportaciones hacia Norteamérica que fue de 760% en este mismo periodo. Además, considerando ahora el destino de las exportaciones mexicanas, nuevamente la UE y los NPAI fueron los segundos y terceros en importancia, representando 5.6 y 1.3% del total. Así, el porcentaje de las exportaciones mexicanas hacia Norteamérica se redujo de 85 a 82% en estos años, del cual 96.5% se exportó hacia EU y el resto hacia Canadá en 2017.


  Por otro lado, se tuvo un efecto de arrastre y redistributivo en México, el cual podemos observar con los indicadores de mejora económica de los estados fronterizos y las regiones del bajío y norte del país, pese a que el trabajo realizado en México tiene un valor agregado muy bajo en la cadena de producción. En contraste, las regiones sur y sureste del país han tenido un crecimiento económico bajo e incluso decrecimiento (salvo en algunas regiones ligadas principalmente a la industria turística), debido entre otras cosas al desmantelamiento de la industria y la baja rentabilidad de las actividades productivas que hay en esa región. El crecimiento en regiones muy pobladas se hizo más lento con el TLCAN, principalmente con sectores ligados al comercio; pero se aceleró en regiones con bajo grado de escolaridad de su población y poca infraestructura, en sectores no ligados al comercio (Baylis, 2012; Caliendo, 2015).


  Sólo algunos sectores muy acotados, como el automotriz o el electrónico, se han podido encadenar entre los países, aprovechando las ventajas comparativas de cada uno de ellos (Loría, 2018); además, fueron pocos los productos que se beneficiaron del incremento en las exportaciones hacia EU ya que solamente cinco rubros concentraron cerca de la mitad (49%) de exportaciones: vehículos de motor, partes de vehículos de motor, petróleo y gas, equipos de cómputo, y equipos de audio y video; es decir, fueron ciertos sectores de la manufacturera ganadores en el TLCAN y que representaron un factor transformador en la industria mexicana (Moreno-Brid, Santamaría y Rivas, 2005; Ruiz, 2015). Lo anterior ha abonado a que a lo largo de los años se acentúen más las diferencias salariales, tecnológicas y de bienestar con nuestros socios comerciales.


  Haciendo un análisis de la bibliografía, encontramos que los principales sectores que se consideran relevantes para el comercio entre los tres socios del TLCAN se encuentran los siguientes.
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  Por otra parte, hay algunos sectores que se consideran estratégicos por alguno de los tres países, aunque no necesariamente figuren por su gran volumen de compras o los encadenamientos que se generan a partir de ellos. Un ejemplo de éstos, es el sector agrícola, el cual es muy relevante para Estados Unidos; el maderero y el de lácteos y cárnicos para Canadá, así como el de alimentos y turismo para México.


  Intercambio comercial en valor agregado


  El hecho de que haya un déficit contable de Estados Unidos con México es una señal del correcto funcionamiento del Tratado, ya que nuestro país ha aumentado su participación en maquila de productos de consumo final para este país. Sin embargo, en un estudio más detallado, donde se incluyen todas las operaciones de triangulación comercial en un análisis de balanza comercial consolidada podemos observar que realmente México tiene un déficit comercial en valor agregado con el resto del mundo, ya gran parte de nuestras exportaciones tienen un alto porcentaje (más de 50%) de componentes importados y hay una importante concentración de la producción a manos de grandes empresas trasnacionales (Ruiz, 2004; Zepeda, Wise y Gallagher, 2009; Ramírez, Calderón y Sánchez, 2018). Por ejemplo, más de 50% de las exportaciones mexicanas las producen 45 empresas, la mayoría de capital extranjero.


  Solís y Hernández (2018) calcularon el coeficiente de especialización vertical para México en 2016, fue de alrededor de 38.5%, aunque tomando en cuenta las importaciones intermedias y finales requeridas para el consumo privado (+17%), pagos de ingresos de la propiedad al resto del mundo (+4%) y transferencias corrientes al resto del mundo (0.1%), el coeficiente de especialización vertical ampliado es de alrededor de 59.5% (Solís y Hernández, 2018).


  Comparando ahora los países de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) y, en particular, en el TLCAN, observamos que México es de los países que tienen el más bajo valor agregado en las exportaciones, siendo cercano a 64% del valor total de lo importado, mientras que Canadá tiene un valor cercano a 70% y EU de más de 80%, es decir, que México requiere importar 36.00 pesos por cada 100.00 que exporta, mientras que EU solamente requiere menos de 20.00 pesos.


  Además, calculando el valor agregado nacional de las exportaciones mexicanas de 2005 a 20016, vemos que ha ido decreciendo en el tiempo, pasando de 66% en 2005 a 53.5% en 2016, teniendo un máximo histórico en 2011 con 67.6%, y que el valor agregado extranjero en las exportaciones mexicanas ha ido aumentando. Esto se puede entender como que el grado de dependencia de las exportaciones del país con insumos del extranjero ha aumentado, en contraste con países como China y EU, donde el contenido ha aumentado (véase la gráfica 2).
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  Así, se observa que el TLCAN generó un proceso de integración productiva desigual en diversos sectores para los tres países, prevaleciendo la estructura productiva de Estados Unidos y adaptándose las de sus vecinos. En particular, para México varios grandes retos prevalecen, como la necesidad de generar capital humano competitivo y homogéneo con EU y Canadá, así como mayor impulso a la investigación y el desarrollo (Ruiz, 2015).


  Adicionalmente, observamos que se ha ahondado la dependencia estructural de nuestra economía con la de EU que, en términos de valor agregado, se puede explicar debido a que el crecimiento se ha enfocado en las exportaciones y, de éstas, mandamos para ese país más de 80%. Además, hemos anclado nuestra integración a las CGV a sectores importantes para EU y con la entrada en vigor del TLCAN han proliferado en México empresas multinacionales originarias de EU, desplazando a la industria nacional en los diferentes sectores productivos, incluyendo el de servicios. Esto contrasta con los datos de flujos de intercambio comercial para México, que apuntaban a una menor dependencia con EU. Algo parecido le pasó a Canadá, aunque este país ha cuidado algunos sectores que considera relevantes para su población como el de lácteos, cárnicos y madera, además de que ha impulsado el crecimiento de su sector minero.


  METODOLOGÍA


  El análisis estructural de la economía pretende estudiarla como un sistema compuesto de diversas partes entrelazadas, las cuales nos interesa describir y conocer sus características para entender la dinámica de la economía. Este enfoque nos ayuda a entender cómo el valor agregado es creado e incorporado en la producción por varios tipos de industrias, por lo que ofrece un nivel de evaluación más detallado que otras metodologías que usan medidas agregadas de la economía (Landa, 2019). Un ejemplo clásico de este tipo de técnicas en economía es el análisis insumo-producto.


  En los últimos años, esta técnica se ha visto enriquecida con nuevas herramientas que han surgido a partir del desarrollo de diversas disciplinas como la teoría de juegos o las redes complejas.


  En nuestro caso estudiamos la estructura y la dinámica de la economía del TLCAN a partir de las redes complejas, las cuales nos permiten identificar los sectores relevantes en la economía y la forma en que éstos están acoplados en la producción. Analizamos los cambios estructurales debidos al TLCAN entre los países que conforman la región de América del Norte, usando un análisis de centralidad de las matrices de intercambio comercial entre ellos, lo cual nos permite identificar los sectores relevantes para las distintas exportaciones entre países y nos da un mapa completo de estas interacciones.


  La matriz insumo-producto en valor agregado


  Para hacer el análisis estructural del TLCAN usamos la matriz insumo-producto mundial de la World Input Output Database (WIOD), para los años 2000 y 2014. A partir de estas matrices y la información de la demanda final entre países, contenidas en estas bases de datos, se construyeron las matrices de valor agregado. La información de estas matrices es sobre la utilización y comercialización de bienes para la producción (bienes intermedios), los cuales están ligados a la estructura productiva de los países o regiones que comercian. Además, las estructuras de estos intercambios se adaptan de manera relativamente lenta, por lo que, el análisis presentado en este trabajo, se puede considerar como una buena aproximación para el estudio de la estructura de la producción actual de los países que participan en el TLCAN.


  Desarrollamos la formalización del modelo teórico que usamos considerando el caso de dos países. Éste, se puede generalizar de manera natural a un número mayor. En primer lugar, para construir la matriz en valor añadido, nos basamos en las identidades contables de un sistema de insumo-producto global que se puede escribir de forma abreviada con las siguientes ecuaciones:
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  donde y es el vector de producción (ŷ es matriz diagonalizada del vector producción), A la matriz mundial de intercambios en valor agregado, F la matriz de demanda final, v´ el vector de valor agregado por sector productivo y 1 es un vector de unos cuya longitud se adapta según el tamaño y forma de la demanda final.


  Partiendo de la ecuación (1), usando la matriz inversa de Leontief de intercambio global [I-A]-1 y la de demandas finales de productos de los diferentes sectores de cada país, F la cantidad necesaria de producción bruta para producir bienes finales se puede calcular como:
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  Por otra parte, el valor agregado incorporado en se obtiene como:
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  donde el termino [image: letray]ŷ-1 es una matriz de cocientes de valor agregado entre producción a lo largo de un diagonal, es decir, nos da el valor agregado por unidad producida para cada uno de los sectores de cada país.


  La demanda final F1 se puede descomponer de dos formas: una, basada en la localización de consumo de los bienes finales, y la otra, según el lugar donde son producidos, las cuales están expresadas en la siguiente igualdad
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  Jonhson (2012a) hace la descomposición por la localización del consumo y define la cantidad de valor agregado de otros países requerida para producir los bienes finales consumidos por el país j como:
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  donde, va1j es el vector de valor agregado que envía cada una de las industrias del país i absorbido en el país j. Luego, descomponiendo los bienes finales por la localización de la producción, se puede medir el comercio en valor agregado desde la oferta (Vries, 2013). Por otro lado, tomando el vector del valor agregado del país i incorporado en los bienes finales producidos por el país j, gvcij, obtenemos el valor agregado incorporado en la producción de los bienes finales del país 1 como:
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  Esta descomposición localiza el valor agregado incorporado en los bienes finales de los países fuentes a lo largo de las CGV que los proveen.


  Por último, si queremos determinar el valor de los flujos interindustriales de un sistema de insumo-producto global en términos de valor agregado (lo cual es análogo a obtener una matriz de relaciones intermedias de flujos, en el nivel industrial de los países, en valor agregado), calculamos el vector
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  donde, [image: letray]ŷ -1 es la matriz diagonal de cocientes de valor agregado por unidad de producción para cada sector de cada uno de los dos países y [I-A]-1 [image: formula] es el vector de producción bruta necesaria para producir [image: form1](la demanda final del país i en forma de matriz diagonal). Luego, podemos construir la matriz de flujos intermedios en valor agregado dada por
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  Redes en valor agregado


  En contraste con emplear el coeficiente técnico y el de Leontief del análisis insumo-producto, los cuales miden los efectos potenciales (más no efectivos) directos e indirectos del crecimiento de una industria sobre el resto, las medidas de centralidad de la teoría de redes permiten precisar de manera más real el grado de alcance del crecimiento de un sector sobre el resto (Landa, 2019). Así, vamos a suponer que la ecuación (9) representa la matriz de adyacencia A=[aij]nxn de una red de comercio entre países sectores G, considerando de manera intuitiva que un sector de la economía (i) influye a otro (j) si el flujo del primero hacia el segundo sectores aij es lo suficientemente grande comparado con los demás valores de compras y ventas entre dos sectores (aij ± o).


  La idea de centralidad para una red tiene que ver con la importancia de cada uno de sus nodos, es decir, entre más central sea uno de los nodos, éste es más importante (Jackson, 2010; Newman, 2010). La centralidad se mide tradicionalmente utilizando los conceptos de grado (el número ponderado de otros nodos con los cuales tiene contacto directo o indirecto un nodo), cercanía (es una medida inversa de distancia promedio entre los nodos), intermediación (el número de veces que un nodo es intermediador directo entre dos o más nodos por caminos mínimos) o por eigenvector (tomando en cuenta no solamente la cercanía de un nodo a los demás en la red, sino además la cercanía de sus contactos y de los contactos de sus contactos) (Freeman, 1979).


  La centralidad por grado es importante pues entre más central resulta una industria, ésta puede transmitir crecimiento con un efecto mayor a las que están conectadas directamente con ella. Estos efectos pueden medirse a partir de las compras (grado de entrada) o las ventas (grado de salida) entre sectores, contabilizando el número de enlaces que tiene un nodo vk con el reto de nodos, mediante la fórmula
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  La centralidad por eigenvector toma en cuenta los efectos directos e indirectos, de manera que el efecto se debilita a medida que se alcanzan nuevos enlaces indirectos. La medida por cercanía tiene que ver con la rapidez que se transmiten efectos dentro de la red, entre más cercanos esté un nodo a los demás, más rápido los transmitirá, por lo que si d:n x n → R es una medida de distancia entre dos nodos, entonces la medida de cercanía del nodo vk con el reto de nodos está dada por
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  Por último, la intermediación nos indica qué tan frecuente es que un nodo conecta dos sectores que no se podría conectar de otra forma o que permite una conexión más eficiente, lo cual se calcula como el número de veces que el vértice vk está en el camino más corto entre dos nodos entre el número de caminos más cortos entre ellos
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  En nuestro caso, en aras de no tener pérdida de información y considerar de manera íntegra las matrices de exportación entre los países, tomaremos la medida de centralidad de grado ponderado para capturar la importancia de los sectores. Así, un sector va a ser considerado importante para nuestras matrices de exportación entre los países si éste es un sector con un grado grande relativamente comparado con los demás sectores (Freman, Borgatti y White, 1991).


  RESULTADOS


  Comenzamos primero analizando los resultados sobre los sectores más relevantes de la matriz de intercambio de productos intermedios en valor agregado, observando los sectores y componentes más relevantes en el intercambio mundial, situando al TLCAN y a México en este contexto. Posteriormente, analizaremos lo que pasa entre los países que participan del TLCAN, observando sus intercambios y su interacción con el resto del mundo; en particular estudiaremos cómo se comporta la economía mexicana en este intercambio. Por último, haremos una reflexión, basada en estos resultados, a cerca de los cambios que se esperan con la modernización del TLCAN, en el nuevo T-MEC, y cómo puede afectar a México.


  Análisis de resultados en valor agregado en el intercambio mundial


  Del análisis por centralidad de los sectores en la estructura del comercio mundial, observamos que ésta ha cambiado mucho en los últimos 20 años al comparar el cuadro 1 y la figura 2 de sectores relevantes para los años 2000 y 2014, en donde se observa el surgimiento de nuevas estructuras. Sobresale que toman relevancia países como China e India en el intercambio mundial, relegando a otros países como Japón, Alemania o Estados Unidos, aunque este último sigue teniendo un importante protagonismo en escala mundial, especialmente para México.
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  Estos cambios han dado paso a nuevas dinámicas en el intercambio económico. En el año 2000 Estados Unidos tenía el papel más relevante en el intercambio en valor agregado mundial, influyendo las estructuras con mayor peso en el nivel global (Norteamérica, Asía y Europa) y teniendo 17 de los 22 sectores más importantes (77%) en valor agregado. Los sectores que más peso tenían para ese país eran el defensa; actividades inmobiliarias y construcción; así como el de comercio al por mayor y servicios administrativos, contables, legales y de salud (en este orden). Japón figuraba en segundo lugar con los sectores de construcción, comercio al por mayor, servicios financieros, salud y servicios profesionales, científicos y técnicos; mientras que en tercer y cuarto lugar aparecen China y Alemania, respectivamente, con los sectores de construcción, manufacturas químicas, de aceros y de maquinaria y equipo, así como servicios inmobiliarios.


  Los sectores más relevantes para México en escala global eran los servicios administrativos y de soporte; la manufactura de alimentos, bebidas y tabaco; construcción; manufactura de vehículos y remolques; cómputo y aparatos eléctricos y electrónicos, así como minería y canteras.


  Por su parte, Estados Unidos, aunque retrocedió en importancia, sigue teniendo en defensa (fabricación de armamento), actividades inmobiliarias, salud y comercio al por mayor a sus sectores más fuertes. Lo mismo pasó con Japón y Alemania, quienes retrocedieron, pero tienen a la construcción y la manufactura de automóviles y remolques, respectivamente, como sus sectores más fuertes. México también retrocedió en relevancia, teniendo a los sectores de servicios administrativos y de soporte; manufactura de alimentos, bebidas y tabaco; minería y canteras; así como la manufactura de vehículos y construcción, como sus sectores más relevantes en escala global en 2014.


  Análisis del TLCAN en valor agregado


  Por otro lado, analizando solamente los intercambios entre los países del TLCAN, vemos que en el año 2000 Estados Unidos encabeza los intercambios, teniendo a los sectores de manufactura de vehículos automotores y remolques; construcción y manufactura de productos ópticos, informáticos y electrónicos, como los más fuertes para el TLCAN.


  Por su parte, Canadá tiene la minería y las canteras como su sector más fuerte (el cual lidera en la región de Norteamérica); vehículos automotores y remolques, así como la construcción, son los sectores que le siguen y que presumiblemente se encadenan con los de Estados Unidos.
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  México en tercer lugar, tiene a los sectores de productos ópticos, informáticos y electrónicos; vehículos automotores y remolques, así como minería y canteras como los más fuertes, todos ellos ligados con sectores fuertes de Estados Unidos y Canadá. Los que siguen en la lista para México son construcción; manufactura de alimentos, bebidas y tabaco, así como el transporte terrestre y por ductos.


  Además, observamos que la estructura del TLCAN no ha cambiado mucho si comparamos lo que había en el año 2000 respecto a 2014, ya que, aunque el sector más relevante en valor agregado es la minería y las canteras de Canadá, los sectores de Estados Unidos como manufactura de vehículos automotores y remolques; construcción; manufactura de productos ópticos, informáticos y electrónicos; así como productos alimenticios, bebidas y productos del tabaco siguen siendo los más relevantes en la región. El cambio más notable se ha dado para Estados Unidos en los derivados del petróleo y productos químicos, los cuales pasaron a ser el segundo y cuarto en importancia. Además, el sector de minería y canteras es el más relevante para México, seguido de manufactura de vehículos automotores y remolques; productos alimenticios, bebidas y tabaco; productos ópticos, informáticos y electrónicos; así como construcción. Éstos, con excepción de construcción, están ligados directamente a sectores fuertes en Estados Unidos y Canadá.


  Estos resultados reflejan un fuerte encadenamiento de las economías de Canadá y México a la de Estados Unidos, así como de una dependencia industrial de México hacia estos dos países, ya que sus sectores más relevantes están ligados o complementan a sectores de estos países, sin desarrollar una industria fuerte, salvo, tal vez, la de productos alimenticios, bebidas y tabaco.


  Finalmente, si nos fijamos ahora en la exportación en valor agregado de un sector a otro, podemos ver las cadenas de producción en Norteamérica. Por un lado, en 2000, Estados Unidos le exportaba a México partes automotrices, partes eléctricas y productos metálicos a la industria automotriz; partes de productos electrónicos y eléctricos a su industria electrónica y eléctrica; así como carnes a su industria de alimentos.


  México le exportaba de minería y canteras a la industria de armas, construcción y de derivados del petróleo; autopartes y autos a su industria automotriz. Mientras que en 2014 se mantienen las tendencias entre estos dos países, aunque baja su intensidad de intercambio, con excepción de minería y canteras de México a derivados del petróleo de EU, el cual aumenta considerablemente.
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  Por último, Canadá ha mantenido su exportación minera hacia EU como la más fuerte, llegando a los sectores de derivados de petróleo, armamento, construcción, electricidad y gas. Mientras que el ramo automotriz de EU le vende al mismo ramo, pero de Canadá, metálicos a refinados de petróleo y construcción. El intercambio entre México y Canadá es muy pequeño respecto al de Estados Unidos con ellos dos.


  CONCLUSIONES Y ALGUNAS REFLEXIONES FINALES SOBRE EL T-MEC


  Vemos que las interacciones entre los países de América del Norte han influido en sus estructuras productivas, ya sea adaptando sus aparatos productivos para satisfacer la demanda de bienes y servicios de la región (caso de México y Canadá) o creando una región competitiva que ha impulsado la producción y comercio de ciertos bienes y servicios en escala mundial, como lo son la manufactura de automotores y remolques, minería y canteras, administración pública y defensa, construcción, petroquímica y refinación, así como la industria química.


  De hecho, se observa una convergencia regional entre los principales sectores en valor agregado, la cual presentaba una mayor variedad entre los sectores más relevantes en el año 2000 en comparación con 2014 (los sectores que más exportan en valor agregado son lo que sobresalen en la región). Estados Unidos es líder en sectores de transformación, Canadá lo hace en algunos sectores que proveen de insumos provenientes de materias primas para esos sectores, y México contribuye, ya sea con materias primas o con mano de obra o servicios a esa cadena productiva.


  En particular, para el caso de México, vemos que sus principales sectores están ligados a grandes sectores de Estados Unidos y Canadá, mientras que estos dos países lideran los sectores donde son más competitivos. Pero a pesar de que México tiene sectores importantes en nivel del TLCAN e incluso mundial, al no tener muy integrada su red, el efecto industrializador del eslabonamiento entre los sectores productivos es limitado por la desvinculación relativa del valor agregado generado dentro del país.


  Por otro lado, es evidente que la presencia de China en el intercambio en valor agregado en el mundo ha aumentado mucho, además, su actividad económica ya no es sólo la manufactura o la producción extracción de materias primas, sino que ha impulsado ciertos sectores estratégicos para ellos como el de la construcción, minería, electrónico y eléctrico, maquinaria y equipo, así como servicios financieros, para lo cual han invertido muchos recursos, tanto en el desarrollo de ciencia y tecnología, como en su implementación.


  Sin embargo, su comercio con México no ha crecido en la misma proporción, debido a que nuestro país se ha enfocado mucho al intercambio con Estados Unidos. El sector más destacado de intercambio en valor agregado entre México y China es en la manufactura de bienes electrónicos, los cuales en su mayoría se exportan hacia Estados Unidos. También ha aumentado la presencia de otros países asiáticos como Corea y Singapur, y europeos como Alemania y España, sin embargo, la intensidad del intercambio con respecto al que tenemos con Estados Unidos es demasiado pequeña.


  Por otra parte, la metodología de teoría de redes en valor agregado, que empleamos para este análisis, nos permite comprender la relevancia de los sectores en el comercio mundial. Analizando el componente importado de un sector a otro entre países, podemos saber, con mayor precisión, el intercambio puntual entre sectores y el análisis de redes nos permite observar los efectos reales del TLCAN, conocer el alcance de estos intercambios y clasificar por su relevancia a los sectores, así como el efecto de una perturbación en la red y la forma en que ésta cambia en el tiempo. Otros resultados que podríamos obtener en el futuro son conocer los sectores importantes de la red y los grupos de nodos que interactúan entre ellos de manera importante.


  Finalmente, la renegociación del TLCAN plasmada en los términos del T-MEC moderniza muchos de los términos de la negociación al contexto actual y da certidumbre en el corto plazo a las inversiones extranjeras, por lo que pueden aumentar la captación de IED en la región.


  La postura de EU para la renegociación del TLCAN, se puede resumir en que, aunque reconoce los beneficios para ciertos sectores productivos en su país conseguidos a raíz del Tratado, consideran preocupantes el déficit en balanza comercial que tiene con México y Canadá y la pérdida de empleos causada por la migración de empresas a otros países, entre ellos México.


  Por esta razón, EU busca que en la renegociación del Tratado, se derriben barreras a las exportaciones de su país mediante la eliminación de subsidios y prácticas distorsionadoras del mercado, así como gravar la propiedad intelectual y una nivelación del mercado laboral en la región. Además, el gobierno de este país considera como sectores muy importantes el agrícola, telecomunicaciones, servicios financieros y de comercio digital, por lo que considera estratégico mejorar las condiciones para estos sectores, así como garantizar el acceso efectivo a la protección de los derechos de propiedad y la denominación de origen (Office of US Trade Representative, 2017).


  Sin embargo, como se expuso en este trabajo, cuando analizamos en términos de valor agregado, tomando en cuenta los circuitos financieros y el que origen estadounidense de muchas de las empresas trasnacionales que operan en la región, realmente este déficit es mínimo y constituye parte del diseño del TLCAN, donde México aporta materias primas y servicios. Además, la competitividad por los bajos salarios de los países no desarrollados ha provocado que muchas de las empresas muden sus procesos manufactureros a estos lugares, por lo que esto es una consecuencia natural de la globalización y no un resultado del TLCAN, el cual ha tenido un efecto neto positivo en el empleo (Lustig, 1997; Blecker y Esquivel, 2010).


  Por otra parte, la renegociación del TLCAN implicó aumentar los costos de oportunidad para México, ya que, en éste, los tres países miembros de América del Norte se comprometen a no hacer nuevos acuerdos comerciales con países que no operan bajo relaciones de libre mercado, como China o Rusia, lo que inhibe la captación de inversión de estos países en proyectos estratégicos para México. Además, el acento en la protección de derechos de propiedad y denominación de origen inhibe la transferencia tecnológica y aumentan temporalmente el precio para la importación de productos de origen estadounidense en nuestro país.


  Pero lo más importante es que esta renegociación del TLCAN representa una oportunidad para plantearnos como aprovechar el Tratado y proponer una política industrial que ayude a desarrollar algunos sectores clave para nuestra economía y nos permita insertarnos en partes de mayor valor agregado de las cadenas globales de valor, así como llevar acabo la industrialización estratégica del país, dada la tendencia al proteccionismo de los actuales gobiernos y la falta de interés de EU y Canadá en una política de desarrollo regional integral.


  Entre los retos para avanzar en la cadena de valor en el corto plazo está involucrar más a empresas locales, impulsando nuevos conocimientos y mejoras en condiciones laborales, con base en políticas adecuadas e instituciones apropiadas que contribuyan al desarrollo de la economía, así como en lo social y en lo ambiental (Dussel, 2018; Stern, 2007) pues, por un lado, hay un potencial muy grande por explotar, principalmente enfocándose hacia los mercados no explorados como el centroamericano, Mercosur y asiático, ocupando sus ventajas comparativas por su grado de atracción de inversión extranjera, su capital humano y el ser una puerta de entrada al mercado estadounidense para varios países. También, se abre la posibilidad para el planteamiento de una política industrial que le permita alcanzar el desarrollo por medio del crecimiento y el dominio de las capacidades productivas de nacionales.
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Grafica 7
Relacion inversa comercio internacional y crecimiento del PIB
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Grafica 8
EU: desconexion entre crecimiento del crédito y la economia
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Grafica 1
Exportaciones mexicanas en 2017
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Fuente: Fondo Monetario Internacional.





OEBPS/Images/g5_c6.png
Billones de dolares

Grafica5
Saldo fiscal del gobierno federal de EU: 1947-2018
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Grafica6
Cambio en el origen de importaciones mexicanas 1962y 2016
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Grafica 2

Participacion porcentual del valor agregado extranjero en las exportaciones

brutas de algunos paises, 2005-2016
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Grafica5
Numero de deportados guatemaltecos, hondurefos y salvadorenos desde México
y Estados Unidos, 2011-2014 y 2015-2018 (nominales)
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Grafica 4
Poblacién inmigrante del Triangulo del Norte de Centroaméricay
México 1990-2015
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Gréfica 3
Numero de homicidios intencionales en paises centroamericanos y México, 2005-2016
(por cada 100 000 habitantes)
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Fuente: elaboracién propia con base en datos del Banco Mundial.
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Cuadro 1
Comparativo de los capitulos del TLcaN y el T-MEC

Capitulos TLCAN Capitulos T-MEC
1 Objetivos 1 Disposiciones iniciales y definiciones generales
2 Definiciones generales 2 Trato nacional y acceso a mercados
3 Trato y acceso de bienes al mercado 6 Mercancias textiles y del vestido
4 Reglas de origen 4 Reglas de origen
5 Procedimientos aduaneros 5 Procedimientos de origen
7 Sector agropecuario y medidas sanitarias y fitosanitarias 7 Administraciéon aduanera y facilitacion de comercio
10 Compras del sector ptblico 11 Obstaculos técnicos al comercio
11 Inversién 3 Agricultura
12 Comercio transfronterizo de servicios 9 Medidas sanitarias y fitosanitarias
13 Telecomunicaciones 13 Contratacién publica
14 Servicios financieros 14  Inversién
15 Politica en materia de competencia, monopolios y empresas del 15  Comercio transfronterizo de servicios
Estado 18  Telecomunicaciones
16 Entrada temporal de personas de negocios 17 Servicios financieros
17 Propiedad intelectual 21  Politica de competencia
18 Publicacion, notificacién y administracion de leyes 22 Empresas propiedad del Estado y monopolios designados
19 Revision y solucién de controversias en materia de 16  Entrada temporal de personas de negocios
20 Disposiciones institucionales y procedimiento para la solucién 20  Derechos de propiedad intelectual
de controversias 29  Publicacién y administracion
21 Excepciones 10  Remedios comerciales
22 Disposiciones finales 30  Disposiciones administrativas e institucionales
31  Solucién de controversias
Capitulos eliminados 32 Excepciones y disposiciones generales
6 Energia y petroquimica basica 33 Disposiciones finales
8 Medidas de emergencia
9 Medidas relativas a normalizacién Capitulos nuevos
8 Reconocimiento de propiedad directa, inalienable e im-
prescriptible
12 Anexos sectoriales
19  Comercio digital
23 Laboral
24 Medio ambiente
25  Pequeiias y medianas empresas
26  Competitividad
27 Anticorrupcion
28  Buenas practicas regulatorias
33  Temas de politica macroecondmica y tipo de cambio

Fuente: elaboracion propia con datos de: Cémo vamos México. Del TLc al T-MEC. noviembre de 2018.
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Grafica 1
Crecimiento de la productividad multifactorial del sector manufacturero
de Estados Unidos
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Fuente: https://www.bls.gov/opub/mlr/2018/article/multifactor-productivity-slowdown-in-us-manufacturing.htm.
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Grafica 3

Saldo en cuenta de la balanza de pagos de EU: 1947-2018
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Grafica6
Porcentaje de la poblacién que en 2015 participa en el mercado de trabajo y cuenta con ahorro para el retiro,

des grupos de edad
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Fuente: elaboracién propia con base en Encuesta Intercensal, Inegi, 2015.
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Grafica 8

Porcentaje de la poblacién que en 2015 contaba con servicio médico por su trabajo
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Fuente: elaboracion propia con base en Encuesta Intercensal, Inegi, 2015.
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Grafica 2
Distribucion porcentual de la poblacién en grandes grupos de edad: 1970-2050
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Fuente: elaboracién propia con base en proyecciones de poblacién del Conapo (201 8).
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Grafica4
Estructura de la poblacién en 2013, segun condicién de acceso a pensiones contributivas:
de orfandad, viudez, invalidez, cesantia en edad avanzaday vejez

95+
90-94 [ ]
85-89 w
80-84
75-79

70-74

65-69
60-64

® 55-59
T
[
o 50-54
T
@ 4549

Qo
g 40-44

35-39

30-34
25-29
20-24 }

15-19

10-14
5-9

0-4

7,500,000 6,000,000 4,500,000 3,000,000 1,500,000 0 1,500,000 3,000,000 4,500,000 6,000,000 7,500,000

m Con pension contributiva Sin pensioén contributiva

Fuente: elaboracién propia con base en Ramirez, Nava y Badillo (2018).
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Grafica 1

Inversion extranjera directa, entrada neta de capital 1990-2017 (% del PIB)
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Fuente: elaboracion propia con base en datos del Banco Mundial, Indicadores del desarrollo mundial.
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Cuadro 1
Sectores importantes

México Canadd Estados Unidos
Vehiculos automotores Coque y refinados Vehiculos automotores
y remolques del petréleo y remolques
Construccion Mineria y canteras Opticos, informaticos

y electrénicos
Opticos, informdticos Cultivos y animales, caza Maquinaria y equipo
y electrénicos y servicios relacionados
Productos alimenticios, Metales basicos Comercio al por mayor
bebidas y tabaco
Coque y refinados Quimicos y productos Defensa (armamento)
del petréleo quimicos

Fuente: elaboracion propia con datos de Secretaria de Economia, Banco de México, Coparmex y diversos
autores.
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Grafica 9
Indice de feminidad de la indigencia en América Latina
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Fuente: elaboracion propia con base al sistema estadistico en linea de la CEPAL http://estadisticas.cepal.org/cepalstat/WEB_CEPALSTAT/Portada.asp.





OEBPS/Images/g8_c1.png
Gréfica 8
indice de feminidad de la pobreza en América Latina, 1989-2014
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Fuente: elaboracién propia con base al sistema estadistico en linea de la CEPAL http://estadisticas.cepal.org/cepalstat/WEB_CE-PALSTAT/Portada.asp.
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Grafica 1
Piramides de poblacién para afos seleccionados: 1970, 2010y 2050
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Fuente: elaboracién propia con base en proyecciones de poblacién del Conapo (2018).
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Grafica 11
Déficit externo de EU de agosto del 2017 a agosto del 2019
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Fuente: https://www.bea.gov/news/2019/us-international-trade-goods-and-services-august-2019.
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Grafica 6
Salario minimo real, paises seleccionados 1980-2015 (indice anual medio, 2000=100)
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Fuente: elaboracién propia con base al sistema estadistico en linea de la CEPAL http://estadisticas.cepal.org/cepalstat/WEB_CEPALSTAT/Portada.asp.
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Figura 2
Sectores importantes mundiales en valor agregado para el afho 2000

Sector Nombre

USA-r51 Administracion publica y defensa
USA-r44 Actividades inmobiliarias

USA-r27 Construccion

USA-r29 Comercio al por mayor

USA-r50 Servicios administrativos y de soporte
USA-r53 Salud publica y seguridad social
JPN-r27 Construccion

USA-r45 Actividades contablesy legales
USA-r30 Comercio al por menor

Fuente: elaboracién propia con datos de la WIOT.
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Figura 3

Sectores importantes mundiales en valor agregado para en el afio 2014

Sector Nombre

CHN-r27 Construccién

ROW-r27 Construccién

ROW-r4 Mineria y canteras

USA-r51 Administracién publica y defensa
USA-r44 Actividades inmobiliarias
USA-r53 Salud y seguridad social

Fuente: elaboracién propia con datos de la WIOT.

Sector Nombre

USA-r29 Comercio al por mayor

CHN-r29 Comercio al por mayor

CHN-r1 Produccion de cultivos y animales, cazay
servicios relacionados

CHN-r5 Productos alimenticios, bebidas y tabaco
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Gréfica 7
Salario minimo real, paises seleccionados (tasa de crecimiento anual)
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Fuente: elaboracién propia con base al sistema estadistico en linea de la CEPAL http://estadisticas.cepal.org/cepalstat/WEB_CEPALSTAT/Portada.asp.
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Porcentajes

Grafica 10
Participacion en el PIB global de cinco principales economias
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Grafica 12

Estructura deficitaria comercial de Estados Unidos
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Figura 1
Exportaciones entre los paises del TLCAN y con el resto del mundo en 2017
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Fuente: Direction of Trade Statistics (disefio BPV).
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Figura 4
Sectores importantes en valor agregado para el TLCAN en el ano 2000
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Fuente: elaboracion propia con datos de la WIOT.
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Figura 5
Sectores importantes en valor agregado para el TLCAN en el afio 20014
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Fuente: elaboracion propia con datos de la WIOT.





OEBPS/Images/g2_c1.png
) Grafica 2
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Fuente: elaboracion propia con base al sistema estadistico en linea de la CEPAL http://estadisticas.cepal.org/cepalstat/WEB_CEPALSTAT/Portada.asp.
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Grafica 3
Poblacién en situacion de pobreza a nivel nacional
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Fuente: elaboracion propia con base al sistema estadistico en linea de la CEPAL http://estadisticas.cepal.org/cepalstat/WEB_CEPALSTAT/Portada.asp.
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Grafica 1
PIB per capita de América Latina, 1990-2015 (variacién real anual)
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Fuente: elaboracion propia con base al sistema estadistico en linea de la CEPAL http://estadisticas.cepal.org/cepalstat/WEB_CEPALSTAT/Portada.asp.
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Grafica 4
Ocupados urbanos en sectores de baja productividad (sector informal)
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Fuente: elaboracién propia con base al sistema estadistico en linea de la CEPAL http://estadisticas.cepal.org/cepalstat/WEB_CEPALSTAT/Portada.asp.
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Grafica5
Relacion del ingreso medio per capita del hogar: quintil 5 / quintil 1
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Fuente: elaboracion propia con base al sistema estadistico en linea de la CEPAL http://estadisticas.cepal.org/cepalstat/WEB_CEPALSTAT/Portada.asp.
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Cuadro 1
Porcentaje y millones de personas por indicador de pobreza, 2008-2016

Estados Unidos Mexicanos

Porcentaje Millones de personas

Indicadores 2008 2010 2012 2014 2016 2008 2010 2012 2014 2016
Poblacion
En pobreza 444 46.1 455 46.2 43.6 49,5 52.8 533 553 534
En pobreza moderada 333 34.8 357 36.6 359 372 39.8 41.8 439 440
En pobreza extrema 11.0 113 98 95 76 123 13.0 115 114 94
Vulnerable por

carencias sociales 323 28.1 286 263 268 360 321 335 315 329
Vulnerable por in- 4.7 59 62 7170 52 67 72 85 8.6
gresos
No pobre y no 187 199 198 205 22.6 209 22.8 232 246 278

vulnerable

Fuente: estimaciones del Coneval. con base en el mcs-entcu 2008. 2010, 2012 y el mec 2016 del mcs-EniGH.
Nota: algunas cifras pueden variar por cuestiones de redondeo.
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Grafica 2
Pobreza entre la poblacion urbanay rural en paises centroamericanos para el 2014
(en porcentajes)
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Fuente: CEPAL, 2018.
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Cuadro 1
Migrantes mexicanos y centroamericanos deportados
por Estados Unidos (2008-2017)

Afio Guatemala  Honduras El Salvador Meéxico
2008 27 527 28 885 20050 247 263
2009 29 661 27293 20 849 280219
2010 29 378 24611 19 809 282 003
2011 30 343 22 027 17 381 288 078
2012 38 900 31740 18993 303 745
2013 46 866 36 526 20 862 314904
2014 54 247 40 633 26 895 266 165
2015 33 398 20334 21610 235087
2016 33729 21 891 20127 245 306
2017 33 060 22 168 18 452 192 334

Fuente: elaboracién propia con base en datos de Homeland Security.
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Gréfica5s
Porcentaje de la poblaciéon en 2015 con acceso a prestaciones de salud por instituciéon: IMsS, ISSSTE, Pemex, Defensa
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Fuente: elaboracién propia con base en Encuesta Intercensal, Inegi, 2015
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Grafica 2
Crecimiento del PIB per capita de Estados Unidos y China
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Fuente: obela.org con datos del Banco Mundial.
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Grafica 7
Porcentaje de la poblacién que en 2015 no contaba con afiliacion a servicios de salud, por grupos de edad y sexo
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Fuente: elaboracion propia con base en Encuesta Intercensal, Inegi, 2015.
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Grafica 4
Tasa de crecimiento del PIBde EU: 1947-2018
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Fuente: U. S. Bureau of Economic Analysis.
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Grafica 3
Proyeccién de la poblacién de 15 anos y mas que cotiza al Instituto Mexicano del Seguro Social,
segun distintos escenarios de crecimiento econémico y proyeccién de la poblacién total
2010-2050 (millones de personas)
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Fuente: elaboracion propia con las proyecciones de Conapo 2010-2050 y el Informe al Ejecutivo Federal y al Congreso de
la Unidn sobre la situacion financiera y los riesgos del Instituto Mexicano del Seguro Social 2016-2017.
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Post scriptum

Esta nota fue redactada 10 meses después de que los trabajos que conforman el libro,
incluida su presentacion, fueran entregados para su dictamen y posterior edicion. Entre
julio de 2019 y mayo de 2020 las perspectivas econémicas de México han empeorado
considerablemente.

Esto se debe fundamentalmente a cuatro factores: a] una parélisis econémica tem-
poral debida al confinamiento social y a la suspension de actividades econémicas con-
sideradas “no esenciales” para evitar la propagacion masiva del coronavirus, b] la des-
aceleracion de la economia mundial debido originalmente a las guerras comerciales
emprendidas principalmente por EU en contra de China y otros paises y después, de
forma mucho mads grave, a causa de la pandemia, c] un descenso a niveles nunca vistos de
los precios del petrdleo, provocado inicialmente por el enfrentamiento entre dos grandes
productores, Arabia Saudita y Rusia, y posteriormente por la vertiginosa disminucion
de la demanda mundial que estd entrando en recesion. En el caso de nuestro pafs, los
precios del crudo mexicano han caido a niveles que se encuentran en el limite, y por
momentos por debajo, de su costo de produccion, d] una disminucién pronunciada de las
inversiones publica y privada, esta ltima evidencidndose con meses de antelacion: desde
noviembre de 2018 hasta la fecha.

En estas circunstancias, la diseccion sobre el presente de la economia mexicana, que
se encuentra en los diversos capitulos de este libro, cobra mayor relevancia porque devela
las fragilidades economicas y sociales con las que México enfrentard la inminente rece-
sion econdmica que nos espera en el futuro inmediato, de duracion todavia impredecible.

Debido a lo anterior, debo destacar que la mayorfa de las consideraciones econé-
micas que se expusieron en el apartado final de la presentacion: El futuro y las transfor-
maciones indispensables, confirman su validez y actualidad. Por esta razén las enumero
nuevamente de forma resumida:

1. Restablecer la funcion de las politicas publicas para recuperar un crecimiento
sostenido con bienestar social, es decir, un desarrollo econémico.

2. Instrumentar politicas industriales selectivas con base en prioridades.

3. Incrementar la inversion publica y alentar la inversion privada.

4. Evitar convertir la produccién de crudo en un sector prioritario al cual se destine
el grueso de los recursos publicos.

5. Procurar un empleo digno y un salario real creciente para combatir la pobreza, la
1
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Grafica 6
Salarios minimos por hora 1990-2018 (délares de EU)
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Fuente: elaboracién propia con base en datos del Banco Mundial, Indicadores del desarrollo mundial.
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Cuadro 2
Exportacion en valor agregado entre sectores

del TLCAN en 2000 y 2014
2000 2001

De Hacia De Hacia
EU-r17 MEX-r17 CAN-r4 EU-r10
CAN-r4 EU-r10 CAN-r4 EU-r51
EU-r20 CAN-r20 MEX-r4 EU-r10
CAN-r4 EU-r51 CAN-r4 EU-r27
EU-r20 MEX-r20 EU-r17 MEX-r17
CAN-r4 EU-r27 MEX-r4 EU-r51
CAN-r4 EU-r24 EU-r4 CAN-r27
EU-r16 CAN-r27 EU-r20 CAN-r20
MEX-r4 EU-r51 CAN-r4 EU-r24
MEX-r20 EU-r20 EU-r1 MEX-r5
MEX-r4 EU-r10 EU-r4 CAN-r10
EU-r17 CAN-r17 MEX-r20 EU-r20
CAN-r7 EU-r27 CAN-r4 EU-r53
EU-r1 MEX-r5 CAN-r4 EU-r5
CAN-120 EU-r20 EU-r16 CAN-r27
CAN-r15 EU-r20 CAN-r4 EU-r31
EU-r16 MEX-r20 EU-r20 MEX-r20
MEX-r4 EU-r27 CAN-r4 EU-r44
EU-r17 MEX-r20 CAN-r4 EU-r4

Fuente: elaboracién propia con datos de la WIOT.





